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Capítulo

Valeria Castro Obando

Regulación, 
infraestructura y 

telecomunicaciones 
en la crisis del 

Covid-19

2La pandemia ocasionada por el virus 
del Covid-19 ha contribuido con la 
aceleración de la transformación digital 

en todo el mundo, ante la rápida expansión de 
los servicios digitales con fines comerciales, edu-
cativos y de salud. De hecho, desde que comenzó 
esta situación de emergencia, se incrementó la tasa 
de descarga de aplicaciones digitales de teleconferen-
cia y el uso de Internet a nivel global aumentó en un 
70% durante los primeros seis meses de la pandemia 
(Ramos, 2020). 

Sin embargo, esta misma coyuntura ha revelado la persistencia de 
grandes brechas en la conectividad, inclusive en los países de ingresos 
altos. En estos Estados, aún unos 3,8 millones de personas no tienen 
acceso a Internet sea por falta de cobertura de banda ancha móvil y de 
alfabetización digital (GSMA, 2021), problemas con la asequibilidad 
y preocupaciones con respecto a la seguridad y la protección a la hora 
de utilizar las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC). 

Se estima que cerca de 450 millones de personas en el mundo viven sin 
acceso a red de banda ancha móvil y a nivel global, el 93% de las per-
sonas desconectadas del planeta, vive en países de ingresos bajos y me-
dios. Datos de la Comisión Económica para América Latina y el Cari-
be (Cepal) corroboran esta tendencia e indican que para el 2019 sólo 
el 66,7% de la población que reside en Latinoamericana y el Caribe 
tenía acceso a Internet mientras que el tercio restante, no tenía acceso 
o podía acceder de forma limitada por aspectos relacionados con su 
condición socioeconómica, edad o el lugar de residencia (Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe, [Cepal], 2020). 

Estas cifras además de evidenciar la existencia de diferencias sig-
nificativas con respecto al acceso, uso y apropiación de las TIC; 
muestran una contradicción con respecto al fin último que de-
ben de perseguir las Sociedades del Conocimiento (SIC) en las 
que se busca masificar el acceso a la información y el conoci-
miento mediante las TIC. En este contexto, resulta evidente 
que si no se gestiona adecuadamente los procesos de inte-
gración tecnológica y el desarrollo de las infraestructuras 
digitales, se corre el riesgo de que estos procesos exacer-
ben las desigualdades existentes, afectando a empre-
sas, Estados y personas. Es por ello que se requiere 
de la combinación de enfoques de políticas que 
combinen perspectivas tradicionales que ba-
sadas en el fortalecimiento de la infraes-



92 Informe hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento 2021

tructura de telecomunicaciones, también aborden 
las barreras que impiden la adopción y el uso de las 
TIC en nuestras sociedades. 

Bajo esta óptica, el presente capítulo está integrado 
por siete secciones, de las cuales, la primera analiza 
las afectaciones que el sector de las telecomunica-
ciones ha sufrido durante la crisis del Covid-19. 
Para ello, se abordan algunas de las principales ten-
dencias en esta área y se le presta especial atención 
a la conectividad móvil, el estado de la banda an-
cha, las redes 5G y el impacto de la pandemia en el 
sector industrial asociado a las telecomunicaciones. 

El segundo apartado se concentra en la presenta-
ción de los avances normativos que se han dado 
a nivel internacional en materia de telecomunica-
ciones. A este efecto, se ahonda en la Hoja de Ruta 
para la Cooperación Digital y la Agenda Digital 
para América Latina y el Caribe (eLAC2022) por 
considerarlos como documentos clave en la iden-
tificación de retos para el desarrollo de las infraes-
tructuras digitales y la gestión adecuada de los de-
safíos que plantea para los Estados la operación en 
un entorno hiperconectado. 

Por su parte, el tercer acápite del documento pre-
senta el estado de situación actual con respecto 
al proceso de encendido digital, mientras que la 
sección cuarta está dedicada a la revisión de los es-
fuerzos que se han realizado en Costa Rica para 
impulsar el despliegue de las redes 5G, enfatizando 
el modo como se ha desarrollado el proceso, las 
intervenciones realizadas desde instancias guber-
namentales y las posiciones de diversos actores del 
sector de las telecomunicaciones en relación a los 
progresos gestados hasta el momento. 

Seguidamente, los apartados quinto y sexto del 
capítulo ahondan en el seguimiento al II Plan de 
Acción de la Política Pública en Materia de Tele-
comunicaciones (PAIT 2.0) y de los programas a 
cargo del Fondo Nacional de Telecomunicaciones 
(Fonatel) durante el 2020. Finalmente, la última 
sección analiza las propuestas de ley impulsadas 
durante el 2020 y la primera mitad del 2021 con 
el objetivo de solventar las inequidades en el acce-
so y equipamiento de infraestructuras digitales en 
diferentes zonas del país. 

2.1 AFECTACIÓN DEL SECTOR DE LAS 
TELECOMUNICACIONES DURANTE LA 
CRISIS DEL COVID-19

Con el fin de esbozar un panorama general del sector de las te-
lecomunicaciones y el impacto ocasionado durante la pandemia 
del Covid-19, se decidió enfocar el contenido del apartado en las 
tendencias de las redes y conectividad móvil, el estado de la banda 
ancha en América Latina y el Caribe (ALC), el despliegue de las re-
des 5G y las afectaciones para la industria de telecomunicaciones.

2.1.1. Tendencias del sector de telecomuni-
caciones 

Con el incremento en el número de los contagios por el virus del 
Covid-19 en todo el mundo, el confinamiento fue una de las me-
didas más extendidas en todos los países. Ello generó una deman-
da nunca vista en las redes móviles y fijas, lo que provocó que el 
tráfico global de datos se incrementara. Particularmente, en el caso 
de las redes móviles, el tráfico por usuario alcanzó más de 6 GB 
por mes y 8 GB por mes para los teléfonos inteligentes, producien-
do el mayor aumento absoluto registrado en cinco años y el doble 
del nivel de uso de datos producido en el 2018 (GSMA, 2021). 
A pesar de eso, el tráfico de datos general por persona usuaria en 
el 2020 tendió a ser 3 veces menor en países de ingresos bajos y 
medios, en comparación con los países de ingresos altos. 

Figura 2.1. Tráfico global de datos móviles por 
conexión móvil, 2015-2020

Fuente: Tomado de GSMA, 2021. 
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Durante los últimos años, se ha observado un crecimien-
to constante en el uso de Internet móvil, especialmente 
en países de ingresos bajo y medios (PIBM), lo que ha 
incrementado la cantidad de conexiones móviles a nivel 
mundial. Para el 2018, un tercio de la población mundial 
se conectaba a Internet a través de dispositivos móviles 
y hoy se estima que esta cantidad representa más de la 
mitad de las conexiones en el mundo. Al finalizar el 2020 
el 51% de la población mundial se encontraba utilizando 
Internet a través de dispositivos móviles, lo que repre-
senta un incremento de 225 millones con respecto a lo 
registrado en el 2019 (GSMA, 2021).

Igualmente, continúa creciendo la cobertura global de 
esta tecnología lo que ha provocado que cerca del 94% 
de la población mundial esté cubierta por banda ancha 
móvil (GSMA, 2021). Aunque esto supone un avance 
significativo, no debe olvidarse que el 6% de la pobla-
ción que no tiene acceso a redes de banda ancha móvil 
equivale a unos 450 millones de personas (la mayoría de 
estas pertenecientes a la zona de África Subsahariana), lo 
que implica que aún queda por resolver una importante 
brecha de cobertura.

En términos generales, las personas que no están co-
nectadas tienen más probabilidad de ser pobres, tener 
menor nivel educativo, ser adultas mayores, mujeres y 
residir en áreas rurales. De hecho, aunque la brecha de 
género en una tecnología como Internet móvil ha veni-
do reduciéndose, las mujeres que viven en PIBM tienen 
un 15% menos de probabilidades de usar Internet mó-
vil que los hombres.

Aunque se observa una reducción en la brecha de 
uso, esta sigue siendo un problema relevante, ya que 
de acuerdo con la GSMA (2021) esta es siete veces 
más grande que la brecha de cobertura. Para el 2020, 
la brecha de uso representaba al 43% de la población 
mundial (3.400 millones de personas) lo que supone 
que, aunque estas personas tenían acceso a servicios de 
Internet móvil, estas decidieron no utilizarlos. Cabe se-
ñalar que una cuarta parte de las personas adultas en el 
mundo aún desconocen tecnologías como el Internet 
móvil y sus potenciales beneficios. Además, por región, 
la brecha de uso tiende a ser mayor en el Sudeste Asiáti-
co donde llega a ser del 61%.

Figura 2.2. Evolución de la conectividad mundial a Internet móvil, 2014-2020

Fuente: Tomado de GSMA, 2021. 
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La cobertura de las redes de banda ancha en América La-
tina y el Caribe (ALC) se ha incrementado en la región y 
ha permitido que las “redes de cobertura de banda ancha 
alcancen un promedio del 92% de la población de los 
países de la región” (García et. al, 2020, p.1). A pesar de 

esto, todavía una cantidad significativa de personas aún 
no cuenta con acceso a este tipo de tecnología sobre todo 
en países como Bolivia, El Salvador, México, Nicaragua, 
Perú y Uruguay, los cuales no logran llegar al promedio 
de la región. 

Figura 2.3. Población con cobertura por al menos redes 3G, 2018 (en porcentaje)

Fuente: Tomado de García et. al, 2020. 
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También continúa creciendo la adopción de teléfonos 
inteligentes (smartphones). De hecho, los teléfonos mó-
viles representaron el 68% de las conexiones a Internet 
en el 2020, lo que supone un crecimiento del 4% con 
respecto al 2019 y un 21% en relación con el 2016. Este 
es un dato relevante ya que el contar con un teléfono 
inteligente no sólo posibilita el acceso al Internet, sino 
que también, según ciertos estudios, la tenencia de este 
dispositivo incrementa las posibilidades de progresar al 
uso regular de Internet móvil (GSMA, 2021). 

Al examinar estos resultados por región, se observa que 
la zona del mundo en la que más se ha incrementado la 
tenencia de teléfonos inteligentes ha sido Asia, donde 
las conexiones han aumentado del 30% en el 2016 al 
63% en el 2020. A esta región le sigue muy cercana-
mente América Latina, como un área que también ha 
experimentado un crecimiento importante entre 2016 
y 2020. Cerca del 70% de la población de ALC (440 
millones de personas) cuenta con una suscripción mó-

vil y aproximadamente, el 93% tiene acceso a una red 
de banda ancha móvil. En los años venideros, se espera 
que Latinoamérica alcance unos 15 millones de cone-
xiones móviles a tecnología 5G en el 2022 y más de 400 
millones de suscriptores para Internet móvil para 2025 
(GSMA Intelligence, 2020). 

Aún un tercio de la población de ALC no utiliza Inter-
net, aunque se observa una gran variabilidad entre los 
países de la región. De hecho, el porcentaje de perso-
nas usuarias de Internet en la zona es menor al prome-
dio que registran los países de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) que 
es del 60% (García et. al, 2020). Si bien una cantidad 
importante de países registran un porcentaje de perso-
nas usuarias menor al 60%, también hay un grupo de 
Estados que exhiben un porcentaje mayor, entre los que 
se encuentran Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Guatemala, México, Paraguay, República Domini-
cana y Uruguay. 
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Promedio OCDE Promedio ALC

Figura 2.4. Casi 500 millones de suscriptores móviles únicos en América Latina para 
2025

Fuente: GSMA Intelligence, 2020.
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Figura 2.5. Usuarios de internet, 2018 (en porcentaje)

Fuente: Tomado de García et. al, 2020. 
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En lo que respecta a la asequibilidad de los servicios de 
Internet, la Comisión de Banda Ancha para el Desarrollo 
Sostenible decidió en el 2018 que para el 2025 se debe 
“asegurar que los servicios de banda ancha de nivel básico 
fuesen asequibles para los países en desarrollo, con cos-
tos correspondientes a menos del 2% del PIB per cápita” 
(García et. al, 2020, p.6). Con base a estos estándares, sólo 
Costa Rica y Brasil lograron alcanzar este objetivo ya que 
el acceso a los servicios de banda ancha se caracteriza por 
ser muy costoso en la mayoría de los países de la región.

Aunque las redes móviles han permitido cubrir la de-
manda de los sectores de menores ingreso al hacer los 
servicios menos costosos, “los paquetes de acceso básico 
se ven limitados a un consumo de 1,5 Gb mensual, por 
lo que su utilidad para trabajar o estudiar es limitada” 
(García et. al, 2020, p.7). Además, los niveles de ingreso 
de los hogares de ALC limitan su acceso al Internet y su 
uso eficiente, así como la “formación de capital humano, 
lo que crea una barrera para digitalizar otros sectores de 
la economía” (García et. al, 2020, p.7). 
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Figura 2.6. Población con habilidades básicas en TIC, 2018 (en porcentaje)

Fuente: Tomado de García et. al, 2020. 

Figura 2.7. Población con habilidades avanzadas en TIC, 2018 (en porcentaje)

Fuente: Tomado de García et. al, 2020. 
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Las figuras 2.6 y 2.7 evidencian que al 2018 ninguno de 
los países de América Latina alcanzó el promedio de la 
OCDE (60%) con respecto al porcentaje de población 
que cuenta con habilidades básicas y avanzadas en TIC. 
Es posible que la ausencia de capacidades para el uso de 
Internet y las TIC se haya agravado por los “efectos de la 
Covid-19 en la región al obstaculizar la digitalización de 
diversas actividades” (García et. al, 2020, p.7). 

Durante la pandemia, la empresa Nokia estimó que la 
velocidad mínima requerida para desarrollar actividades 
relacionadas con el teletrabajo, el estudio y el juego sin 

interrupciones tendría que ser de 50 Mbps de velocidad 
de descarga (García et. al, 2020). A partir de esto, el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) examinó la velocidad 
promedio de los Estados de ALC y los comparó con el 
requerimiento técnico sugerido por Nokia. El análisis re-
veló que sólo cuatro países de la zona (Brasil, Chile, Pana-
má y Uruguay) cuentan con la velocidad de banda ancha 
suficiente para poder realizar diferentes usos por parte de 
varios usuarios en un mismo hogar. Igualmente, llama la 
atención que en ninguno de los países de la región tiene 
una banda ancha móvil que se acerque a los 50 Mbps.
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Figura 2.8. Velocidad de internet de banda ancha (Mbps), julio de 2020

Fuente: Tomado de García et. al, 2020. 

Estos hallazgos pueden ser analizados complementaria-
mente con los resultados de la última edición del Índice de 
Desarrollo de Banda Ancha (IDBA). Este es una medición 
creada por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) 
para medir el acceso a banda ancha y a tecnologías digitales 
en América Latina y el Caribe (ALC) (García, Iglesias & 

Puig, 2021) a partir del análisis de cuatro pilares (políti-
cas públicas y visión estratégica, regulación estratégica, in-
fraestructuras y aplicaciones y capacitación) y 44 variables. 
El IDBA se realiza de manera anual y este busca comparar 
a los Estados latinoamericanos con los de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). 
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Tabla 2.9. Pilares del Índice de Desarrollo de Banda Ancha

Describe la importancia otorgada por los gobiernos a la política de 
desarrollo de las TIC, leyes y medidas destinadas a promover la pene-
tración y la competencia en el sector.
Evalúa las medidas de política pública y visión estratégica: desarrollo 
de planes de banda ancha, involucramiento del gobierno en las TIC, 
estrategias de digitalización.

Se refiere al estado de las infraestructuras digitales y al desarrollo de acuerdos 
público-privados.

Evalúa aspectos como la existencia de hogares con infraestructuras adecuadas, 
las velocidades medias alcanzadas, el número de líneas de los distintos servicios 
o la inversión en telecomunicaciones con participación privada.

Infraestructuras

Regulación Estratégica

Aplicación y Capacitación

Políticas Públicas y Visión Estratégica

Mide el desarrollo de la regulación estratégica del país.

Evalúa aquellos indicadores que describen el estado actual de los pla-
nes de desarrollo de banda ancha, así como su efectividad, mediante, 
por ejemplo, el grado de concentración del mercado de banda ancha 
fija y móvil en términos de competencia.

Mide el nivel de capacitación en las TIC.

Evalúa la capacitación en las TIC mediante estadísticas del nivel de educación, ya que es 
un indicativo importante dentro del desarrollo potencial del sector. 

Analiza la actualización de las TIC por parte de la población mediante una serie de in-
dicadores, como pueden ser los relacionados con el uso de redes sociales o internet.

Fuente: Elaboración propia con base a García, Iglesias & Puig (2021). 
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Tabla 2.1. Composición del Índice de Desarrollo de Banda Ancha

Políticas 
Públicas y Visión 

Estratégica

Regulación 
Estratégica Infraestructuras Aplicación y 

Capacitación

Adaptabilidad del marco 
legal a los negocios di-
gitales
Gobernanza de las TIC
Estado actual de los pla-
nes de desarrollo de la 
BA
Gasto en investigación y 
desarrollo (USD PPP)
Calidad de las políticas 
públicas para la promo-
ción del sector privado

Suscripción a banda ancha fija 
mensual en USD, PPP ($/mes)
Suscripción a banda ancha 
móvil mensual en USD, PPP ($/
mes)
Efectividad del Fondo para el 
Acceso y Servicio
Concentración de operadores 
de banda ancha fija
Concentración de operadores 
de banda ancha móvil
Asignación de espectro a co-
municaciones móviles en ban-
das por debajo de 3GHz

Proporción de población con cobertura de 
banda ancha móvil 4G (%)
Servidores de internet seguros, por cada mi-
llón de habitantes
Hogares con computadora personal (%)
Hogares con acceso a internet (%)
Líneas de banda ancha fija, por cada 100 
habitantes
Líneas de banda ancha móvil, por cada 100 
habitantes
Líneas de banda ancha con acceso de fibra 
óptica, por cada 100 habitantes
Velocidad media de acceso de BA
Velocidad de acceso con redes 4G
Velocidad BAF internacional en bit/s/habitante
Existencia de Internet Exchange Provider (IXP)

Índice de asequibilidad 
de la banda ancha fija
Índice de asequibilidad 
de la banda ancha móvil
Precio de las terminales
Índice de desarrollo del 
e-gobierno
Usuarios de internet, por 
cada 100 habitantes
Igualdad de género en el 
uso de internet
Habilidades digitales en-
tre la población activa
Acceso a internet en es-
cuelas

Fuente: Elaboración propia con base a García, Iglesias & Puig (2021). 

Este índice es calculado para cada país y además, para 
la edición del 2020 se analizaron un total de 61 países, 
26 de ALC1 y 35 de la OCDE y/o que de alguna for-
ma colaboran con dicho organismo2. Para el estudio de 
las variables, subíndices y el índice se incluyeron otros 
países a nivel mundial, “con el fin de poder cotejar los 
resultados obtenidos” (García, Iglesias & Puig, 2021, 
p.16). 

1	 En ALC se consideraron Argentina, Bahamas, Barbados, 
Belice, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecua-
dor, El Salvador, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Ja-
maica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Repú-
blica Dominicana, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay 
y Venezuela.

2	 Para el clúster de la OCDE se tomaron los casos de Ale-
mania, Australia, Austria, Bélgica, Canadá, Chile, Colom-
bia, Corea, Dinamarca, Eslovenia, España, Estados Unidos, 
Estonia, Finlandia, Francia, Gran Bretaña, Grecia, Hun-
gría, Irlanda, Islandia, Israel, Italia, Japón, Luxemburgo, 
México, Noruega, Nueva Zelanda, Países Bajos, Polonia, 
Portugal, República Checa, República Eslovaca, Suecia, 
Suiza y Turquía.

Los resultados globales del IDBA revelan que los prime-
ros lugares del índice los asumió Suecia, Dinamarca y 
Noruega, mientras que los países que más avanzaron con 
respecto al 2018 fueron Finlandia y Suiza, los cuales su-
bieron a los puestos 7 y 5. En el caso de la región de ALC, 
el índice es encabezado por Barbados (31) que ocupa la 
primera posición. A este le siguen Chile (33), Costa Rica 
(38), Brasil (39), Argentina (40), Uruguay (42) y Baha-
mas (43) (García, Iglesias & Puig, 2021). 

En esta zona, los países que más subieron en sus posi-
ciones en comparación con el IDBA del 2018 fueron 
Barbados y Uruguay que asumieron la posición 11 y 
9 respectivamente (García, Iglesias & Puig, 2021), 
mientras que Haití y Suriname se encuentran en las 
últimas posiciones. En el caso de Costa Rica, el país 
alcanzó una puntuación de 5,20, lo que supone un 
crecimiento de 3 puestos con respecto a lo registrado 
en el IDBA del 2018 y lo coloca como el tercer Estado 
de ALC con mejor calificación en el IDBA dentro de 
la región. 
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Tabla 2.2. Ranking IDBA en el clúster “ALC”, 2018-20

Ranking País IDBA Ranking País IDBA

1 Barbados 5,68 14 Perú 4,37

2 Chile 5,63 15 Ecuador 4,35

3 Costa Rica 5,20 16 Belice 4,14

4 Brasil  5,13 17 Paraguay 4,14

5 Argentina 5,10 18 Bolivia 4,04

6 Uruguay 4,99 19 El Salvador 3,58

7 Bahamas 4,98 20 Guyana 3,56

8 México 4,79 21 Nicaragua 3,54

9 Colombia 4,69 22 Venezuela 3,47

10 Trinidad y Tobago 4,63 23 Guatemala 3,44

11 Panamá 4,59 24 Honduras 3,08

12 Jamaica 4,42 25 Suriname 2,80

13 República Dominicana 4,41 26 Haití 2,51

Fuente: Elaboración propia con base a García, Iglesias & Puig (2021). 

Al examinar los resultados por los subíndices del IABD 
(políticas públicas y visión estratégica, regulación es-
tratégica, infraestructuras y aplicaciones y capacitacio-
nes), se observa que Costa Rica se mantiene en los pri-
meros lugares de estos subíndices. Dentro de estos, el 
pilar que registra más avances es el de regulación estra-
tégica en donde el país aparece en la posición 3 (pun-
tuación de 6,24) lo que califica de manera positiva los 
esfuerzos de Costa Rica en materia de banda ancha y 
la efectividad de esas medidas en la concentración del 
mercado de banda ancha fija y móvil (García, Iglesias 
& Puig, 2021). En contraste, el área que registra más 
falencias es el de políticas públicas en donde el país 
ocupa el octavo lugar (puntuación de 4,62), lo que 
indica la necesidad de fortalecer las políticas públicas 
y legislación TIC, así como mejorar la visión estraté-
gica de los planes y estrategias destinadas a promover 
la banda ancha. 

Un resultado interesante que derivó del análisis reali-
zado por el BID en el IDBA 2020 fue el desarrollo de 

una metodología para estimar las necesidades de inver-
sión que se requerirían en ALC para solventar la brecha 
que existe entre la región y los países de la OCDE. Con 
base a esto, se determinó que en ALC se ocuparía de un 
CAPEX (gasto de capital) mayor a los $68.000 millones 
USD para superar la brecha en los 26 países de la región, 
lo que a su vez, contribuiría de manera directa en la ge-
neración de empleos. 

Aunque el sector privado invierte todos los años en casi 
todos los países, para el BID se requiere de “una inversión 
pública estratégica que logre articular asociaciones públi-
co-privadas que permiten llegar a las zonas más remotas 
y desconectadas de la región” (García, Iglesias & Puig, 
2021, p.13). A este efecto, se ha elaborado una estima-
ción del porcentaje de inversión rural que sería necesaria 
en cada país con base a la densidad poblacional y el por-
centaje de población rural. De ese modo, “cuanto mayor 
es este indicador, menor es la rentabilidad financiera es-
perada y más necesaria la intervención pública (García, 
Iglesias & Puig, 2021, p.13).
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Por otro lado, en otras mediciones como el Índice de Conectividad Móvil de la GSMA3 , que mide el desempeño de 
los países en los facilitadores clave para la adopción de Internet móvil4 , se evidencia que América Latina ha logrado 
avances significativos en las áreas de infraestructura, contenido y servicios y en la aceptación de los consumidores de 
2016 al 2019 (GSMA, 2020b). A pesar de esto, en el mismo periodo aún se experimenta un rezago muy notorio en 
materia de asequibilidad.

Figura 2.10. América Latina en el Índice de Conectividad Móvil de la GSMA 2016-2019

Fuente: Elaboración propia con base a GSMA Intelligence, 2020.

Al examinar este índice para Costa Rica, los resultados del estudio de la GSMA muestran que el país obtuvo una pun-
tuación de 63,3 en dicha medición, lo que hace que se considere como un Estado en transición5 (GSMA, 2020b) e 
indica que se desempeña bien en dos elementos habilitadores. En ese sentido, se muestran las puntuaciones más altas 
en las dimensiones de aceptación de los consumidores y de contenido y servicios. Esto sugiere una alta conciencia y 
habilidades necesarias para el uso de Internet, así como un importante progreso en la disponibilidad de contenidos y 
servicios digitales seguros y accesibles para la población local. Por el contrario, se exhibe menor desarrollo a nivel de la 
infraestructura y en la asequibilidad. 

3	 Este índice evalúa los 170 países, y establece una calificación dentro de un rango de 0 a 100. De ese modo, la puntuación más alta 
es interpretada como un desempeño más sólido en la prestación de conectividad a Internet móvil (GSMA, 2020b). Este pretende 
contribuir con los esfuerzos de los gobiernos, la industria de las telecomunicaciones móviles y la comunidad internacional para for-
talecer el acceso universal a Internet.

4	 Los habilitadores medidos son: la infraestructura, la asequibilidad, la preparación/aceptación del consumidor y el contenido y servi-
cios. El primero de estos mide la disponibilidad de la cobertura de red de Internet móvil de alto rendimiento, el segundo la disponi-
bilidad de los servicios y dispositivos móviles a precios que reflejan el nivel de ingresos en la población. Por su parte, la preparación 
del consumidor evalúa la conciencia y habilidades de la ciudadanía para valorar y usar el Internet, mientras que la dimensión de 
contenido y servicios refiere a la disponibilidad de contenido y servicios digitales seguros, accesibles y relevante para la población 
local (GSMA, 2020b). 

5	 El resultado del análisis individual de cada país clasifica a los Estados en líderes (puntaje superior a 75 puntos), avanzado (puntaje 
superior a 65), en transición (más de 50 puntos), emergentes (más de 35 puntos) y descubridores (puntaciones menores a 35 puntos) 
(GSMA, 2020b). 
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Figura 2.11. Resultados de Costa 
Rica en el Índice de Conectividad 
Móvil 2019

Fuente: Elaboración propia con base a GSMA, 2020b.

Impacto del covid-19 en la industria de 
telecomunicaciones

Para el 2019, la industria de telecomunicaciones 
contribuyó con el 7% del Producto Interno Bru-
to (PIB) en la región y generó una contribución 
de más de $421.000 millones de dólares estadou-
nidenses. Además, “respaldó cerca de 1,4 millo-
nes de trabajos (de manera directa e indirecta) e 
hizo una contribución significativa al financia-
miento del sector público, con una recaudación 
tributaria de USD 33.000 millones” (GSMA In-
telligence, 2020, p.3).

Durante el 2020, la industria de telecomunica-
ciones móviles en Latinoamérica tuvo que en-
frentarse al reto de continuar sus operaciones en 
un contexto de crisis, en el que se incrementó el 
uso de las TIC como medida de contingencia de 
la pandemia. En estas circunstancias se registró 
un aumento del 25% del tráfico de datos mó-
viles y cerca de 360 millones de personas (57% 
del total de la población que viven en la zona) 
estaban conectadas a redes móviles de Internet 
(GSMA Intelligence, 2020). 

La pandemia impactó el rendimiento financie-
ro de la industria de telecomunicaciones en el 
2020, ante la reducción de ingresos en varios 
mercados de la región. En los “mercados con 

una alta proporción de clientes prepagos se han visto en una 
situación particularmente vulnerable a la reducción del gasto” 
(GSMA Intelligence, 2020, p.16). Ello tiene relación con el in-
cremento en el uso de banda ancha fija (principalmente en los 
hogares) y el deterioro de la actividad económica que generó la 
pérdida de trabajos, sobre todo en el sector informal.

A pesar de esto, “los operadores de la región invertirán USD 
99.000 millones en despliegue de infraestructura entre 2019 y 
2025” (GSMA Intelligence, 2020, p.3). Con esto y los posibles 
incrementos en la demanda, se espera que en los años venideros 
haya un incremento en los ingresos de los operadores, aunque es 
posible que estos se mantengan bajos. 
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Figura 2.12. La COVID-19 vence al impulso de 
los operadores

Fuente: GSMA Intelligence, 2020.

Durante el 2020, el mercado de telecomunicaciones en Costa 
Rica produjo un total de 728 millones de colones en ingresos, lo 
que supuso una reducción del 4,2% en comparación con el 2019. 
Ello evidencia una contracción y la “posible afectación al sector 
por otros factores, como los ajustes económicos del país durante 
los últimos tres años, así como los efectos que sobre el país se 
dieron desde inicios del 2020 por la pandemia de Covid-19” (Su-
perintendencia de Telecomunicaciones, [Sutel], 2021d, p.44). 
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Figura 2.13. Costa Rica: Ingreso total del Sector Telecomunicaciones, 2016-2020
(Cifras anuales en millones de colones y porcentajes de variación)

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021. 
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Al examinar los ingresos por el tipo de servicio, se ob-
serva que los ingresos percibidos por “telefonía fija (bá-
sica tradicional y VoIP) y telefonía móvil (voz y MSM), 
muestran una tendencia a la baja, siendo el cuarto año 

consecutivo con este comportamiento” (Sutel, 2021d, 
p.44). En contraste, los servicios de acceso a Internet han 
tendido a crecer del 2016 al 2020. 

Figura 2.14. Costa Rica: Ingreso total del Sector Telecomunicaciones según servicio, 
2016-2020 (Cifras anuales en millones de colones)

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021. 
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Figura 2.15. Costa Rica: Ingreso total del Sector de Telecomunicaciones según 
servicio, 2016-2020 (cifras anuales en porcentajes)

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021. 

Despliegue de redes 5G a nivel internacional 

A nivel general, se observa que durante el 2020 la co-
bertura 4G siguió expandiéndose, mientras que diversos 
países comenzaron a desplegar redes para habilitar tecno-
logía 5G, y en el caso de los países de ingresos altos las 
redes 5G se extendieron notablemente. Por ello al finali-
zar el 2020, la cobertura global de 5G se incrementó un 
17% en el 2020 (GSMA, 2021). En contraste, los países 
de ingresos bajos y medios aumentaron su cobertura de 
4G en un 84% y sólo un 8% a las redes 3G. 

A pesar de que la pandemia del Covid-19 afectó la implan-
tación de las redes 5G en ciertos mercados, durante los 
primeros 9 meses del 2020, en el mundo 45 operadores 
de telecomunicaciones decidieron lanzar servicios comer-
ciales de 5G, lo que produjo un incremento en el número 
total de operadores de 5G, llegando a 107 operadores en 
47 mercados del mundo (GSMA Intelligence, 2020).

De acuerdo con la organización 5G Américas, que rastrea 
el número de despliegues de redes LTE y 5G en todo el 
mundo, para enero del 2021 Europa era la región con 
mayor cantidad de redes comerciales 5G y redes de Long 
Term Evolution (LTE). A esta le siguen, Asia, Medio 

Oriente y la región de Estados Unidos y Canadá. En 
contraste, áreas como África o Latinoamérica registran 
un importante despliegue de redes LTE, pero pocas redes 
comerciales de 5G.

Tabla 2.3. Redes comerciales LTE y 5G 
desplegadas a enero del 2021 (por re-
gión)

Redes LTE Redes 5G

África 155 5

Asia 139 38

Europa 173 87

Latinoamérica 127 15

Medio Oriente 44 20

Oceanía 38 7

Estados Unidos y Canadá 19 10

TENDENCIAS GLOBALES 695 182

Fuente: Elaboración propia con base a 5G Americas, 2021. 
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Al observar los pronósticos sobre la adopción de la 
tecnología 5G y el número de conexiones esperadas al 
2025 por región, se evidencia que la región en la que se 
habrá dado mayor avance en este ámbito será América 
del Norte. A esta le siguen Europa y Asia, regiones de 
las que se esperan importantes logros en procesos de 

adopción y conexiones (inferiores, eso sí, a las proyecta-
das en América del Norte) . En contraste, se espera para 
América Latina una adopción de apenas del 9%, lo que 
la coloca entre las áreas que a nivel mundial tendrían 
una implementación de la tecnología 5G más lenta en 
comparación con otras. 

Figura 2.16. Pronóstico global de 5G

Fuente: Tomado de GSMA Intelligence, 2020. 

Otro de los aspectos que se observa en el mercado de re-
des 5G tiene que ver con una “tendencia creciente hacia 
el despliegue de redes privadas por parte de empresas en 
sectores como el de la minería y los servicios públicos” 
(GSMA Intelligence, 2020, p.20). Por ejemplo, en Brasil 
las empresas Nokia y Telefónica celebraron un acuerdo 
en julio del 2020 con la empresa minera Vale para habili-
tar una red LTE privada a la mina de Carajás, que es una 
de las más grandes de dicho país.

En una consulta realizada por la GSMA en el 2020 a 
operadores de diferentes regiones para conocer su per-

cepción sobre el servicio que consideran que tendrá ma-
yor crecimiento en los próximos años, se evidenció que 
en todas las regiones, el tema del desarrollo de infraes-
tructura y soluciones en la nube son percibidas como 
un servicio que generará gran demanda en los próxi-
mos años. Para el caso particular de América Latina, 
llama la atención que los operadores de la zona también 
consideran que habrá un incremento importante en la 
demanda de servicios vinculados a redes 4G/5G, inclu-
sive más que en el caso de otras regiones a excepción de 
Medio Oriente. 
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Figura 2.17. Las redes privadas y las soluciones en la nube son la prioridad número 
uno para los operadores de América Latina

Fuente: Tomado de GSMA Intelligence, 2020. 
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De acuerdo con GSMA Intelligence (2020), conforme 
se aceleren los despliegues de redes 5G es posible que las 
empresas opten por una red más personalizada, lo que 
ha captado la atención de diversos operadores móviles, 
quienes han identificado en estas necesidades un poten-
cial nicho de mercado.

Se espera que en Latinoamérica, la tecnología 5G se 
“propague al resto de la región en el curso de los próxi-
mos años, pero es importante que los encargados de la 
formulación de políticas públicas comiencen a plani-
ficar de inmediato” (GSMA Intelligence, 2020, p.39). 
En países como Brasil y Uruguay, el lanzamiento de 
redes 5G fue realizado en el 2020. Además, en Brasil 
se tienen previstas subastas de las bandas espectrales 
de 3.5 GHz y 26 GHz durante la primera mitad del 
2021. Adicionalmente , la entidad reguladora del país 
(Anatel) pretende “asignar espectro en las bandas de 
700 MHz (sin vender desde 2015) y de 2.3 GHz” 

(GSMA Intelligence, 2020, p.19) a lo largo del año. 
Por su parte, países como Chile, Colombia y Repúbli-
ca Dominicana han manifestado su interés de llevar a 
cabo diversos procesos para la asignación de espectro 
5G en dicho año. 

La previsión para la región es que al finalizar el 2020, 
se alcanzaría una adopción de 4G del 55%, lo que es 
cuantitativamente menor en relación a la adopción pre-
vista para otras regiones como América del Norte, donde 
se esperaba una adopción del 90% (GSMA Intelligence, 
2020). Por ello, se proyecta que el lanzamiento de la tec-
nología 5G coexista con otras tecnologías previas tales 
como la 4G (ver figura 2.18.). Esto significa que no sólo 
al 2020 los despliegues de esta tecnología se encuentran 
en un estado incipiente, sino que también se espera que 
para el 2025 las redes 5G apenas representen un décimo 
de las conexiones de la región. 
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Figura 2.18. La tecnología 4G excederá el 50% de las conexiones totales en la región 
en 2020, mientras que la 5G alcanzará casi el 10% en 2025 % de conexiones (sin 
incluir IoT celular con licencia)

Fuente: Tomado de GSMA Intelligence, 2020. 
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Al examinar las tecnologías móviles predominantes en 
Costa Rica, GSMA Intelligence (2020) señala que para el 
2019 el 57% de las redes correspondían a redes 3G, mien-
tras que sólo el 18% constituía redes 4G. Las proyecciones 
al 2025 estiman que para dicho año las tecnologías 3G y 

4G serán las predominantes, mientras que apenas el 1% 
corresponderá a tecnología 5G. Igualmente, para el mis-
mo periodo también se espera que continúe creciendo la 
penetración de suscripciones a servicios de telefonía móvil 
al igual que la adopción de teléfonos inteligentes.

Figura 2.19. Tendencias tecnológicas y de suscriptores para mercados clave en 
Costa Rica 

Fuente: GSMA Intelligence, 2020.
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En lo que respecta a la inversión realizada en América 
Latina en cuestiones vinculadas con las redes 5G, se 
evidencia que los gastos de capital en esta área han 
tendido a incrementarse lo que está relacionado con 
la preparación y el establecimiento de condiciones 

óptimas para realizar el despliegue de esta tecnología. 
En línea con esto, se espera que la inversión en gastos 
de capital para redes 5G continúe aumentando hasta 
llegar a $54 000 millones de dólares estadounidenses 
(USD). 

Figura 2.20. Los gastos de red 5G se redoblan en 2020 y representarán la mayor 
parte de los gastos de capital para 2022 Capex (mil millones de USD)

Fuente: Tomado de GSMA Intelligence, 2020. 
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2.2. INSTRUMENTOS NORMATIVOS 
EN EL ÁREA DE LAS TELECOMUNI-
CACIONES

En línea con la revisión de datos y estadísticas sobre el 
sector de las telecomunicaciones y el impacto que la pan-
demia del Covid-19 ocasionó en el mismo, se ha conside-
rado oportuno incluir un apartado en el que se presenten 
algunos de los principales avances normativos que se han 
dado a nivel internacional en materia de telecomunica-
ciones. A este efecto, se presentan dos instrumentos, el 
primero de estos corresponde a la Hoja de Ruta para la 
Cooperación Digital, documento que fue adoptada por 
la Organización de Naciones Unidas (ONU) en el 2020 
y que pretende brindar una orientación de las prioridades 
en materia de cooperación digital para los próximos años. 
Por su parte, el segundo lo constituye la Agenda Digital 
para América Latina y el Caribe (eLAC2022), iniciativa 
impulsada por los Estados miembro de la Cepal con el 

fin de identificar los retos y oportunidades de las TIC 
como tecnologías para potenciar la reactivación y la re-
construcción económica de América Latina. 

2.2.1 Hoja de ruta para la cooperación 
digital: aplicación de las recomenda-
ciones del Panel de Alto Nivel sobre la 
Cooperación Digital

La Hoja de ruta para la cooperación digital publicada 
en el 2020 constituye un documento a través del cual 
se responde a los resultados del Informe “La era de la 
interdependencia digital”, que fue presentado en el 2019 
por el Panel de Alto Nivel sobre la Cooperación Digital. 
Dicho informe analizó el estado actual de la cooperación 
internacional en materia digital en el contexto de la pan-
demia del Covid-19 y a partir de ello, señala “deficiencias 
y desafíos urgentes y se plantean medidas para fortalecer 
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la cooperación digital mundial” (Asamblea General de 
Naciones Unidas, 2020, p.1). 

El informe del Panel emite un conjunto de recomenda-
ciones que bajo cinco bloques configuran las áreas en las 
que se instó a la comunidad internacional a mejorar el 
uso de las TIC y reducir sus riesgos (ver figura 2.21.). 
Sobre la base de estas recomendaciones, se integraron 
mesas redondas en cada área indicada en el informe, 

Consturir una 

economía y una 

sociedad digital 

inclusivas

Crear capacidad 

humana e institucional

Proteger los derechos 

humanos y la 

capacidad de acción 

humana

Promover la confianza, 

la seguridad, y la 

estabilidad digitales

Fomentar la 

cooperación digital 

mundial

1 3 5

2 4

guardando representatividad geográfica y diversidad de 
las partes presentes. Además, en cada mesa redonda, se 
efectuaron consultas con respecto a cómo abordar las 
recomendaciones del Panel. Con base a esto, se exami-
nó la situación de cada recomendación del Panel y se 
incorporaron aspectos vinculados al seguimiento de las 
mismas y se generaron observaciones finales sobre los 
que se pretende tomar medidas adicionales para conti-
nuar con el avance. 

Figura 2.21. Áreas de acción prioritaria según el Informe “La era de la interdependen-
cia digital”

Fuente: Elaboración propia con base a la Hoja de ruta para la cooperación digital, 2020.

De acuerdo con la Hoja de Ruta para la Cooperación Di-
gital, la pandemia ha hecho que las TIC se constituyeran 
en una herramienta efectiva para enfrentar la situación 
sanitaria, continuar con la actividad económica y educa-
tiva y permitir que las personas pudieran mantenerse co-
nectadas. A pesar de eso, la conexión imprevista de miles 
de personas a la red también manifestó la existencia de 
importantes desigualdades en el acceso a las tecnologías, 
la vulnerabilidad de la infraestructura hospitalaria a los 
ciberataques y los riesgos a los que se encuentran expues-
tas las personas en un entorno altamente digitalizado, en 
que están más expuestos a vejaciones en sus datos perso-
nales. 

En este contexto, es necesario que se genere una coope-
ración digital efectiva que permita alcanzar los objetivos 

de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (ODS) 
mediante acciones conjuntas. Por ello, la cooperación 
digital debe ser desarrollada mediante una acción mul-
tiactor en la que se “colabore desde un principio con 
el sector privado, la comunidad técnica y la sociedad 
civil si se quieren adoptar decisiones y políticas realis-
tas y eficaces” (Asamblea General de las Naciones Uni-
das, 2020, p.18). Con base a esta consideración y en 
atención a las propuestas del Panel, se identificaron un 
conjunto de medidas que pueden ayudar a acelerar la 
cooperación digital mundial, “aprovechando las opor-
tunidades que brinda la tecnología y mitigando al mis-
mo tiempo sus riesgos” (Asamblea General de Naciones 
Unidas, 2020, p.18). 
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Tabla 2.4 Medidas para acelerar la cooperación digital 

Naciones 
Unidas como 
entidad 
convocante y 
plataforma

La Organización de Naciones Unidas (ONU) como plataforma de diálogo tiene la disposición a facilitar el proceso de 
diálogo para que se fortalezca la cooperación en materia digital. Con este objetivo, se nombrará a un Enviado para 
la Tecnología en el 2021 con el fin de que asesore al personal directivo de la ONU sobre las “principales tendencias 
en el ámbito tecnológico para orientar el enfoque estratégico que adopte la organización” (Asamblea General de 
Naciones Unidas, 2020, p.18). 

La ONU también realizará un inventario de los componentes y funciones digitales y tecnológicas del Sistema de 
Naciones Unidas para identificar donde se pueden mejorar los esfuerzos. Asimismo, se actualizará la estrategia 
sobre las nuevas tecnologías que se publicó en el 2019 y se tomarán en cuenta las recomendaciones que ofrezca 
el informe del Equipo de Tareas sobre la Financiación Digital de los ODS. 

Conectividad 
global

En esta área se apoyarán los esfuerzos para que se cuente con una referencia sobre la conectividad digital y se 
establezca una definición de asequibilidad que incorpore metas y parámetros universales. Además, se convocará a 
inversores mundiales y expertos en financiación para que “estudie el desarrollo de una plataforma de financiación y 
encuentre nuevos modelos de conectividad, en particular, en las zonas rurales y difíciles de acceso” (Asamblea General 
de Naciones Unidas, 2020, p.19). De manera complementaria, se pretende trabajar en el desarrollo de entornos 
reguladores favorables para los proveedores de Internet a baja escala y se impulsarán los debates sobre la conectividad 
como “parte de las labores de preparación, respuesta y socorro en casos de emergencia” (Asamblea General de 
Naciones Unidas, 2020, p.19). 

Bienes 
públicos 
digitales 

Estados, sector privado y otras partes interesadas deben promover “programas informáticos de código abierto, 
datos abiertos, modelos abiertos de inteligencia artificial, estándares abiertos y contenidos abiertos que se ajusten 
a las leyes, normas y mejores prácticas internacionales y nacionales en materia de privacidad” (Asamblea General 
de Naciones Unidas, 2020, p.19). Asimismo, los bienes públicos digitales pueden ser incluidos como parte de las 
iniciativas que se han puesto en práctica para hacerle frente al Covid-19. 

Inclusión 
digital 

Se creará una coalición sobre inclusión digital, la cual será una red integrada por Estados Miembros, grupos de 
sociedad civil, el sector privado y otras partes interesadas. También se desarrollará un “sistema de calificación 
anuales en materia de inclusión digital y la implantación de parámetros para medir tanto la inclusión como la 
alfabetización digital” (Asamblea General de Naciones Unidas, 2020, p.20). Paralelamente, se llevará a cabo un 
“inventario de iniciativas, mecanismos y programas de inclusión digital que se publicará en línea” (Asamblea General 
de Naciones Unidas, 2020, p.20) y los coordinadores residentes trabajarán en la creación de planes de acción que 
potencien la inclusión digital. 

Creación de 
capacidad 
digital 

Se pondrá en marcha una red que promueva un enfoque integral e inclusive en la creación de capacidades digitales 
para el desarrollo sostenible, lo cual será presidido por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
y la UIT. Esta red también facilitara el intercambio de información para evaluar “solicitudes de apoyo a posibles 
proveedores de orientación, financiación y asesoramiento en materia de preparación digital y evaluación de las 
necesidades al respecto, apoyo a la estrategia digital y capacitación sobre alfabetización y competencias digitales” 
(Asamblea General de Naciones Unidas, 2020, p.20). Esto será llevado a cabo con apoyo de los coordinadores 
residentes para que examinen las capacidades digitales y evalúen las necesidades de creación de capacidades. 
Asimismo, a nivel nacional se “emprenderá iniciativas de refuerzo del apoyo a la creación de capacidad, en particular, 
en esfera como el aumento de la conectividad a Internet y el fomento de economías digitales” (Asamblea General 
de Naciones Unidas, 2020, p.20).

Derechos 
humanos 
digitales

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OHCHR) creará “directrices para 
todo el sistema sobre la diligencia debida en materia de derechos humanos y evaluaciones del impacto del uso de las 
nuevas tecnologías, entre otras cosas, contando con la sociedad civil, expertos externos y las personas más vulnerables 
y afectadas” (Asamblea de Naciones Unidas, 2020, p.21). Se pretende establecer un órgano de asesoramientos para 
el abordaje de la “inclusión, la coordinación y el desarrollo de la capacidad que se plantean los Estados Miembros en 
lo tocante a la inteligencia artificial…sobre cómo lograr una inteligencia artificial que inspire confianza, se base en los 
derechos humanos, sea segura y sostenible y promueva la paz” (Asamblea de Naciones Unidas, 2020, p.21). Dicho 
espacio servirá para el intercambio de buenas prácticas y la normalización en el área de inteligencia artificial. 

Se exhorta a Estados a desarrollar marcos normativos que incorporen los derechos humanos en el uso de las TIC y que los 
líderes de sectores tecnológicos reconozcan la necesidad de reforzar la protección al derecho a la privacidad. Igualmente, 
se pretende establecer una declaración en la que se definan los “puntos de entendimiento común en materia de confianza 
y seguridad digital, podría contribuir a forjar una visión compartida de la cooperación digital basada en valores mundiales” 
(Asamblea de Naciones Unidas, 2020, p.21).
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Cooperación 
digital 
mundial 

Aunque aún se siguen debatiendo los diferentes modos como se puede dotar al Foro para la Gobernanza de Internet 
para que este tenga “mayor capacidad de respuesta y pertinencia respecto a las cuestiones digitales vigentes” 
(Asamblea de Naciones Unidas, 2020, p.22), se apoyan las medidas propuestas para mejorar las capacidades del 
Foro. Estas medidas corresponden a:

La posibilidad de crear un órgano estratégico de alto nivel que ayude a atender “cuestiones urgentes, coordine 
medidas de seguimiento de los debates del Foro y transmita los enfoques propuestos en materia de políticas y las 
recomendaciones del Foro a las instancias normativas y decisorias adecuadas” (Asamblea de Naciones Unidas, 
2020, p.22); centrar el programa del foro en aspectos estratégicos de las políticas; establecer sesiones de alto nivel 
para alcanzar más resultados en la adopción de medidas; “forjar vínculos más fuertes entre el Foro mundial y sus 
iniciativas regionales, nacionales, subregionales y juveniles” (Asamblea de Naciones Unidas, 2020, p.22); abordar 
la sostenibilidad del Foro a largo plazo con una estrategia de movilización de recursos; y aumentar la proyección del 
Foro, mejorando su identidad institucional y la presentación e informes a otras instancias. 

Fuente: Elaboración propia con base a la Hoja de ruta para la cooperación digital, 2020.

2.2.2. Agenda digital para América Lati-
na y el Caribe (eLAC2022)

Desde 1999, el Consejo Económico y Social (DESA) de 
la Organización de Naciones Unidas (ONU) viene rea-
lizando diversos esfuerzos por impulsar la cooperación 
internacional destinada a impulsar el desarrollo de las 
tecnologías de la información y la comunicación (TIC) 
y las telecomunicaciones. Desde ese momento hasta la 
actualidad se han celebrado diversas reuniones (Cumbre 
Mundial sobre la Sociedad de la Información o CMSI- 
2003 y 2005), se han adoptado varios instrumentos (De-
claración de Florianópolis-2000, la Agenda de Conecti-
vidad para las Américas y Plan de Acción de Quito-2002, 
Declaración de Bávaro-2003) y se ha promovido la crea-
ción de distintos espacios para la colaboración conjunta 
entre Estados (por ejemplo, el Grupo de Tareas sobre las 
TIC de las Naciones Unidas).

De los anteriores, resultan de especial importancia la 
Agenda de Conectividad para las Américas y el Plan de Ac-
ción Quito ya que ambos documentos plantearon la im-
portancia de que se formulen programas y estrategias en 
el área TIC. Igualmente, con base a la Declaración Bávaro 
se definieron los principios que luego serían utilizados 
para reflexionar sobre el proceso de transición hacia las 
sociedades de la información (SIC) e incorporar “análisis 
sobre la gobernanza de Internet y el software de código 
abierto en el proceso de la CSMI” (Cepal, s.f., párr.3). 
A partir de este contexto, en el marco de la Conferencia 
Ministerial Regional de América Latina y el Caribe, los 
Estados adoptaron el Plan de Acción de la Sociedad de la 
Información en América Latina y el Caribe, que vino a 

constituirse en la primera Agenda Digital para América 
Latina y el Caribe (eLAC2007). 

Posteriormente, en el 2008 se aprobó el segundo Plan de 
Acción eLAC2020 y en el 2010 el Plan eLAC2015. En 
el 2015, durante la celebración de la Quinta Conferencia 
Ministerial sobre la Sociedad de la Información de Amé-
rica Latina y el Caribe se adoptó la eLAC2018, proceso 
que fue continuado en el 2018 en la Sexta Conferencia 
Ministerial sobre la Sociedad de la Información en Amé-
rica Latina y el Caribe en Cartagena de Indias, cuando se 
aprobó la Agenda Digital eLAC 2020. 

Dos años después, en la séptima Conferencia Ministerial 
sobre la Sociedad de la información de América Latina 
y el Caribe, realizada en el 2020, se aprobó la Agen-
da digital para América Latina y el Caribe hacia 2022 
(eLAC2022) en la que se pretendió revisar los “retos y 
las oportunidades que ha planteado la pandemia sobre 
el uso y adopción de tecnologías digitales y su rol para 
la reactivación y la reconstrucción económica” (Cepal, 
s.f., párr.6). 

La eLAC2022 está integrada por 8 áreas de acción a tra-
vés de las cuales se busca responder a la pandemia, así 
como fomentar la recuperación y la reactivación econó-
mica. A este efecto, se plantean 39 objetivos específicos 
mediante los cuales se pretende implementar dichas áreas 
de acción. Esta agenda pretende constituirse en un ins-
trumento para orientar la cooperación regional en ALC 
en cuestiones digitales, así como para promover la for-
mulación de políticas en los Estados de la zona, potenciar 
el desarrollo de capacidades y el diálogo político con res-
pecto a los avances y desafíos que plantea la transforma-
ción digital (Cepal, 2020).



112 Informe hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento 2021

Tabla 2.5. Áreas estratégicas de la eLAC2022

Áreas de acción  Resumen de objetivos

Infraestructura 
digital

La infraestructura digital es el elemento habilitador de los procesos de transformación digital. Es por este 
motivo que es crítico impulsar políticas y agendas que busquen mejorar las condiciones de acceso a la 
banda ancha en condiciones de asequibilidad y de calidad en todos los ámbitos geográficos y en los distintos 
segmentos socioeconómicos.

Transformación 
digital y 
economía digital

Las tecnologías digitales están impactando todas actividades económicas transformando procesos, modelos 
de negocios, productos y cadenas de valor. Para potenciar el impacto de estas tecnologías en la economía, 
se requiere impulsar su adopción en el tejido productivo, con foco en las pequeñas y medianas empresas y 
promover el emprendimiento de base tecnológica y la innovación.

Gobierno digital

Las tecnologías digitales ofrecen diversas oportunidades para mejorar la provisión de servicios de gobierno, 
incrementar la transparencia, facilitar canales de comunicación con la ciudadanía e impulsar la innovación 
pública. Con este objetivo los gobiernos deben adoptar estrategias de transformación digital a nivel de 
gobierno, mediante la definición de normas de interoperabilidad y el diseño de sistemas integrados que 
favorezcan estos cambios.

Inclusión, 
competencias 
y habilidades 
digitales

El desarrollo de competencias y habilidades digitales son clave para promover los procesos de transformación 
digital en las organizaciones y las empresas. Esto requiere de una capacitación continua de trabajadores 
en los ámbitos técnicos y profesionales, pero también de un sistema educativo de calidad que otorgue los 
conocimientos básicos necesarios para el desarrollo del capital humano.

Tecnologías 
emergentes para 
el desarrollo 
sostenible

Las tecnologías emergentes cómo la inteligencia artificial, el Internet de las cosas y las redes 5G, se están 
convirtiendo en un recurso cada vez más importante para impulsar nuevas industrias, procesos y productos. 
Las economías que estén mejor posicionadas para aprovechar este contexto y la nueva revolución industrial 
podrán impulsar su productividad, crecimiento y empleo.

Confianza y 
seguridad digital

Los crecientes incidentes en materia de ciberseguridad a nivel global están evidenciando las vulnerabilidades 
existentes en el ámbito digital. La seguridad es un elemento central para mantener la confianza en las 
tecnologías digitales. Si bien existe un consenso amplio sobre el panorama de las amenazas en ciberseguridad, 
atender estos desafíos es un tema complejo que requiere de acciones en diversos ámbitos y esfuerzos de 
cooperación a nivel local e internacional.

Mercado digital 
regional

Las tecnologías digitales ofrecen diversas oportunidades para fortalecer el intercambio comercial con base 
en las similitudes lingüísticas y culturales de la región. Fomentar una estrategia de mercado digital regional, 
que reduzca las barreras comercio digital, debe ser parte de la estrategia de los mecanismos de integración 
subregional, mediante una mayor integración de la infraestructura digital, la armonización normativa, el libre 
flujo de datos, la facilitación del comercio y la mejora de los servicios de logística, entre otros.

Cooperación 
regional digital

 El carácter transfronterizo de las tecnologías digitales y los desafíos en diversos ámbitos requieren promover 
una cooperación regional digital fortalecida para apoyar los procesos de gobernanza de Internet, mejorando 
los mecanismos de diálogo nacionales, regionales y subregionales, con la participación de actores del ámbito 
público y privado.

Enfrentar la 
pandemia 
y facilitar la 
recuperación 
y reactivación 
económica

La pandemia del COVID-19 produjo una crisis económica y social sin precedentes. Las tecnologías digitales 
han sido instrumentos esenciales para enfrentar la pandemia y mejorar la resiliencia de la economía. Estas 
tecnologías también pueden ser claves para la reactivación económica y transformación digital productiva.

Fuente: Tomado de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe, s.f.
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2.3 ENCENDIDO DIGITAL 

Costa Rica ha venido trabajando en el proceso de transi-
ción a la televisión digital desde el 2009 cuando se deci-
dió que el tema se constituiría en una prioridad nacional. 
Desde ese momento, la temática se incorporó en el primer 
Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 
(PNDT) 2009-2014 y se estableció la primera Comisión 
Mixta de Televisión Digital por decreto ejecutivo con el fin 
de esta instancia. Un año después la comisión recomendó 
la adopción del estándar japonés brasileño para el desarro-
llo de la televisión digital en el país. 

Después de la definición de los aspectos técnicos para la 
transición, se promulgó el primer reglamento para la Tran-
sición Digital Terrestre en Costa Rica en el 2011 (decreto 
ejecutivo No. 36774-Minaet) y el Plan Maestro para la im-
plementación de la Televisión Digital en el 2012. Un año 
después la rectoría de telecomunicaciones fue trasladada 
al Ministerio de Ciencia y Tecnología y a partir de esto, el 
Micitt asumió el liderazgo del proceso. Con la finalización 
del primer PNDT y el comienzo del siguiente plan para el 
período 2015-2021, se incorporaron metas destinadas a 
establecer condiciones propicias para la transición. 

De ese modo, se decidió que el apagón analógico iniciaría 
en agosto del 2017, sin embargo, al acercarse el plazo, el 
país no logró empezar dicho proceso. Las principales razo-
nes de este atraso tienen que ver con demoras con la imple-
mentación tardía de permisos de pruebas experimentales 
de la TVD y la adecuación de los títulos habilitantes para 
los concesionarios, ya que hasta mayo del 2017 se definie-
ron los parámetros para llevar a cabo las transmisiones con 
el estándar de TDT que el país decidió adoptar. Esto llevó 
al traslado del apagón para diciembre del 2017, no obstan-
te, por la proximidad con las elecciones presidenciales del 
2018 se decidió retrasar nuevamente el encendido digital 
hasta el 14 de agosto del 2019.

Con el cambio de fecha se realizó una reforma parcial a la 
Ley General de Telecomunicaciones y Reglamento de Tran-
sición a la Televisión Digital (decreto ejecutivo N°41841) 
con el objetivo de realizar el proceso de manera escalonada 
dividiendo el país en dos regiones, hasta finalizar con el mis-
mo en agosto del 2020. Es así como la transición comenzó 
en agosto del 2019 en las zonas cubiertas por la Región 1, 
que corresponde a las áreas que reciben señales de los equi-
pos ubicados en el Volcán Irazú. Con esto, la población del 

área central de la Gran Área Metropolitana (GAM) y las co-
munidades de Horquetas de Sarapiquí, Guápiles, Turrialba, 
zonas de Limón hacia el este, algunos territorios del Pacífico 
Central (Micitt, 2021c) fueron dotadas del servicio de tele-
visión digital. 

La segunda etapa de la transición (Región 2) se retrasó 
debido a la pandemia, pues la misma no solo afectó los 
ingresos de las empresas del sector telecomunicaciones, 
sino que también impactó los procesos de importación 
de equipamiento requerido para finalizar el encendido di-
gital. Por todo lo anterior y acatando la recomendación 
de la Comisión Mixta, la segunda etapa inició el 14 de 
julio del 2021 con la habilitación de transmisiones en el 
Cerro Buenavista (conocido como Cerro de la Muerte) lo 
que permitió que la Zona Sur y los cantones de Quepos, 
Osa, Parrita y Pérez Zeledón pudieran acceder a la televi-
sión digital. Seguidamente, el 22 de septiembre del mismo 
año, se habilitaron las señales del Cerro Santa Elena (Cerro 
Amigos en Monteverde) lo que sirvió para llevar la tele-
visión digital a las comunidades de Abangares, Bagaces, 
Cañas, Ciudad Quesada, Guatuso, Monteverde y Tilarán 
(Micitt, 2021c). Para el resto de las áreas de la región 2 
en las que aún no ha comenzado el apagón analógico, se 
decidió que dicho proceso tendrá que ser finalizado para el 
14 de julio del 2022.

2.4. AVANCES EN EL DESPLIEGUE 
DE REDES 5G EN COSTA RICA
La preeminencia mediática que ha adquirido el tema de las re-
des 5G durante el 2021 obliga a realizar una revisión de los 
principales esfuerzos que se han realizado en el país en este ám-
bito. En este sentido, es necesario señalar que desde junio del 
2018 el Micitt le solicitó a la Superintendencia de Telecomu-
nicaciones (Sutel) que actualizará el estudio con las necesidades 
de espectro proyectadas para los futuros servicios móviles IMT.

A partir de esto y con base a los acuerdos establecidos en la 
Conferencia Mundial de Radiocomunicaciones del 2019 
sobre la armonización del espectro radioeléctrico, la Sutel 
elaboró una propuesta de Cronograma de Asignación de 
Espectro (CAE) para la planificación de los sistemas IMT 
en el país. Según dicho cronograma se recomendó que al 
2022 se consideraran los “segmentos de frecuencias regis-
tralmente disponibles en las bandas de 700 MHz, 2300 
MHz, segmento de 3300 MHz, 26 GHz y 28 GHz” (Mi-
citt, 2021a, p.11). 
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Figura 2.22. Propuesta de Cronograma de Asignación de Espectro (CAE) elaborada 
por la Sutel

Fuente: Tomado del Micitt, 2021. 

En la edición previa de este informe, se señaló que la 
promoción y desarrollo de las redes 5G se ha plasma-
do como una prioridad nacional dentro de instrumentos 
como el Plan Nacional de Desarrollo e Inversión Pública 
(PNDP) 2019-2022 y la Estrategia de Transformación 
Digital hacia la Costa Rica de Bicentenario 4.0. Ambos 
documentos puntualizan intervenciones y lineamientos 
específicos que están destinados a potenciar la adopción 
de las redes móviles con esta tecnología. 

Mientras que la Estrategia de Transformación Digital 
plantea la necesidad de establecer políticas públicas y una 
Ruta de acción para el desarrollo de esta red; el PNDP 
propone en su eje 2.1. Innovación, Competitividad y Pro-
ductividad, una línea estratégica a través de la cual se es-
tablece el Proyecto de Red 5G (Castro-Obando, 2020). 
Este proyecto es una iniciativa liderada por el Micitt con 
el fin de mejorar la disponibilidad del espectro radioeléc-
trico para las redes, la infraestructura, la regulación y la 
articulación con los operadores. 

Durante el 2019, los principales avances que se gestaron 
en el marco de este proyecto contemplaron la identifi-
cación de los requerimientos necesarios para desarrollar 
un Testbend 5G y las necesidades de espectro, con base a 
insumos aportados por la Sutel. En este último aspecto, 
las gestiones realizadas estuvieron destinadas a (Castro-
Obando, 2020): 

•	 Determinar las bandas aptas para el despliegue de 
sistemas IMT.

•	 Habilitar espectro adicional en diversos segmentos 
de banda, especialmente en la de 700 Mhz (la cual 
fue liberada producto de la transición a la televi-
sión digital). 

•	 Valorar la incorporación de segmentos de Banda 
L y 2300 MHz. 

•	 Emitir una recomendación con la Sutel para cana-
lizar parte del espectro de la banda 900 MHz para 
sistemas IMT. 
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•	 Reformar el Plan Nacional de Atribución de Fre-
cuencias (PNAF).

•	 Actualizar el Informe 890-SUTEL-DGC-2013 
sobre Enlaces de Servicio Fijo para operadores 
IMT. 

Junto con esto, se alinearon los esfuerzos de la Comi-
sión de Coordinación para la Instalación o Ampliación 
de Infraestructura de Telecomunicaciones para fomen-
tar condiciones que ayuden a incrementar los puntos de 
transmisión de los operadores, sobre todo para utilizar 
las azoteas públicas y aprovechar los derechos de vía del 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) y 
el Instituto Costarricense de Ferrocarriles (Incofer). Asi-
mismo, conjuntamente con el Ministerio de Hacienda se 
exploró la posibilidad de arrendar postes en espacios pú-
blicos y otras edificaciones públicas para que estas pudie-
ran ser usadas como potenciales puntos de transmisión 
para los operadores. 

Otros de los frentes de acción del Micitt incluyeron ges-
tiones con los gobiernos locales para que estos mejoren 
sus reglamentos para la instalación y despliegue de in-
fraestructura de telecomunicaciones, el desarrollo de un 
informe sobre los riesgos asociados a la exposición de re-
des 5G y la publicación de un informe sobre salud y redes 
5G (Castro-Obando, 2020). 

Este mismo año, el Micitt le planteó al Instituto Costa-
rricense de Electricidad (ICE) la necesidad de discutir 
un plan de trabajo para definir los “segmentos de fre-
cuencias a devolver al Estado, así como el «estableci-
miento de un acuerdo mutuo entre el ICE y el Poder 
Ejecutivo» para una discusión conjunta” (Lara-Salas, 
2021, párr.13). 

Al llegar el 2020, se realizaron esfuerzos para formali-
zar un reglamento para las frecuencias de más de 6 GHz 
(Cordero, 2020), según lo planteado en los acuerdos de 
la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) y 
se trabajó en la modificación del Plan Nacional de Atri-
bución de Frecuencias (PNAF). Además, en noviembre 
del 2020, el Micitt le solicitó a la Sutel el desarrollo de 
un análisis para disponer en el corto plazo la mayor can-
tidad de espectro en las bandas bajas (700 MHz), medias 
(2300 MHz y 3300 MHz a 3400 MHz) y altas (26 GHz 
y 28 GHz); solicitud que fue atendida por la Sutel en 
enero del 2021.

Si bien al iniciar el 2021, el tema sobre los avan-
ces en el despliegue de las redes 5G se mantuvo fuera 
de la esfera mediática, esta situación cambió en abril 
del 2021 ante las declaraciones dadas por la presiden-
cia ejecutiva del ICE en el programa Hablando Claro 

 ya que lo expresado en este espacio generó todo tipo de 
reacciones dentro del sector de las telecomunicaciones. 
Una de las voces que se manifestó en contra de los argu-
mentos expresados en dicho programa fue la de los re-
presentantes de la Cámara de Tecnología de Información 
y Comunicación (Camtic), para quienes lo expresado en 
el programa cuestiona la importancia de las redes 5G y 
denota desconocimiento de la trascendencia estratégica 
de esta tecnología para crear nuevos servicios y productos 
y un mercado atractivo para la “inversión y diversifica-
ción productiva basada en tecnologías digitales” (Castro, 
2021d, párr.4).

A partir de esto, se produjo una importante controversia 
con respecto al modo como se está desarrollando el pro-
ceso de despliegue de las redes 5G en el país que ha con-
tribuido a posicionar el tema de una forma que no había 
ocurrido antes. Si bien esto no significa que previo a dicho 
programa no habían discusiones al respecto, esta coyuntu-
ra acrecentó los cuestionamientos en torno a la concentra-
ción de espectro a manos del ICE y las repercusiones que 
esta situación puede ocasionar en la competencia efectiva 
del mercado de servicios móviles en la red 5G. 

Lo anterior se debe a que hay un segmento del espectro 
de bandas medias que están adjudicadas al ICE y a Ra-
diográfica Costarricense S.A. (Racsa) previo a la apertu-
ra de las telecomunicaciones en 2008, lo que “incluye 
asignaciones en la banda 2600 MHz y en una parte de 
la banda de 3500 MHz (parte de la banda C)” (Micitt, 
2021a, p.14). En manos de RACSA, se encuentra una 
concesión de 1997 en la banda de 3500 MHz y cuyo 
título habilitante se readecuó en el 2009. Por su parte, 
las bandas de frecuencia de 2600 MHz y 3500 MHz que 
maneja el ICE poseen segmentos que del todo no han 
sido usados o que estaban siendo utilizados de forma 
eficiente, según lo detallan informes técnicos realizados 
por la Sutel. A pesar de esto, el ICE ha indicado que di-
chas frecuencias son utilizadas en sus “servicios móviles, 
de Internet, de redes virtuales privadas (VPN) y de voz 
inalámbricos fijos para residencias y empresas” (Cordero, 
2021, párr.7). 



116 Informe hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento 2021

Esta situación ha provocado que el operador estatal sea 
visto como un actor que está en una “posición ventajosa 
para adelantarse a sus competidores en el despliegue de 
infraestructura y servicios 5G” (Lara-Salas, 2021, párr.3). 
Ante esto, la Cámara de Infocomunicación y Tecnología 
(Infocom) ha expresado la importancia de que todos los 
operadores actuales y los nuevos participen en igualdad 
de condiciones, lo que en su criterio implica que el Es-
tado establezca una ruta clara en la que se considere el 
espectro radioeléctrico que es requerido y se busque un 
equilibrio en la asignación del mismo. 

Todo esto ha suscitado la necesidad de que se recuperen 
los segmentos usados de manera ineficiente y es por ello 
que en el 2021, el Micitt ha retomado el diálogo con Racsa 
y el ICE a fin de “lograr la firma de un acuerdo mutuo de 
devolución para que de forma rápida se disponga de una 
mayor cantidad de espectro en bandas medias para un 
concurso público para las redes de 5G” (Micitt, 2021a, 
p.14). Con estas acciones, se pretende agilizar la recupera-
ción del espectro radioeléctrico, aunque dichos esfuerzos 
no son nuevos, sino que datan del 2019 cuando el ICE 

 y el Micitt comenzaron un proceso para “suscribir un 
mutuo acuerdo de devolución de varios segmentos, des-

de 450 MHz a la banda C (hasta 3700 MHz)” (Cordero, 
2021, párr.12).

Es importante señalar que la trascendencia de las ban-
das de rango medio radica en el hecho de que a nivel 
internacional el despliegue de las redes 5G se ha con-
centrado en bandas como la C (banda 3500 MHz), las 
que por sus características técnicas se han considera-
do como las más adecuadas para la instalación de esta 
tecnología. Sin embargo, esto no significa que no se 
requiera de otras bandas espectrales, ya que inclusive 
la Sutel ha señalado que la adopción de redes 5G en 
Costa Rica requiere de “una combinación de varios 
grupos de bandas o frecuencias por lo cual es necesario 
subastar parte del espectro radioeléctrico” (Lara-Salas, 
2021, párr.8). 

En este contexto y producto de todas las controversias 
suscitadas, en abril del 2021 el Micitt presentó la Ruta 
5G como un documento que especifica las acciones rea-
lizadas previamente y detalla lo que se planea para el pe-
riodo 2021-2022 y los años posteriores. Estos esfuerzos 
comprenden 6 fases distintas, que serán implementadas 
conjuntamente (ver figura 2.23.). 

Figura 2.23. Esfuerzos del Micitt para el desarrollo de redes 5G en Costa Rica

Fuente: Elaboración con base al Micitt, 2021a.

Ejecución de la solución por los operadores

Articulación con los operadores del Sector de Telecomunicaciones

Acciones para asegurar la disponibilidad de espectro

Actualización de bandas del espectro radioeléctrico para sistemas IMT

Implementación del Plan de Acción de Infraestructura (PAIT)

Dimensionamiento e identificación de los 

requerimientos de la solución
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En lo que respecta a los laboratorios de tecnologías 
digitales y los bancos de pruebas, el Micitt (2021a) 
señala que se han analizado los segmentos que técnica 
y jurídicamente pueden ser utilizados por las partes 
interesadas para realizar las pruebas y experimenta-
ción. Para esto se ha trabajado con los operadores de 
telecomunicaciones, Camtic, el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID) y la Coalición Costarricense de 
Iniciativas de Desarrollos (CINDE) de modo que con 
ello se puedan realizar diverso tipo de aplicaciones en 
5G y otro tipo de tecnologías disruptivas. 

El Micitt también ha elaborado informes junto con 
la Sutel sobre las bandas jurídicamente disponibles 
para ejecutar esos laboratorios de pruebas. De hecho, 
se han habilitado opciones para “integrar a los opera-
dores para implementar el espectro que actualmente 
les está asignado (o que a futuro se asigne)” (Micitt, 
2021a, p.12) y solicitar el permiso de uso no comercial 
para aplicar los bancos de prueba utilizando el espec-
tro atribuido en el PNAF para el registro móvil, no 
obstante, a la fecha no se han recibido solicitudes por 
parte de los operadores. 

En el marco del Plan de Acción de Infraestructura de 
Telecomunicaciones se ha trabajado en diversas ges-
tiones para “generar un entorno más propicio para el 
desarrollo de las redes y sus estructuras soportantes” 
(Micitt, 2021a, p.12). Ello ha implicado el desarro-
llo de gestiones con el Ministerio de Obras Públicas 
y Transporte (MOPT) para que se incluyan ductos 
de telecomunicaciones en las obras viales del país y 
la revisión de reglamentación local en “una propuesta 
de ley que permita homogenizar las mejoras prácticas 
en torno al despliegue de infraestructura…que vendrá 
también a simplificar la labor de trámite y gestión para 
despliegue de infraestructura incluyendo el uso de edi-
ficios y predios del Estado” (Micitt, 2021a, p.12). 

Esto es particularmente, relevante ya que la implan-
tación de redes 5G requiere de la disposición de más 
puntos de fibra óptica para las radiobases, las cuales 

tienden a ser más numerosas “para atender áreas me-
nores, pero con elevada densidad de dispositivos co-
nectados y demanda de datos y aplicaciones” (Micitt, 
2021a, p.12).

En relación con la actualización de bandas de espec-
tro para sistemas IMT debe señalarse que el 30 de 
abril del 2021 se publicó la reforma al PNAF (alcance 
n°87 del Diario oficial La Gaceta n°83), con base a la 
recomendación del CAE propuesto por la Sutel. En 
esta se incluyeron nuevas atribuciones de segmentos 
de frecuencias al servicio Móvil para implementar los 
sistemas IMT requeridos en el corto, mediano y largo 
plazo. Con esta reforma se ponen más bandas para los 
sistemas IMT en los diferentes segmentos de bandas 
y se detalla la “reglamentación técnica aplicable para 
la totalidad de las bandas identificadas para tal fin, de 
manera que se habilite la posibilidad de disponer de 
más y mejores servicios de telecomunicaciones en be-
neficio del usuario final” (Micitt, 2021a, p.13).

De manera paralela, se ha trabajado en la recuperación 
de espectro que esté disponible registralmente con el 
fin de que este pueda ser utilizado para el desarrollo de 
las redes IMT. En esta línea se han priorizado las ac-
ciones requeridas para llevar a cabo el concurso públi-
co de espectro radioeléctrico liberado por el dividendo 
digital en la “banda 700 MHz (producto del proceso 
de transición a la Televisión Digital Terrestre-TDT-)” 
(Micitt, 2021a, p.13). Asimismo, se han llevado a 
cabo gestiones para procurar la liberación de espectro 
de bandas medias en el mediano y largo plazo y se es-
tán realizando trabajos de armonización fronteriza con 
Panamá y Nicaragua, con el fin de mitigar o prevenir 
las interferencias en esas áreas.

También se han efectuado coordinaciones con la UIT 
para hacer efectivo el uso de la “banda de 3300 MHz 
a 3400 MHz” (Micitt, 2021a, p.13) y ya se está “con-
templando la coordinación necesaria para el uso de 
la banda 3400 MHz a 3700 MHz” (Micitt, 2021a, 
p.13). 
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Tabla 2.6. Fases para el despliegue y desarrollo de redes 5G en Costa Rica según el 
Micitt

Dimensionamiento 
e identificación de 
requerimientos

Implica la identificación de las necesidades del espectro radioeléctrico en los tres rangos de frecuencia 
(bandas bajas, medias y altas) que se requieren para el despliegue de las redes 5G, ya que la combinación 
de estas bandas es necesaria para un adecuado despliegue de esta tecnología en términos de cobertura 
y calidad de servicios. Esto ha sido realizado con base a la “nueva atribución de bandas de frecuencia al 
servicio Móvil para la implementación de sistemas IMT según el Reglamento de Radiocomunicaciones 
(RR) de la UIT” (Micitt, 2021, p.10). 

Como parte de los esfuerzos de dimensionamiento, se reformó el Plan Nacional de Atribución de 
Frecuencias (PNAF) en “los segmentos de frecuencias objeto de la solicitud del estudio de necesidad y 
factibilidad remitida por este Ministerio a la Sutel” (Micitt, 2021, p.11). 

Implementación del 
PAIT

Refiere a las acciones que han sido ejecutadas en el marco del Plan de Acción de Infraestructura de 
Telecomunicaciones (PAIT) y las cuales contribuyen a la creación de un entorno propicio al despliegue 
de las redes 5G.

Actualización de 
bandas de espectro 
para sistemas IMT

Esto ha sido realizado mediante la reforma efectuada al PNAD en abril del 2021. Gracias a ello se 
incluyen nuevos segmentos de frecuencias para el desarrollo los sistemas IMT en el corto, mediano y 
largo plazo. 

Acciones para 
asegurar la 
disponibilidad de 
espectro

El aseguramiento del espectro radioeléctrico para las redes 5G implica su recuperación y la liberación de 
bandas medias, así como los esfuerzos para procurar la armonización fronteriza de frecuencias y llevar 
a cabo diversos procesos concursales para la asignación de frecuencias. 

Articulación con 
los operadores 
del Sector de 
Telecomunicaciones

Implica la comunicación con “operadores y otros participantes del Sector, tanto para el esfuerzo de la red 
comercial como para los eventuales laboratorios y bancos de pruebas” (Micitt, 2021a, p.14), producto 
de la recuperación de los segmentos de frecuencias, el desarrollo de estudios y la posterior fase de 
concursos públicos para la asignación de frecuencias.

Implementación de 
solución por parte 
de los operadores

Constituye un proceso que se realiza luego de la asignación del espectro radioeléctrico, sea para 
desarrollar pruebas o para el recurso sea utilizado en los despliegues luego de que se logren establecer 
las condiciones habilitadoras. 

Fuente: Elaboración con base al Micitt, 2021a. 

A pesar de estos esfuerzos, la percepción de Infocom es 
que hay una serie de “temas que deben atenderse con 
urgencia, y han sido relegados por impulsar proyectos de 
ley innecesarios” (Castro, 2021c, párr.1). A este particu-
lar el presidente de Infocom ha manifestado preocupa-
ción en que

Como país, se están dejando de hacer tareas impor-
tantes, por estar analizando y discutiendo proyectos 
de ley como el Programa Nacional de Alfabetiza-
ción Digital o el Bono Conectividad, que evidente-
mente son innecesarios. Hubiéramos preferido que 
los esfuerzos…se enfocaran no en impulsar este 

tipo de iniciativas, sino en discutir temas de cons-
trucción para el futuro del país, en coordinación 
con la industria y con el regulador, según el marco 
legal vigente. (Castro, 2021c, párr.3). 

El Micitt anunció para julio del 2021, se tenía previsto 
realizar la subasta de espectro radioeléctrico 5G. A este 
anuncio, se opusieron tanto Camtic como Infocom pues 
en su criterio el proceso estaría incompleto ya que este 
no incluiría las bandas 2,6 GHz y 3,5 GHz. Por ello, la 
subasta podía resultar contraproducente al constituir una 
licitación parcial que sólo contemplaría “un segmento 
de la principal banda que se está desarrollando a nivel 
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mundial para la 5G, la banda de 3.5 Ghz (3.500 Mhz)” 
(Castro, 2021b, párr.4). Ambas organizaciones consi-
deran que este tipo de licitaciones deben ser completas, 
“con la mayor cantidad de información posible y sin una 
finalidad de maximizar la recaudación derivada de estos 
procesos” (Infocom, 2021, p.4). 

En la visión de Infocom es necesario que se desarrollen 
políticas públicas y acciones regulatorias en las que se 
promueva un entorno habilitador de 5G. A este efecto la 
Cámara ha propuesto cuatro líneas de acción para asegu-
rar un ambiente más propicio a estas tecnologías:

1.	 Habilitar infraestructura soportante a nivel de 
acceso (radiobases). La implantación de las redes 
5G requiere de una densificación, lo que supone 
la “proliferación de postes, soportes a nivel de te-
chos…soportes en edificios públicos y privados, 
vallas publicitarias” (Infocom, 2021, p.2), entre 
otros lugares. Esto demanda que la instalación de 
esta infraestructura no sea abordada “con fines re-
caudatorios o generando obstáculos innecesarios” 
(Infocom, 2021, p.2).

2.	 Potenciar el despliegue de fibra óptica. Debido 
a que la tecnología 5G permitirá la convergencia 
de redes fijas y móviles, resulta necesario disponer 
de una “red de transmisión robusta en fibra óptica” 
(Infocom, 2021, p.2). Para esto, se debe habilitar 
ductería y otro tipo de infraestructura en vías na-
cionales y municipales (y la emisión de reglamentos 
por parte del MOPT), tener claridad en los regla-
mentos municipales para la construcción de infraes-
tructura de telecomunicaciones y agilizar los plazos 
de solicitud de permisos ante la Secretaría Técnica 
Nacional Ambiental (Setena) y el Sistema Nacional 
de Áreas de Conservación (Sinac), entre otros. 

3.	 Espectro para 5G. Implica crear una hoja de ruta 
para la asignación de espectro para 5G, ya que a 
diferencia de otras generaciones de tecnología mó-
vil (previo a 4.5G) en las que “una o dos bandas 
de radioeléctrico y en cantidades inferiores a los 
20-40 Ghz por frecuencia, podrían ser suficiente 
para asegurar los servicios móviles, 5G requiere de 
la combinación de” (Infocom, 2021, p.2) bandas 
bajas (1Ghz), medias (entre 1Ghz y 6Ghz) y altas 
o milimétricas (arriba de 24Ghz). 

4.	 Preparación previa de la industria receptora, 
verticales y sandbox regulatorio. Supone la crea-
ción de un “ecosistema a nivel de diferentes secto-
res y la discusión de un entorno regulatorio tipo 
sandbox o arenero (de prueba) para ir probando 
sobre la marcha las condiciones de prestación 
de los servicios de quinta generación” (Infocom, 
2021, p.3). Igualmente, se considera recomen-
dable que se cuente con espectro disponible para 
realizar pruebas, en los segmentos 3.3 GHz y 3.4 
GHz, los cuales ya están disponibles. 

De la mano de estas acciones, la cámara también consi-
dera importante que el Micitt, la Sutel y los Gobiernos 
Locales construyan una hoja de ruta con tiempos y res-
ponsables claros, que sirva para habilitar el entorno ade-
cuado en “materia de espectro, infraestructura soportante 
y redes de transmisión” (Infocom, 2021, p.4). 

En la visión del Micitt, es necesario continuar trabajando en 
las líneas de acción de espectro radioeléctrico, infraestructura 
de telecomunicaciones y articulación con los actores del sector 
telecomunicaciones. Igualmente, para la entidad rectora, se 
requiere de la “regulación de los servicios, como pueden ser la 
actualización del Reglamento de Prestación y Calidad de los 
Servicios para contemplar la nueva tecnología, así como los 
ajustes necesarios para lo correspondiente a calidad y monito-
reo del uso del espectro” (Micitt, 2021a, p.15).

Cabe señalar que para mayo del 2021, el Micitt realizó 
una reforma parcial a los artículos 18, 19 y 20 del PNAF 
con el fin dar “cabida a nuevos y mejores servicios y sis-
temas que benefician al usuario final de forma directa 
e indirecta, ante la creciente demanda en el consumo 
de datos y servicios digitales en el país” (Micitt, 2021b, 
párr.1). La reforma ha extendido la cantidad de espectro 
radioeléctrico en la banda Ka (usado para comunicacio-
nes vía satélite) en 2 GHz, ha implicado una modifica-
ción en la banda 900 MHz6 e incluye una modificación 
en la banda 6 GHz. 

6	 Con esto se busca “hacer un uso más eficiente del recurso 
escaso, proponiendo mantener los enlaces de microondas 
para los servicios de radiodifusión con los cuales se lleva 
el contenido hacia los puntos de transmisión, así como el 
uso libre del segmento de frecuencias de aplicaciones ICM 
(Industriales, Científicas y Médicas) que ha sido explotado 
en la región principalmente para el desarrollo de ciudades 
inteligentes” (Micitt, 2021b, párr.3).
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Con estas modificaciones, se pone a disposición más 
bandas de frecuencias para el desarrollo de siste-
mas de Telecomunicaciones Móviles Internacionales 
(IMT) “incluyendo 5G en rangos de bandas bajas, 
medias y altas, y [se] detalla la reglamentación téc-
nica aplicable para la totalidad de las bandas iden-
tificadas para tal fin, de manera que se habilita la 
posibilidad de disponer más y mejores servicios de 

Recuadro  
2.1.

¿Qué son las redes 5G?

La quinta generación de redes inalámbricas (también llamadas IMT-2020 o redes 5G) refiere a un conjunto 
de “sistemas, componentes y elementos conexos, que soportan capacidades mejoradas superiores a las 

ofrecidas por los sistemas IMT-2000 (3G) e IMT-Avanzadas (4G)” (Adoplh et. al, 2018, p.3). Esto las convierte 
en una evolución tecnológica de redes previas como la 4G y la 4,5G o Long Term Evolution (LTE). 

Estas redes se caracterizan por su capacidad para procesar un alto volumen de datos, el incremento en las velocidades 
de transferencia de datos (entre 10 y 100 veces más rápida) y en menores tiempo de latencia1 (con 1 milisegundo según 
estimaciones). Esta tecnología presenta una mejoría en la “respuesta de la red ante la movilidad del terminal, permite un 
orden de 10 veces más de densidad de dispositivos conectados, y será hasta 100 veces más eficiente en el uso de la 
energía de la red” (Micitt, 2021, p.7). 

Por lo anterior, se considera que las redes 5G permitirán contar con banda ancha móvil mejorada (eMBB)2, Comunicaciones 
Masivas entre Máquinas (mMTC)3 y comunicaciones ultrafiables y de baja latencia (URLLC)4 (Adoplh et. al, 2018). Además, 
se estima que generarán un ahorro de hasta el 90% en comparación a los sistemas previos. Todo esto representa una 
optimización en las capacidades conectividad y posibilita la creación de nuevos productos y servicios para habilitar la 
adopción de otras tecnologías disruptivas (como el Internet de las Cosas (IoT), big data y vehículos autónomos). 

En este nuevo entorno hiperconectado, la conectividad se convertirá en un nuevo factor productivo que incidirá en la 
competitividad de las empresas (Moret-Millás, 2019). No obstante, para que esta tecnología realmente llegue a ser 
aprovechada de ese modo, se necesita solventar los requerimientos especializados que tienen las redes 5G en términos 
de espectro radioeléctrico5 ya que se necesita de la “oportuna asignación de espectro 5G de una forma que motive las 
inversiones y la innovación” (GSMA Intelligence, 2020, p.20). Además, se necesita de la combinación de conjuntos de 
frecuencias en las bandas bajas, medias y altas para que el despliegue sea realizado de la manera más adecuada. 

Las bandas bajas (600 Mhz y 700 Mhz) se requieren por sus características de propagación, pues esto permite alcanzar 
cobertura en “grandes superficies como extensiones agrícolas, parques industriales y agroindustriales y carreteras 
rurales con topografía regular” (Infocom, 2021, p.3). Por su parte, las bandas medias (entre 2.3Ghz, 2.6Ghz y el rango 
3.5Ghz6) son importantes no sólo porque son las bandas en las que se han realizado la mayoría de los despliegues 
de redes 5G en el mundo, sino también por sus características técnicas que le hacen como las adecuadas para la 
instalación de esta tecnología, sobre todos en las ciudades. Por otro lado, las bandas altas son necesarias para habilitar 
la “conectividad masiva de miles de objetos en un área reducida” (Infocom, 2021, p.3).

telecomunicaciones en beneficio del usuario final” 
(Micitt, 2021b, párr.6).

Posteriormente, en junio del 2021 el Micitt informó sobre 
el desarrollo de un estudio técnico-jurídico sobre la recu-
peración de las frecuencias de 2.6 y 3.5 GHz que están a 
mano del ICE, para el cual no se definió un plazo exacto 
en el que debía estar listo y que para agosto del mismo 
continuaba en proceso de desarrollo (Cordero, 2021b). 

Fuente: Elaboración propia con base a Micitt, 2021; Infocom, 2021 y Adoplh et. al, 2018.
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2.5. INFRAESTRUCTURA DE TELE-
COMUNICACIONES

La Política Pública en Materia de Infraestructura de Te-
lecomunicaciones7 es una de las políticas públicas de 
mayor trascendencia a nivel nacional ya que desde su 
establecimiento en el 2016, se ha pretendido potenciar 
el desarrollo de las telecomunicaciones mediante accio-
nes que buscan corregir las limitaciones legales, técnicas 
y políticas que impiden un despliegue más efectivo de 
esta infraestructura. Con este propósito, la política ha 
servido para armonizar y complementar el marco nor-
mativo mediante la promoción del uso eficiente de la 
infraestructura, potenciar el uso compartido y regular 
su aprovechamiento en diferentes supuestos, entre otros 
aspectos. 

Con este propósito, el país adoptó el Primer Plan de Ac-
ción de Infraestructura de Telecomunicaciones (PAIT) 
para el período 2016-2018 y uno posterior para los años 
2018-2020. Este segundo plan o PAIT 2.0., ha servido 
para darle seguimiento a algunas de las acciones ejecuta-
das en el primer PAIT e integrar nuevas áreas a través de 
las cuales se ha reforzado el trabajo previamente realizado 
las cuales son: 1. mejoras a nivel normativo; 2. coordi-
nación y cooperación interinstitucional; 3. monitoreo y 
seguimiento; 4. mejora continua y 5. Articulación8. 

A partir de esto y en línea con el seguimiento anual que 
desde el Prosic se realiza a esta política, el presente apar-
tado se centra en analizar los principales avances que se 
han gestado en el marco del PAIT 2.0., sobre todo con-
siderando la trascendencia que la política posee para el 
desarrollo de la infraestructura de telecomunicaciones 
en el país. Para ello, el análisis considera lo realizado 
desde mayo del 2018 hasta junio del 2021 y se consi-
dera la información contemplada en los Informes de 
Cumplimiento del PAIT a diciembre del 2020 y junio 
del 2021. 

7	 Para profundizar en el contenido de esta política se re-
comienda revisar el capítulo 2 del Informe Hacia la Socie-
dad de la Información y el Conocimiento 2019. 

8	 Se sugiere la lectura del capítulo 2 del Informe Hacia la 
Sociedad de la Información y el Conocimiento 2020 para 
ahondar en el contenido del PAIT 2.0 y principales avances 
gestados al 2019. 

Pilar de Mejoras Normativas

A lo largo del 2020 se desarrolló una revisión de los 
Reglamentos Generales para Licencias Municipales en Te-
lecomunicaciones de los cantones de Abangares, Atenas, 
Carrillo, Coto Brus, Corredores, Hojancha, Mora, Mo-
ravia, Orotina, Osa, Poás, Tilarán y Upala, con el fin de 
que se corrigieran las imprecisiones que dichos reglamen-
tos poseen y que restringe el desarrollo de las telecomu-
nicaciones en esos municipios. Con ese propósito, dichas 
normas fueron examinadas y a los gobiernos locales se les 
propuso una alternativa de mejora (Comisión de Coor-
dinación para la Instalación o Ampliación de Infraestruc-
tura de Telecomunicaciones, [Comisión de Infraestruc-
tura], 2020). 

Igualmente, se reforzó en el acompañamiento de aquellas 
municipalidades que comenzaron un proceso de mejora 
de sus reglamentos y se priorizó el trabajo con los canto-
nes de Desamparados, Escazú, Moravia, Alajuelita, Car-
tago y Alajuela (Comisión de Infraestructura, 2021) ya 
que dichos municipios obtuvieron una nota menor a 25 
en la Valoración de Reglamentos Municipales para Cons-
trucción de Infraestructura de Telecomunicaciones realizada 
en el 2019 por el Micitt9 y en ellos suele haber dificul-
tades para los operadores a la hora de tramitar permisos. 
Es así como a mediados del 2021, se logró avanzar en un 
50% el trabajo programado con estas municipalidades, 
ya que hasta ese momento se desarrollaron reuniones vir-
tuales con personal de los gobiernos locales de Cartago, 
Escazú y Alajuela. 

Paralelamente, se le dio seguimiento a la publicación del 
Reglamento sobre Uso Compartido de Infraestructura para 
Redes Internas de Telecomunicaciones (proceso finalizó con 
la emisión de la resolución RE-0019-JD-2020)10 y del 
Mecanismo para el cálculo por arrendamiento de terrenos 
de dominio Público en Áreas Silvestres Protegidas (ASP). Es 
importante señalar que esta última acción ha sido desa-
rrollada después de la publicación de Decreto Ejecutivo 

9	 Este estudio examinó el cumplimiento de criterios técnicos 
para el despliegue de infraestructura de telecomunicaciones 
presentes en los reglamentos de construcción de las 81 mu-
nicipalidades y Concejos Municipales de Distrito del país. 

10	 En esta resolución se “acordó archivar el procedimiento 
administrativo realizado hasta ese momento” (Comisión de 
Infraestructura, 2020, p.7). 
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N°41129-MINAE-Micitt-MH11, cuyo Transitorio IV 
estableció la necesidad de mantener la contraprestación 
pecuniaria por cada permiso de uso que emita el Sistema 
Nacional de Áreas de Conservación (Sinac) hasta que la 
Dirección General de Tributación no genere una resolu-
ción en la que se actualice el monto. 

Para ello, se trabajó en una propuesta para actualizar la 
Resolución N°DGT-R-013-201812 y dicho documento 
fue sometido a consulta pública en septiembre del 2019 
y mayo del 2020. Después de la incorporación de ajustes 
al texto y de una revisión por parte del Ministerio de 
Economía, Industria y Comercio (Meic), el Ministerio 
de Hacienda (MH) incorporó los cambios, de modo que 
para finales del 2020 sólo estaba pendiente la publicación 
final del documento por parte del MH. 

En relación con el Reglamento para Control Nacional de 
Fraccionamientos y Urbanizaciones del INVU, debe men-
cionarse que debido a que la norma aún le delega al ICE 
responsabilidades que no le corresponden, en julio del 
2018 se decidió remitir al Instituto de Vivienda y Urba-
nismo (INVU) un conjunto de observaciones para que se 
enviara a consulta pública el reglamento. Si bien después 
de dicho proceso, se publicó una versión actualizada de 
la norma en noviembre del 2019, mantiene las impreci-
siones señaladas. 

Por otro lado, en seguimiento a la publicación de la Di-
rectriz dirigida a las Instituciones de los Sectores Transporte e 
Infraestructura y Ciencia, Tecnología y Telecomunicaciones, 
incorporación de Avances Tecnológicas en obras e infraestruc-
tura vial y ferroviaria en mayo del 2018, la Comisión de 
Infraestructura decidió integrar un grupo de trabajo (en-
tre Sutel, el Viceministerio de Telecomunicaciones y la 
Dirección de Ingeniería del Mopt) para crear un manual 
técnico que estableciera y orientara sobre la instalación 

11	 Decreto ejecutivo sobre la Regulación del Permiso de uso 
para la Instalación de Infraestructura de Telecomunica-
ciones, en Áreas Silvestres Protegidas y Patrimonio Natu-
ral del Estado Administradas por el Sistema Nacional de 
Áreas de Conservación y Derogatoria del Decreto Ejecutivo 
N°26187-MINAE.

12	 Esta resolución sólo “incluía el procedimiento para la fija-
ción del canon de arrendamiento por la construcción y op-
eración de redes públicas de telecomunicaciones en bienes 
de uso público que se encuentren bajo administración 
m.unicipal” (Comisión de Infraestructura, 2020, p.8). 

de ductos de telecomunicaciones en el sistema vial na-
cional. Con este propósito, en el 2018 se realizaron dis-
tintas sesiones de trabajo, se elaboró un documento guía 
para la instalación de ductos, mientras que en el 2019 se 
desarrolló un proyecto de decreto ejecutivo (Considera-
ciones técnicas para la instalación de infraestructura de 
telecomunicaciones en el proceso de construcción, mejo-
ramiento, conservación o rehabilitación de la red vial) y 
se realizaron acercamientos con el Instituto Costarricense 
de Ferrocarriles (Incofer) para que le diera el visto bueno 
al artículo sobre ductos en vías férreas. 

A partir de la propuesta de decreto, se efectuó un proceso 
de consulta con representantes del Mopt y Sutel con el 
fin de identificar observaciones adicionales al documen-
to. Después de la sistematización de insumos, estos fue-
ron analizados durante el 2020 y al finalizar dicho año, 
ya estas habían sido incorporadas a la propuesta de regla-
mento y estaba a la espera de su publicación en la Gaceta 
para la respectiva consulta pública (Comisión de Infraes-
tructura, 2020). 

Pilar de Coordinación y Cooperación Institucional

Después de la publicación del Procedimiento para la fi-
jación del canon de arrendamiento por la construcción y 
operación de redes públicas de telecomunicaciones en bienes 
de uso público que se encuentren bajo administración mu-
nicipal en febrero del 2018, los operadores “plantearon 
diversas inquietudes sobre el canon anual de arrenda-
miento de áreas públicas para la instalación de postes de 
telecomunicaciones contenido en dicha normativa” (Co-
misión de Infraestructura, 2020, p.11). 

Para ello, se abrió un espacio de diálogo con el MH 
para analizar los parámetros usados para establecer los 
montos. Como parte de esto, en septiembre del 2019 
se decidió hacer una consulta pública de la propuesta de 
modificación a la resolución N°DGT-R-013-2018. El 27 
de mayo del 2020, se solicitó a la DGT la eliminación 
del Transitorio II que fue sometido a consulta pública. 
Al finalizar el 2020 estaba pendiente la publicación final 
de la resolución por parte del Ministerio de Hacienda, lo 
que implica un avance del 95%. 

También se analizó el cobro de patentes por parte de las 
municipalidades. Para ello se examinó si es procedente 
que los gobiernos locales cobren patente por operar una 
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red de telecomunicaciones en el municipio y se solicitó que la Dirección de Concesiones y Normas del Viceministerio 
de Telecomunicaciones hiciera un análisis jurídico sobre el tema. Cabe señalar que para diciembre del 2020, el informe 
realizado aún estaba en proceso de aval interno y no se registraron mayores avances para junio del 2021. 

Por otro lado, se trabajó en la firma de un Convenio entre la Sutel y el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos 
de Costa Rica para compartir información específica de la localización de operadores de redes de telecomunicaciones. 
En octubre del 2020, la Sutel solicitó al CFIA la “propuesta de texto del convenio con el fin de alcanzar la firma en 
cuestión y facilitar el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 11 del Reglamento para el trámite de planos de te-
lecomunicaciones del CFIA” (Comisión de Infraestructura, 2021, p.7). Hasta mediados del 2021, se registró un 20% 
de avance en este proceso, sin embargo, aún está pendiente la firma del convenio. 

Pilar de Seguimiento y Monitoreo

Dentro de este pilar se trabajó en el monitoreo del avance en la mejora de los reglamentos municipales de los cantones 
de Alajuela, Aguirre, Alajuelita, Aserrí, Barva, Cartago, Coronado, Escazú, Esparza, Garabito, Goicochea, Golfito, 
Heredia, La Unión, Limón, Los Chiles, Montes de Oca, Nicoya, Oreamuno, San Carlos, San Isidro, San José, San 
Ramón, Santa Ana, Santa Cruz, Santo Domingo, Tibás y Turrubares. Hasta junio del 2021, se registró un progreso 
del 28,6 %, considerando la cantidad de gobiernos locales (8) que han modificado sus reglamentos y/o la aplicación 
del Reglamento del INVU13.

Con estos esfuerzos se redactó un borrador de proyecto de ley para “impulsar y agilizar el despliegue de infraestructura 
de soporte para redes de telecomunicaciones” (Comisión de Infraestructura, 2021, p.14). Asimismo, se trabajó en otra 
propuesta de norma llamada Regulación de la Instalación y Despliegue de Infraestructura de Telecomunicaciones en los 
Bienes de Uso Público y Patrimoniales de la Administración, la cual fue consultada internamente con los miembros de la 
Comisión de Infraestructura y a otros actores del sector de telecomunicaciones con el fin de identificar observaciones. 

Igualmente, se pretende actualizar la Evaluación de Reglamentos Municipales para Construcción de Infraestructura de 
Telecomunicaciones realizada en el 2019, lo que ha implicado una revisión de los criterios técnicos usados en el 2019 
y la identificación de mejoras en los criterios técnicos utilizados. Otras de las acciones en las que se ha venido traba-
jando ha sido el seguimiento a la reforma de los Reglamentos Generales para Licencias Municipales en Telecomunicaciones 
en todos los cantones del país, para lo cual se han desarrollado reuniones virtuales con personal técnico-jurídico de 
los gobiernos locales que se encargan de otorgar permisos de construcción de infraestructura de telecomunicaciones. 
Actualmente, se trabaja en el desarrollo de una nota técnica que “plasme el estado de las reformas reglamentarias de las 
82 municipalidades del país y la actualización del mapa interactivo disponible en el sitio web de Micitt” (Comisión de 
Infraestructura, 2020, p.10). 

13	 Estos son Aserrí, Barva, Esparza, Heredia, La Unión, Montes de Oca, Santo Domingo y Tibás.

Tabla 2.7. Municipalidades que han realizado modificaciones a los reglamentos municipales

Municipalidades que aplican reglamento del INVU Municipalidades que 
reformaron el reglamento 
existente

Municipalidades en las 
que está pendiente la 
derogatoria o la reforma

Municipalidades con reforma 
en sus reglamentos, pero aún 
persisten problemas

Aserrí, Coto Brus, Esparza, Flores Heredia, Parrita, Pérez 
Zeledón, Puriscal, San Pablo, Siquirres, Tarrazú, Tibás, 
Río Cuarto, Concejo Municipal del Distrito de Paquera

La Unión, Moravia, Santo 
Domingo, Turrialba

Hojancha Barva, Montes de Oca, Orotina, 
San Isidro de Heredia

Fuente: Elaboración propia con base al Informe de Cumplimiento, 2021. 
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También se le dio seguimiento al Decreto Ejecutivo 
N°36159-Minaet-S-Meic-Mopt Normas Estánda-
res y Competencias de las Entidades Públicas para la 
aprobación coordinada y expedita requerida para la 
Instalación o Ampliación de redes de telecomunicacio-
nes con el fin de identificar la necesidad de aplicar 
cambios a la norma previo a su identificación en 
vigencia; no obstante, no surgieron propuestas de 
modificación durante dicho proceso. Un proceso 
similar, se realizó con el Reglamento para el Otorga-
miento de Permisos de Uso del Incofer (Decreto Eje-
cutivo N°8028).

Otra de las acciones desarrolladas en este pilar han 
sido los esfuerzos de concientización con personal 
municipal sobre la emisión de radiaciones no ioni-
zantes y la creación de un folleto informativo sobre 
el tema con el fin de que dicha información sea dis-
tribuida con la ciudadanía del cantón. De manera 
paralela, durante el 2019 se creó una nota técnica 
sobre los campos electromagnéticos de las redes ina-
lámbricas 5G, la cual fue remitida al Ministerio de 
Salud (MS) en el 2020. En esta misma línea, se tiene 
prevista la elaboración de un análisis técnico para la 
actualización para el Reglamento de Radiaciones no 
ionizantes del MS.

Pilar de Mejora Continua

Como parte de los esfuerzos de mejora continua se ha 
trabajado en una propuesta de mejora del Reglamento 
de Construcciones del INVU en coordinación con la 
Sutel (Reglamento N°3822) ya que este mismo presen-
taba “imprecisiones técnicas, que en algunos casos no se 
ajustan a las recomendaciones establecidas por la Sutel, 
y en otros a lo definido por los Tribunales de Justicia” 
(Comisión de Infraestructura, 2021, p.13). En julio 
del 2018, se envió una propuesta formal al INVU una 
propuesta de redacción de los artículos para solventar 
las falencias, lo que finalizó con la publicación de la 
reforma al Reglamento de Construcciones en el Diario 
Oficial La Gaceta en agosto del 2018.14 

14	 A junio del 2021, “14 municipalidades (17,07% del total del 
país) han decidido derogar su reglamento y aplicar este de 
manera supletoria esta norma” (Comisión de Infraestructu-
ra, 2021, p.13).

Sin embargo, se decidió elaborar una propuesta de re-
forma al Reglamento de Construcciones del INVU con 
el fin de que el texto “desarrolle con mayor detalle al-
gunos de los artículos actualmente incluidos en el re-
glamento…además de valorar la necesidad de incluir 
artículos adicionales relacionados con la regulación 
para colocación de postes de telecomunicaciones” (Co-
misión de Infraestructura, 2021, p.8). Para mediados 
del 2021, no se registró avance alguno ya que esta pro-
puesta se programó para que iniciara en el tercer cuatri-
mestre del 2021.

Otra de las acciones realizadas ha sido la identificación 
de un mecanismo que permita a las instituciones públi-
cas el arrendamiento de sus azoteas u otra infraestruc-
tura para el despliegue de redes de telecomunicaciones, 
con el fin de “incrementar la disponibilidad de espacios 
para el despliegue de redes…en especial en sitios densa-
mente poblados, como resultados del aprovechamiento 
de las edificaciones existentes en propiedad del Esta-
do costarricense” (Comisión de Infraestructura, 2021, 
p.21). 

En noviembre del 2018 se envió un oficio a la Direc-
ción General de Administración de Bienes y Contra-
tación Administrativa solicitando una reunión para 
“analizar la viabilidad de establecer mecanismos que 
permitan a las instituciones públicas el arrendamien-
to de azoteas, u otra infraestructura, y posibilitar así 
el despliegue de redes de telecomunicaciones” (Co-
misión de Infraestructura, 2021, p.21). Después de 
dicha reunión, en febrero del 2019 se remitió al MH 
información sobre cada ubicación y durante el 2020, 
el MH facilitó una “base de datos con información 
de las entidades que conforman la Administración 
Central, dueñas de edificaciones, brindando el deta-
lle de las coordenadas de los edificios, la altura, en-
tre otros datos” (Comisión de Infraestructura, 2021, 
p.21). 

Este tema también está siendo analizado como parte de 
los proyectos de ley que examina la Comisión de In-
fraestructura. Además, se han realizado diversas accio-
nes para capacitar a miembros de Concejos Municipales 
e instituciones públicas vinculadas con el despliegue de 
redes de telecomunicaciones entre junio del 2018 y no-
viembre del 2020. 
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Pilar de articulación 

Como parte de este pilar se han creado espacios de 
diálogo para que las instancias interesadas puedan 
participar en “las sesiones de la Comisión o solicitar 
audiencia…para tratar aspectos varios de infraestruc-
tura” (Comisión de Infraestructura, 2020, p.26). Esto 
ha incluido el desarrollo de reuniones con institucio-
nes como el Mopt, Fonatel, Telefónica, el Ministerio de 
Ambiente y Energía (Minae), Sinac, el Instituto de De-
sarrollo Rural (Inder), Infocom, Coopelesca, la Cámara 
Nacional de Radio y Televisión (Canartel) y la Junta de 
Administración Portuaria y de Desarrollo Económico 
de la Vertiente Atlántica de Costa Rica (Japdeva), entre 
otras organizaciones.

Desde la óptica de la rendición de cuentas se han forta-
lecido los procesos de transparencia con la elaboración 
de informes semestrales que indican los progresos que 
son alcanzados en el marco del PAIT. Además, dicha 
documentación es compartida con entidades como la 
CGR, la Asamblea Legislativa, el Incofer, la Sutel y las 
cámaras empresariales más relevantes del sector de las 
telecomunicaciones. 

Junto con esto, se ha trabajado en el acompañamien-
to de los operadores de Redes de Telecomunicaciones 
para que se resuelvan los obstáculos que impiden el des-
pliegue de infraestructura en el marco de los proyectos 
de Fonatel. Para ello, se ha fortalecido la articulación 
con las municipalidades que más han presentado limi-
taciones para desplegar la infraestructura requerida en 
dichos proyectos (Comisión de Infraestructura, 2021). 

Análisis de la ejecución del PAIT 2.0. 

Al examinar los progresos alcanzados en el marco del II 
Plan de Acción de Infraestructura de Telecomunicacio-
nes resulta evidente que la gran mayoría de las interven-
ciones planificadas han sido desarrolladas en su totalidad 
o muestran un cumplimiento muy cercano al 100% (ver 
tabla 2.8). De esto, llama la atención que el logro de al-
gunas de las metas del PAIT no necesariamente coincide 
con la planificación prevista originalmente cuando recién 
se promovió el PAIT 2.0. 

Si bien este es un aspecto que no afecta el impacto 
final que se pretende alcanzar en el marco de la políti-
ca, sí constituye un elemento al que se le debe prestar 
desde el punto de vista programático. En ese sentido, 
se debe valorar si efectivamente los plazos de cumpli-
miento planteados en el plan de acción realmente re-
flejan el tiempo que se debe invertir en el desarrollo de 
las intervenciones, sobre todo cuando estas implican 
la movilización fuera de oficinas y/o la articulación 
con más de un actor al mismo tiempo, por ejemplo, 
cuando se trabaja con el sector municipal. 

Desde una perspectiva comparada por pilar, no se 
observan diferencias sustantivas por eje temático, ya 
que la mayoría han logrado ser concluidos de manera 
exitosa. Por ello, en los casos en los que se han regis-
trado menor avance, estos parecieran estar relaciona-
dos con factores externos que están fuera del control 
del Micitt ya que se depende de la colaboración de 
otros actores para ser concretados de manera exitosa 
(estos son los casos de la firma del convenio entre 
Sutel y el CFIA, y las acciones de seguimiento a la 
publicación/reforma de los reglamentos de 28 muni-
cipalidades). 

Esto podría revelar la existencia de algunas falencias rela-
cionadas con la capacidad de afianzar acuerdos que asien-
ten el compromiso, la concientización y la participación 
de otros actores en los distintos procesos que requieren 
ser ejecutados dentro del PAIT. Sin embargo, no se pue-
de negar que se han logrado avances muy relevantes en 
materia de coordinación y articulación, sobre todo a ni-
vel de gobiernos locales ya que, si se contrasta la situa-
ción actual con lo experimentado en la implementación 
del primer PAIT, resulta evidente que esta fue una de las 
áreas en las que hubo mayor dificultad para alcanzar los 
objetivos planteados en el PAIT. En ese sentido y aunque 
aún quede mucho por hacer, acciones como la adopción 
del reglamento de construcciones del INVU o la promo-
ción de reformas en los reglamentos municipales por par-
te de varios gobiernos locales, evidencian el impacto que 
han tenido las acciones realizadas en los años previos, así 
como el reconocimiento del sector municipal de mejorar 
en este ámbito.
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Tabla 2.8. Avances del II Plan de Acción de Infraestructura de Telecomunicaciones 
(PAIT 2.0)

Pilar Acción Inicio
(Cuatrimestre)

Fin
(Cuatrimestre)

Avance

MEJORAS 
NORMATIVAS

Revisión de reglamentos de doce municipa-
lidades (Abangares, Atenas, Coto Brus, Ho-
jancha, Mora, Moravia, Orotina, Osa, Poás, 
Tilarán, Upala) y remisión de propuestas de 
mejora

II 2018 III 2018 100% de cum-
plimiento desde 
diciembre del 
2020

Visita a doce municipalidades que se incor-
poran a la comisión de infraestructura (Aban-
gares, Atenas, Coto Brus, Hojancha, Mora, 
Moravia, Orotina, Osa, Poás, San Ramón, 
Tilarán, Upala).

II 2018 I 2019 100% de cum-
plimiento desde 
diciembre del 
2020

Seguimiento a la Publicación del reglamen-
to Sobre Uso Compartido de Infraestructura 
para Redes Internas de Telecomunicacio-
nes– SUTEL

* III 2018 100% de cum-
plimiento desde 
diciembre del 
2020

Seguimiento a la Publicación del mecanismo 
para el cálculo por arrendamiento de terre-
nos de dominio público en ASP.

II 2018 I 2019 95% de cumpli-
miento al avance 
al 2020

Seguimiento a la Publicación del Reglamento 
Para Control Nacional de Fraccionamientos y 
Urbanizaciones del INVU, y la lista de requisi-
tos específicos de la Dirección de Urbanismo

II 2018 I 2019 100% de cum-
plimiento desde 
diciembre del 
2020

Publicación del Reglamento de Ductos – 
MOPT

* III 2018 60% de cumpli-
miento a diciem-
bre de 2020

COORDINACIÓN 
Y COOPERACIÓN 
INTERINSTITUCIONAL

Análisis en torno a la Resolución de Tributa-
ción Directa en la que se establece el cobro 
por arrendamiento en terrenos de dominio 
público

II 2018 II 2018 95% de 
cumplimiento a 
diciembre del 
2020

Análisis en torno al cobro de patentes por 
parte de las municipalidades

III 2019 III 2019 80% de 
cumplimiento a 
diciembre del 
2020

Firma de convenio SUTEL-CFIA con el pro-
pósito de compartir información específica 
de la localización de operadores de redes de 
telecomunicaciones.

II 2018 II 2018 20% de 
cumplimiento 
a mediados del 
2021
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MONITOREO Y 
SEGUIMIENTO

Monitoreo y seguimiento a la publicación 
de los reglamentos de 28 municipalidades. 
(Alajuela, Aguirre, Alajuelita, Aserrí, Barva, 
Cartago, Coronado, Escazú, Esparza, Gara-
bito, Goicoechea, Golfito, Heredia, La Unión, 
Limón, Los Chiles, Montes de Oca, Nicoya, 
Oreamuno, San Carlos, San Isidro, San José, 
San Ramón, Santa Ana, Santa Cruz, Santo 
Domingo, Tibás, Turrubares)

II 2018 III 2020 28,57% de 
cumplimiento 
a mediados del 
2021

Monitoreo y seguimiento de lo establecido 
en el Decreto Nº 36159- MINAET-S-MEIC-
MOPT de Normas Estándares y Compe-
tencias de las Entidades Públicas para la 
Aprobación Coordinada y Expedita Requerida 
para La Instalación o Ampliación de Redes de 
Telecomunicaciones

II 2018 II 2018 100% de 
cumplimiento 
a mediados del 
2021

Monitoreo y seguimiento de lo establecido 
en Reglamento para el Otorgamiento de Per-
misos de Uso del Instituto Costarricense de 
Ferrocarriles

II 2018 II 2018 100% de 
cumplimiento 
a mediados del 
2021

Monitorear y seguimiento de las acciones 
orientadas a aumentar el nivel de conoci-
miento de los funcionarios municipales con 
respecto a las radiaciones no ionizantes

II 2018 III 2020 100% de 
cumplimiento 
a mediados del 
2021

MEJORA CONTINUA

Propuesta de mejoras al Reglamento Nº 
3822, Reglamento de Construcciones del 
Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo 
en coordinación con la SUTEL, y seguimiento 
a la publicación

II 2018 II 2019 100% de 
cumplimiento 
a mediados del 
2021

Identificar un mecanismo que permita a las 
instituciones públicas el arrendamiento de 
sus azoteas u otra infraestructura, para el 
despliegue de redes de telecomunicaciones

II 2018 I 2019 70% de 
cumplimiento 
a mediados del 
2021

Capacitar y formar en temas de telecomu-
nicaciones (Visitas a concejos municipales e 
instituciones vinculadas con el despliegue de 
redes de telecomunicaciones)

II 2018 III 2020 100% 
cumplimiento 
a mediados del 
2021

ARTICULACIÓN

Apertura de espacios de diálogos en insti-
tuciones involucradas con el despliegue de 
infraestructura de telecomunicaciones

II 2018 III 2020 100% 
cumplimiento 
a mediados del 
2021

Informar semestralmente el avance del plan 
de trabajo

II 2018 III 2020 100%
cumplimiento 
a mediados del 
2021

Fuente: Elaboración propia con base a los Informes de Cumplimiento del Plan de Acción de Infraestructura de Telecomunicaciones con 
corte a diciembre del 2020 y junio del 2021. 
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2.6. FONATEL 

El Fondo Nacional de Telecomunicaciones (Fonatel) 
fue creado por la Ley General de Telecomunicaciones 
(LGT) con fin de establecerlo como un “instrumento 
de administración de los recursos destinados a finan-
ciar el cumplimiento de los objetivos de acceso uni-
versal, servicio universal y solidaridad” (Ley n°8642, 
2008, artículo 34). Conjuntamente, estos objetivos 
no sólo forman parte de la Agenda Digital15 del país, 
sino que también orientan las intervenciones que se 
desarrollan en el marco del PNDT para promover la 
generación de oportunidades y el disfrute de los be-
neficios de la sociedad de la información y el conoci-
miento a la población en situación de vulnerabilidad 
en aras de reducir la brecha digital. 

Para lograr esto se ha constituido una Agenda de Soli-
daridad Digital con “acciones a corto, mediano y lar-
go plazo tendientes a garantizar el desarrollo humano 
de las poblaciones económicamente vulnerables, pro-
porcionándoles acceso a las TIC” (Ley n°8642, 2008, 
artíulo 6). A partir de esto, se ha pretendido que los 
recursos de Fonatel sean usados para el desarrollo de 
programas que contribuyan con el equipamiento tec-
nológico y la prestación de servicios de telefonía e in-
ternet a las áreas del país en las que no se cuenta con 
dichos servicios. 

Durante el 2020, la ejecución presupuestaria de Fonatel 
llegó a los $53.855.073,77 que es considerada “la cifra 
más alta desde que inició la ejecución de los programas 
y proyectos en el 2012” (Sutel, 2021b, p.8). Asimismo, 
la inversión acumulada en los programas y proyectos 
del fondo llegó a los $178. 828. 134,06 USD en di-
ciembre del 2020. Conjuntamente esta inversión “ha 
permitido beneficiar a 481 distritos, 1. 368. 676 perso-
nas, 419. 584 hogares y 5255 Centros de Prestación de 
Servicios Públicos (CPSP)” (Sutel, 2021b, p.8), lo que 
se supone un nivel de cumplimiento anual (promedio) 
del 84% en las metas del PNDT. 

A lo largo del 2020, se desplegó infraestructura de 
telecomunicaciones en 587 sitios “(antenas, cables, 

15	 Según la LGT comprende el conjunto de “acciones a corto, 
mediano y largo plazo tendientes a acelerar el desarrollo 
humano del país, mediante el acceso, uso y aprovechamien-
to de las…TIC” (Ley n°8642, 2008, artículo 6).

torres, electricidad, ductos, postes, obras civiles, más-
tiles, tecnologías de fibras, radios xDSL, 4G LTE)” 
(Sutel, 2021b, p.8), se conectaron 148  426 hogares 
y 1446 Centros de Prestación de Servicios Públicos 
(CPSP) y a un total de 513 zonas digitales les fue 
habilitado el servicio de Internet gratuito para la po-
blación (Sutel, 2021b). 

Actualmente, los proyectos ejecutados con los recur-
sos de Fonatel, brindan “servicios de telecomunicacio-
nes a las personas en 481 distritos del país por medio 
de los programas Comunidades Conectadas, Hogares 
Conectados y Espacios Públicos Conectados” (Sutel, 
2021b, p.9) lo que equivale a una presencia del 99% 
del territorio nacional. A la fecha la cartera de pro-
gramas y proyectos de Fonatel está conformada por 5 
programas y 37 proyectos (Sutel, 2021b); un proyecto 
más que en el 2018 y 2019. 

Como puede apreciarse en la figura 2.24., el valor pa-
trimonial de Fonatel ha crecido paulatinamente en el 
periodo 2012-2020, llegando a los 211.188 millones 
de colones en el último año16. La inversión acumu-
lada entre 2013 y 2020, se ha incrementado en un 
415%, siendo los últimos tres años evaluados (2018, 
2019 y 2020) en los que se han generado los mayores 
desembolsos, “sumando el 81% del total de la inver-
sión ejecutada durante toda la vigencia de los progra-
mas” (Sutel, 2021d, p.202). 

En lo que concierne a la ejecución presupuestaria de 
los recursos de Fonatel, durante el 2020 se imple-
mentó el 97,8% de los recursos que fueron presu-
puestados en el Plan Anual de Programas y Proyectos 
(PAPYP) 2020, lo que supone que la “mayoría de los 
proyectos ya se encuentran en una fase de produc-
ción y que se han superado las fases de formulación 
y concurso…de la mayoría de los proyectos diseña-
dos para la consecución de las metas definidas en el 
PNDT vigente” (Sutel, 2021b, p.21). Esto represen-
ta una mejora significativa, sobre todo si se conside-
ra que la ejecución presupuestaria al 2018 cerró con 
una implementación del 90% de los recursos presu-
puestados (Sutel, 2019).

16	 La Contribución Especial Parafiscal (CEPF) “creció en 
1,5% respecto al 2019, llegando a 14 297 millones de colo-
nes en 2020” (Sutel, 2021d, p.202).
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Si se examina la inversión 
ejecutada por programa, la 
figura 2.25. muestra que 
del 2015 al 2020 se diver-
sifica la inversión de los 
recursos. También, resulta 
evidente que el Programa 
de Hogares Conectados 
(PHC) es la iniciativa en 
la que más se han inverti-
do recursos, acumulando 
unos 62. 663 millones de 
colones para su ejecución 
(Sutel, 2021d). La inver-
sión en el PHC repre-
senta el 54% del total de 
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Figura 2.24. Valor patrimonial de Fonatel 
(2012-2020) Cifras anuales en millones 
de colones

Fuente: Elaboración propia con base a la Superintendencia de Te-
lecomunicaciones, 2021d. 

los recursos de Fonatel ejecutados al 2020, mientras 
que el Programa de Comunidades Conectados (PC) 
“presentó el mayor crecimiento en la inversión ejecu-
tada aumentando 461% (8924 millones de colones) 
respecto a la ejecución realizada en el 2019” (Sutel, 
2021d, p.202). 

Figura 2.25. Costa Rica: Inversión ejecutada por medio del Fonatel según programa, 
2015-2020 (cifras anuales en millones de colones)

Fuente: Elaboración propia con base a la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021d. 
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Cabe señalar que durante el 2020 no se ejecutaron re-
cursos en el marco del Programa de Centros Públicos 
Equipados ya que el primer proyecto finalizó su imple-
mentación en el 2019 y se encuentra en “proceso carte-
lario la ejecución del segundo proyecto” (Sutel, 2021d, 
p.203).

Al analizar la inversión ejecutada en los programas de 
Comunidades Conectadas, Hogares, Conectados y Es-

pacios Públicos según el operador, resulta evidente que 
el Programa de Hogares Conectados es el que presen-
ta mayor diversidad de operadores que participan en la 
ejecución de proyectos del programa con 8 operadores 
distintos; lo que contrasta con PEPC y PCC que tiene 
3 operadores cada uno. Cabe señalar que el Programa de 
Espacios Públicos Conectados, también posee el mismo 
número de operadores en ejecución. 

Figura 2.26. Costa Rica. Distribución de ejecución de recursos del Fonatel por 
operador, según programa, 2020 (cifras acumuladas en porcentajes)

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021b.

Figura 2.27. Costa Rica. Distribución de zonas digitales de acceso gratuito a Internet 
puestas en servicio por medio del Programa Espacios Públicos Conectados según 
Operador, 2020.

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021b. 
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Los avances generales en la implementación de los Programas de Fonatel en el 2020 con respecto a las metas esta-
blecidas en el PNDT para ese año, se puede afirmar que se logró un avance según lo previsto para los programas de 
Comunidades Conectadas (PC) y Centros Públicos Conectados (CSP) y se superó la meta establecida en el Programa 
de Espacios Públicos Conectados (PECP). Por su parte, en el caso del Programa de Hogares Conectados (PHC) la eje-
cución fue bastante cercana a lo establecido, a excepción de la meta 43 que fue introducida en septiembre del 2020 (ver 
tabla 2.9). En el Programa de Red de Banda Ancha Solidaria no se registraron avances por las razones que se detallan 
en el acápite correspondiente a dicha iniciativa. 

Tabla 2.9. Avance en el cumplimiento de las metas del PNDT 2015-2021 relativas a 
los Programas de Fonatel en fase de Ejecución, al 31 de diciembre 2020

Programa Descripción Meta 
vigente

Cumplimiento a 
diciembre 2020

Comunidades 
Conectadas

1. 183 distritos en áreas geográficas sin conectividad o con 
conectividad parcial, o parcial ampliada con acceso a servicios 
de voz y datos, al 2021

2020: 125 
2021: 183

127 distritos cubiertos 
102 % de la meta 2020

2. 20 de los territorios indígenas sin conectividad, con cobertura 
parcial o con cobertura parcial ampliada del país con acceso de 
servicios de voz e Internet, al 2021

2020: 4 
2021: 20

3 territorios cubiertos 75 
% de la meta 2020

Hogares 
Conectados

5. 186  958 hogares distribuidos en el territorio nacional con 
subsidio para el servicio Internet y un dispositivo para su uso, 
al 2021

2020: 154 496 
2021: 186 958

148 426 hogares 
conectados 96 % de la 

meta 2020

43. 100 684 hogares en condición de vulnerabilidad 
socioeconómica y con estudiantes en el sistema educativo público 
costarricense, con subsidio para conectividad a Internet, al 2021

2020: 10 684 
2021: 100 684

0 hogares conectados 0 
% de la meta 2020

Centros 
Públicos 
Equipados

9. 123 643 dispositivos de conectividad entregados a CPSP, al 
2021

2020: 36 831
2021: 123 643

36 831 dispositivos 
entregados 100 % de la 

meta 2020

Espacios 
Públicos 
Conectados

13. 513 Zonas Digitales de acceso gratuito a Internet para la 
población, al 2021

2020: 400
2021:513

510 zonas digitales 
habilitadas 128 % de la 

meta 2020

Fuente17: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021b y el visor de https://www.sutel.go.cr/pagina/avance-de-los-pro-
yectos-de-fonatel 

Otro de aspecto que debe ser señalado es que a lo largo del 2020, los programas de Fonatel enfrentaron desafíos para 
su implementación y/o el mantenimiento de los proyectos, sobre todo por las medidas de salud pública (como el dis-
tanciamiento social o la restricción vehicular sanitaria) puestas en práctica como estrategias de contención de la crisis 
sanitaria ocasionada por el virus del Covid-19. 

Asimismo, producto de las medidas sanitarias adoptadas durante la pandemia, la Dirección General de Fonatel (DGF) 
solicitó al Fideicomiso, en abril del 2020, la remisión de un informe sobre el impacto generado por el estado de “emer-

17	 La tabla no incluye “el ajuste de la meta 14 por la Rectoría de Telecomunicaciones posterior al 31 de diciembre del 2020. Según 
Matriz de metas del PNDT 2015-2021, actualización a setiembre 2020” (Sutel, 2021b, p.16). 
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gencia nacional sobre los proyectos que se desarrollan con 
los recursos de Fonatel y sobre las labores de cada una de 
las Unidades de Gestión contratadas” (Sutel, 2021e, p.49). 
Según el oficio FID-1570-2020 (NI-05268-2020) indicó 
que las giras de campo habían sido detenidas por la crisis.

Asimismo, durante este periodo se realizaron actualizaciones en 
algunas de las metas del Plan Nacional de Desarrollo de Teleco-
municaciones 2015-2021 (PNDT), de las que destacan:

•	 Ampliación de la meta 5; del Programa de Hogares 
Conectados, referente a los hogares distribuidos en 
el territorio nacional con subsidio para el internet y 
un dispositivo para uso, al 2021, (actualizada en julio 
del 2020), pasando de 140 496 a 186 958 hogares al 
2021, aumentando en 45 492 los hogares a beneficiar. 

•	 Ampliación de la meta 9; del Programa Centros Pú-
blicos Equipados, sobre dispositivos de conectivi-
dad a entregados a CPSP, introdujo un incremento 
en donde se pasó de 40 000 dispositivos y produc-
tos de apoyo en el 2020 a 123 643 dispositivos y 
producto de apoyo para el 2021. 

•	 Inclusión de la meta 43; “sobre 100  684 hogares 
en condición de vulnerabilidad socioeconómica y 
con estudiantes en el sistema educativo público, 
con subsidio para conectividad a Internet, al 2021” 
(Sutel, 2021b, p.15) como parte del Programa de 
Hogares Conectados dentro del PNDT durante 
septiembre de 2020. Para el cumplimiento de esta 
meta, se estableció que debían “conectarse los pri-
meros 10 684 hogares en el 2020, meta que no fue 
alcanzada debido a la incorporación tardía de la 
meta y que no se contó con las bases de datos de 
estudiantes por parte del MEP/IMAS hasta el mes 
de Diciembre 2020” (Sutel, 2021b, p.15). 

Programa 1: Comunidades Conectadas 

El Programa de Comunidades Conectadas (PC) es una ini-
ciativa que busca dotar de servicios de telecomunicaciones a 
distintas comunidades y Centros de Prestación de Servicios 
Públicos (CPSP) en los que el despliegue de la infraestruc-
tura para habilitar estos servicios no es rentable para los ope-
radores y prestadores de los servicios de telecomunicaciones. 
Este Programa está vigente desde el 2015 y destaca por ser 
el primero de los que se desarrolló con recursos de Fonatel. 
Además, comprende una cartera de 32 proyectos que se en-

cuentran en diversas etapas: 2 están en ejecución, 22 en pro-
ducción, 4 en cierre y 4 en reformulación (Sutel, 2021b). 

Durante el 2020, 2 de los proyectos pasaron del proceso de 
adjudicación a la implementación, 3 de la fase de ejecución 
a la de producción y 3 de los proyectos que en el 2019 esta-
ban en producción concluyeron. Ese año, se logró que la co-
nectividad de 127 distritos (Sutel, 2021b), 24 más que en el 
2019 (cuando se conectaron 103) y 55 más que en el 2018 
(año en el que sólo se alcanzó la cobertura en 72 distritos). 
Cabe señalar que según el registro de avances en línea de la 
Sutel, a junio del 2021 el programa tenía cobertura en 128 
distritos (Sutel, 2021a), lo cual muestra cierto estancamien-
to con respecto a los progresos alcanzados previamente.

Al observar la cobertura del programa por región de planifi-
cación se observa que las zonas en las que hay mayor presen-
cia del PC son la región Chorotega (31%), Brunca (24%) y 
Huetar Norte (20%), áreas que conjuntamente representan 
a 94 distritos del programa (Sutel, 2021b).

Figura 2.28. Distritos con conectividad 
(total o parcial) con acceso a servicios 
de voz y datos provistos por medio del 
Programa Comunidades Conectadas 
según operador adjudicado, 2020,

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 
2021b. 



133Capítulo 2  Regulación, infraestructura y telecomunicaciones en la crisis del Covid-19

Aunado a estos avances, durante el 2020 se logró 
llegar a la instalación de 587 torres de telecomuni-
caciones, 156 más que en el 2019 (año en que se re-
gistraron 431), lo que representa un incremento del 
36% en dicho periodo. Este crecimiento se debió a 
los progresos que se realizaron en los proyectos de 

los proyectos de la región Chorotega y la entrada de 
producción de los proyectos de la Región Pacífico 
Central, zona Huetar Norte, Huetar Caribe y Brun-
ca. Cabe señalar que, a junio del 2021, la cantidad de 
torres instaladas en el marco de este programa llegó a 
las 597 (Sutel, 2021). 

7
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Figura 2.29. Costa Rica. Distribución de torres de infraestructura de telecomunicacio-
nes en operación del Programa Comunidades Conectadas según región 2015-2020 
(cifras anuales acumuladas) 

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021b. 

Para el 2020, la población beneficiada a través del 
programa fue de 120.196 personas, sobrepasando por 
38 001 personas a la cantidad registrada para el 2019. 
Para junio del 2021 la cantidad de personas beneficia-
rias se extendió a 126.220 (Sutel, 2021b). Junto con 
esto, en el 2020 se observó un crecimiento significativo 
en la cantidad de viviendas adscritas a servicios fijos de 
voz y datos de los distritos cubiertos en por el programa 
de Comunidades Conectadas pasando de 13. 027 en el 
2019 a 27.527 en el 2020. Para mediados del 2021, la 
cantidad de viviendas aumentó a 292.087, lo que supo-
ne un avance relevante (Sutel, 2021a). 

De igual modo, al finalizar dicho año se registra-
ron 3351 suscripciones a servicios fijos de telefonía y 

26 976 a Internet, así como 31 234 suscripciones a ser-
vicios móviles. Asimismo, el “nivel total de las suscrip-
ciones a servicios fijos y móviles se incrementaron 13% 
entre 2019 y 2020” (Sutel, 2021b, p.26). Al examinar 
las suscripciones por región de planificación, se observa 
que en el 2020 la mitad de las suscripciones de Inter-
net fijo del PC acontecieron en la región Huetar Norte, 
las suscripciones de telefonía fija se concentraron en las 
regiones Brunca y Huetar Norte y las suscripciones a 
servicios móviles fueron en su mayoría en la Zona Hue-
tar Norte. 

Por otra parte, los esfuerzos de conectividad de los Cen-
tros de Prestación de Servicios Públicos (CPSP) reali-
zados como parte del PC, muestran que al 2020 se in-
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crementó en un 45% la cantidad de CPSP conectados 
con respecto al 2019. Esto “significó 450 CPSP adicio-
nales con conectividad, llegando a un total de 144 612 
CPSP con acceso a servicios fijos de telefonía e Inter-

net” (Sutel, 2021b, p.25). Es importante señalar que en 
su mayoría la cantidad de CPSP (93%) corresponden a 
centros educativos del Ministerio de Educación Pública 
(MEP). 
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Figura 2.30. Costa Rica. Centros de prestación de servicios públicos con el servicio 
de Internet habilitado por medio del Programa Comunidades Conectadas según 
institución 2015-2020 (cifras anuales acumuladas)

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021b.

En lo que respecta a la distribución de los operadores que eje-
cutan proyectos del PC, debe señalarse que el Instituto Cos-
tarricense de Electricidad (ICE) es la instancia que tiene más 
proyectos a su cargo, siendo responsable de 20 de estos (17 en 
producción y 1 en cierre durante el 2020). Por su parte, Claro 
es responsable de 5 proyectos (que están en producción) y 
Telefónica de 3 (todos en cierre) (Sutel, 2021b). 

Debe señalarse que durante el 2020, se registró una “inver-
sión de 10 860 millones de colones del Fondo atribuible a 
la ejecución de los proyectos del Programa Comunidades 
Conectadas” (Sutel, 2021b, p.27). Asimismo, la inversión 
acumulada que se ha realizada en el programa desde que 
comenzó su implementación en el 2013, ascendió a 25 978 
millones de colones durante el 2020. 

Proyecto de Territorios Indígenas 
Con los concursos 001-2018 y 002-2018, el Institu-
to Costarricense de Electricidad (ICE) fue adjudica-
do para que conectara a 14 territorios indígenas de 
“Salitre, Kekoldi, Cabagra, Bribrí, Talamanca, Bajo 
Chirripó, Ujarrás, Alto Chirripó (Duchi), Tayni, Ca-
bécar Talamanca, Conte Burica, Altos de San Antonio, 
Térraba, Abrojo Montezuma y Curré” (Sutel, 2021e, 
p.46). Ambos concursos contemplan conjuntamente, 
la atención de 16 territorios en la Zona Sur y Atlánti-
ca. A través de estas iniciativas se busca llevar “servi-
cios de telecomunicaciones fijos y móviles a los habi-
tantes de 124 comunidades indígenas” (Sutel, 2021b, 
p.22) y conectar 119 CPSP.
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El concurso del proyecto se realizó en octubre del 2018, 
con una única oferta recibida correspondiente al ICE . 
Dicha oferta sólo cubría 14 territorios indígenas y en un 
tiempo mayor al contemplado en los carteles -excluye las 
zonas de Nairi Awari y Gyamí de Osa-. El ICE alegó 
“falta de electricidad y extrema dificultad para el acceso 
e instalación de infraestructura, como las causas para la 
exclusión de dos territorios” (Sutel, 2021e, p.49). 

Con la firma del contrato entre Fonatel y el ICE, el 31 
de marzo del 2020 iniciaron las gestiones para comen-
zar las obras del proyecto. Esta iniciativa comprende una 
inversión de $47,9 millones de dólares estadounidenses 
(¢27.782 millones de colones) de los cuales $27,6 mi-
llones USD serán destinados para territorios de la zona 
Atlántica y $20,2 millones USD para la Zona Sur (Mi-
citt, 2020). 

A lo largo del 2020, el Proyecto de Territorios Indígenas 
inició la ejecución de dos proyectos bajo los cuales se pre-
tende cubrir 14 territorios indígenas de la Región Brunca 
y el área Caribe del país. Asimismo, se logró conectar total 
o parcialmente tres territorios indígenas, los cuales corres-
ponden a Matambú (Chorotega), Guatuso (Maleku) y 
Quitirrisí (Huetar). Esto supone un avance del “75% de la 
meta definida para el 2020 y el 15% de la meta establecida 
para el 2021” (Sutel, 2021d, p.203). 

En este año también comenzaron en ejecución dos pro-
yectos para la atención de 14 territorios en las regiones 
Brunca y Caribe del país, los cuales servirán para llevar 
“servicios de telecomunicaciones fijos y móviles a los ha-
bitantes de 124 poblados y se estarían conectando con 
cargo al fondo 119 Centros de Prestación de Servicios 
Públicos” (Sutel, 2021d, p.204). Es importante señalar 
que para alcanzar la meta de los 20 territorios indígenas 
establecida en el PNDT, durante el 2021 se desarrolla-
rían los respectivos procesos licitatorios (Sutel, 2021b).

Programa 2: Hogares Conectados

El Programa Hogares Conectados (PHC) es una inicia-
tiva que está en ejecución desde el 2016 con el fin de 
brindar un subsidio escalonado a familias que por su ni-
vel de ingresos forman parte de los quintiles I (20% de 
los hogares costarricense más pobres), II y III. El subsidio 
dado a través del PHC permite que las familias benefi-
ciarias puedan adquirir servicios de Internet fijo a una 

velocidad mínima de acceso y una computadora portátil 
para su uso. 

Al 2020, este programa tenía presencia en el 98% del 
territorio nacional, lo que implica cobertura en 475 dis-
tritos. Esto se traduce en una aportación del 8% a la co-
nectividad a Internet del país, la cual por el enfoque del 
programa se centra en aquellos hogares que están en con-
dición de pobreza y pobreza extrema, los cuales conjun-
tamente representan el 84% del total de hogares bene-
ficiarios del programa (Sutel, 2021b). Particularmente, 
124.393 hogares beneficiarios forman parte del Quintil 
1 de ingreso (el 20% de los hogares más pobres del país), 
19.885 al segundo Quintil y 4148 hogares al tercero. 

Figura 2.31. Distritos con presencia del 
Programa Hogares Conectados, 2020

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 
Sutel 2021b.

En este momento, el PHC posee dos proyectos que se 
encuentran en ejecución. El primero busca dotar un sub-
sidio para adquirir conexión a Internet con una veloci-
dad de 5/1 Mbps y una computadora a 186.958 hogares 
de los deciles 1-5 al 2021, objetivo que corresponde a la 
meta 5 del PNDT. Originalmente, esta meta compren-
día 140.496 hogares, no obstante, en julio del 2020 el 
Micitt amplió el número de hogares que serían beneficia-
dos. Posteriormente, en septiembre del 2020, el Micitt 



136 Informe hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento 2021

decidió que el alcance de esta meta se orientará a la atención de la “demanda de conectividad y dispositivos identificada 
por el MEP” (Sutel, 2021b, p.28). 

Por su parte, el proyecto 2 pretende realizar la misma intervención que el proyecto 1, con la excepción de destinarlo a 
100.684 hogares de los deciles de ingreso 1-5 con estudiantes del sistema educativo costarricense para el 2021 (ini-
ciativa que está reflejada en la meta 43 del PNDT) a partir de una base de datos que sería suministrada por el MEP y 
el Mixto de Ayuda Social (IMAS). Asimismo, se complementa “con el segundo proyecto de la meta 918 de este mismo 
instrumento de planificación sectorial, el cual busca 86 812 dispositivos (computadoras portátiles y tabletas)” (Sutel, 
2021b, p.28) al MEP. Sin embargo, desde el momento en que se estableció el proyecto hasta finales del 2020, no se 
registraron progresos en su ejecución. 

Es importante señalar que la cantidad de operadores participando en la ejecución del PHC ha variado desde su co-
mienzo. Por ejemplo, para el 2020, este programa “contó con la participación de 8 operadores y proveedores de servi-
cios en la captación de beneficiarios” (Sutel, 2021b, p.32). Al finalizar el 2020, 4 operadores conjuntamente atendían 
las necesidades del 94% de los hogares beneficiados mediante el PHC. Particularmente, Cabletica dotaba de servicio 
al 30% de los hogares, Telecable otro 30%, el ICE el 18% y Tigo un 16%. El 6% restante de los hogares beneficiarios 
fue atendida por diversas cooperativas como Coopelesca (3%), Coopesantos (3%), Coopeguanacaste (0, 3%) y Cable 
Pacayas (0,1%), lo que ha posibilitado que “operadores regionales y locales se incorporen con éxito al programa y se 
cubra más población” (Sutel, 2021b, p.32).

Asimismo, durante el 2020, las provincias con mayor cantidad de hogares beneficiarios del primer proyecto fueron 
Guanacaste y Puntarenas con un 14% y 13% de los hogares beneficiarios con respecto a los hogares de cada provincia, 
siendo estas las que desde el 2019 han tendido a presentar la mayor cantidad de hogares beneficiados. Asimismo, a 
Guanacaste y Puntarenas, les sigue Cartago (10% de hogares beneficiarios) y Limón (9%) como otras de las áreas con 
una cantidad importante de beneficiarios. 

Figura 2.32. Costa Rica. Porcentaje de hogares beneficiados a través del primer 
proyecto del Programa Hogares Conectados, según provincia 2019-2020

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, Sutel 2021b. 

18	 Meta 9 sobre 40 000 dispositivos de conectividad entregados a CPSP, al 2021, esta forma parte del Programa 3 Centros Públicos Conectados. 
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Durante el 2020, el primer proyecto del PHC registró 
148.426 hogares beneficiados de los cuales el 85% apa-
recían como activos (126.095), mientras que 21.146 
hogares fueron dados de baja y 1185 aparecían como in-
activos por cambios administrativos relacionados con el 
“proceso de instalación del servicio de Internet y traslado 
de domicilio)” (Sutel, 2021b, p.29). Asimismo, la baja 
por morosidad del proyecto creció de 4% a 10% en el 
2020, lo que obligó al Consejo de la Sutel a tomar un 
acuerdo (003-074-2020 del 5 de noviembre del 2020) 
para incrementar un 20% el subsidio por un plazo de 3 
meses. Cabe señalar que al finalizar el 2020, este proyecto 
logró un progreso del 96% con respecto a la meta 5 del 
PNDT (de alcanzar 154.496 hogares al 2020) y un 79% 
de avance para la meta al 2021 (186.958 hogares). 

Es importante señalar que durante el 2020 se redujo signi-
ficativamente el promedio de hogares que se incorporados 
mensualmente al proyecto 1, pues en este año se incorpo-
raron, en promedio, 1348 hogares al proyecto mientras que 
en 2018 y 2019, las cifras mensuales de hogares incorpora-
dos fueron de 4500 y 3900 mensuales respectivamente. El 
cambio en el comportamiento es atribuido a las limitaciones 
operativas que han afectado la ejecución tanto del proyecto 
1 como del 2. Una de las principales limitaciones fue oca-
sionada por el cierre del programa entre enero y julio del 
2020, debido a que la cantidad de hogares beneficiados y 
en estado asignado “(contactados por un operador y a la 
espera de firma del contrato)” (Sutel, 2021b, p.33) estaba 
superando el alcance de la meta vigente en dicho momento 
del 2020 (146 496 hogares), lo que obligó a dar un tiempo 
para hacer el cambio de hogares en estado de asignación al 
de beneficiario. 

En el caso del proyecto 2, la Sutel agrega dificultades adi-
cionales, relacionadas con problemas para tener las bases 
de datos de los potenciales beneficiarios en el tiempo, 
formato y calidad requeridas, y la ausencia de una estra-
tegia de divulgación que sirva para “acercar a los hogares 
seleccionados por el MEP al programa” (Sutel, 2021b, 
p.34). Asimismo, las recargas o la inclusión de estos po-
sibles beneficiarios “son muy pocas con respecto a lo que 
debería ingresar al sistema y muchos datos son devueltos 
al IMAS para su corrección entre instituciones” (Sutel, 
2021b, p.33). A esto añade que en las 

mesas de trabajo conjuntas entre la Presidencia de 
la República-MICITT-MEP-SUTEL-IMAS, rea-

lizadas en agosto y setiembre 2020, para la defini-
ción de las metas 5 y 43 del PNDT se definieron 
cantidades mínimas de hogares a recargar por mes 
que no se están cumpliendo y como consecuencia 
se deja de conectar los estudiantes del sistema edu-
cativo público. 

Según las estimaciones acordadas debería cargarse 
a las bases de datos un mínimo de 22000 fami-
lias beneficiarias por mes (7000 para el caso de la 
meta 5 y 15000 para la meta 43). Es probable que 
este atraso se refleje al cierre del programa (Sutel, 
2021b, p.34). 

Durante el 2020, se invirtieron unos 17.366 millones de 
colones de Fonatel en el marco de este programa, lo que 
supone una caída del 18% (3840 millones de colones) 
en comparación con lo que se logró ejecutar en el 2019 
y se debe a la desaceleración en la cantidad de hogares 
potenciales vinculados al proyecto 1. A pesar de esto, la 
inversión acumulada el proyecto ascendió a un total de 
62 633 millones de colones, “lo que representa el 61% 
de todos los montos desembolsados por Fonatel desde el 
2013, para la ejecución y mantenimiento de los progra-
mas y proyectos” (Sutel, 2021b, p.36). 

Figura 233. Costa Rica. Inversión 
ejecutada por medio del Programa 
Hogares Conectados, 2016-2020 (cifras 
anuales en millones de colones)

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 
Sutel 2021b. 

6.060

734

17.298

21.205

17.366

2016	 2017	 2018	 2019	 2020



138 Informe hacia la Sociedad de la Información y el Conocimiento 2021

Programa 3: Centros Públicos Equipados

El Programa Centros Públicos Equipados constituye 
una iniciativa mediante la cual se busca contribuir con 
la reducción en la brecha de acceso a los servicios de 
telecomunicaciones con la dotación de estos servicios 
(conexión de banda ancha) y equipamiento (computa-
doras portátiles y tabletas) a los Centros de Prestación de 
Servicios Públicos, lo que en su mayoría corresponden a 
centros educativos del MEP, los Centros Comunitarios 
Inteligentes (CECI), Centros de Educación y Nutrición 
y Centros Infantiles de Atención Integral (CEN-CINAI) 
así como centros de salud y clínicas de la Caja Costarri-
cense del Seguro Social (CCSS). 

De acuerdo con la Sutel al finalizar el 2020, este pro-
grama logró un avance del 100% con respecto a la meta 
establecida para dicho año, ya que se entregaron 36 
831 dispositivos a centros educativos del MEP, 4318 a 
la CCSS, 5058 a los CECI y 1067 a los CEN-CINAI 

(Sutel, 2021b, p.9). Como puede apreciarse de esto, las 
escuelas y colegios del MEP han sido las instancias que 
mayor cantidad de dispositivos han recibido (cerca del 
72%), mientras que CEN-CINAI han sido los estableci-
mientos que se han visto menos beneficiados por el pro-
grama (ya que representan apenas el 3% de las acciones 
de dotación de conectividad y equipamiento). 

Al examinar la dotación del equipamiento por región 
de planificación se evidencia que en su mayoría estas ac-
ciones se han concentrado en la región Central, segui-
da muy cercanamente por las regiones Huetar Caribe y 
Huetar Norte. A pesar de que la dotación es significativa 
en estas zonas, se observan una diferencia muy notable en 
la cantidad de dispositivos entregados en las regiones del 
Pacífico Central y Brunca, lo que muestra la necesidad 
de continuar fortaleciendo la dotación en estas regiones, 
ya que del contrario se corre el riesgo de concentrar estos 
servicios en unas áreas en detrimento de otras. 
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Figura 2.34. Dispositivos entregados a CPSP para acceso y uso de TIC por 
ubicación, 2020

Fuente: Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021a.

Un aspecto que debe tenerse en cuenta es que durante sep-
tiembre del 2020, el Micitt decidió elevar el número de 
dispositivos que debían entregarse mediante el programa 
de 40 000 dispositivos y servicios de apoyo para el 2020 a 
123 643 dispositivos de conectividad a CPSP a 2021. La 
ampliación de esta meta implica que se estaría logrando 
un 92% de avance para el 2020 y un 30% con respecto 
al total esperado para el 2021. Además, implica que los 
“86 812 dispositivos pendientes de entrega serán asigna-
dos a centros educativos del MEP” (Sutel, 2021b, p. 37).

A partir de la modificación de la meta, en octubre del 
2020 se publicó un segundo concurso para el proyecto 
de equipamiento, cuyo plazo de apertura fue ampliado 
en dos ocasiones (primero hasta el 11 de diciembre del 
2020 y luego al 22 de enero del 2021) ante la recepción 
de “observaciones, objeciones y consultas al pliego carte-
lario 001-2020” (Sutel, 2021b, p.37). 

En línea con estas modificaciones, el 12 de noviembre 
del 2020, la Dirección General de Fonatel envió un 
informe al Consejo de la Sutel sobre las solicitudes de 
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dotación de equipo que instancias como el Micitt, los 
CENCINAI, el Consejo Nacional de la Persona Adulta 
Mayor (Conapam) y el Consejo Nacional de Personas 
con Discapacidad (Conapdis) le han pedido a Fonatel 
en el marco del Programa de Centros Públicos Equipa-
dos. Dicho informe señala que “el total de dispositivos 
y productos de apoyo solicitados por estas instituciones 
asciende a 16576 (620 de Micitt, 6439 de CENCINAI, 
630 de Conapam y 8887 de Conapdis)” (Sutel, 2021b, 
p.38). Junto con esta gestión, se remitió un informe al 
Micitt mediante el acuerdo 027-078-2021 del Consejo 
de la Sutel sobre las solicitudes de estas instituciones y el 
23 de diciembre del 2020 el Micitt indicó mediante el 
oficio MICITT-DVT-OF-125-2021 que el incremento 
de la meta estaba en valoración. 

Programa 4: Espacios Públicos Conectados 

El Programa de Espacios Públicos Conectados es una ini-
ciativa que inició en el 2018 y que fue creada con el fin 
de establecer una red nacional de Internet de Banda An-
cha de acceso gratuito vía WiFi a 513 espacios públicos a 
lo largo de todo el país, que incluyen áreas como parques, 
plazas, estaciones de tren, bibliotecas públicas y Centros 
Cívicos por la Paz. Con esto se pretende que dichas zonas 
dispongan un acceso a 100 Mbps, con una velocidad por 
persona usuaria de 6 Mbps (subida y bajada). 

A la fecha este programa ha sido concluido, lo que lo 
convierte en el primer programa de Fonatel en finalizar 
completamente. Como parte de los esfuerzos realizados 
en el marco del programa, se alcanzó la cobertura en 315 
distritos del país (64% del total de distritos) lo que equi-
vale a la presencia en las 6 regiones de planificación del 
país. Además, se logró construir una red de más de 2500 
kilómetros de fibra óptica a nivel nacional y habilitar las 
513 zonas digitales previstas (Sutel, 2021a). 

Esto significa que a lo largo del 2020 los operadores fina-
lizaron con la instalación de las zonas digitales de acceso 
gratuito (ZAIG)19: Telecable habilitó 170 ZAIG, Coo-
peguanacaste 174 y el ICE finalizó 169, aunque en este 
último caso “quedaron pendientes de ser recibidas por el 
Fiduciario del Fideicomiso del Fonatel” (Sutel, 2021b, 

19	 El éxito en la ejecución del Programa hizo que este fuera 
galardonado con el Premio Alianza de Banda Ancha In-
alámbrica 2020.

p.40) y finalmente, estas fueron puestas en servicio en 
enero del 2021. Con la disposición de estas ZAIG se ins-
talaron 692 puntos de acceso, cifra que para marzo del 
2021 se incrementó a 703 ZAIG (Sutel, 2021a).

Figura 2.35. Distritos con presencia 
del Programas Espacios Públicos 
Conectados, 2020

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 
2021b. 

Un aspecto interesante que llama la atención es que la 
mayoría de las zonas habilitadas corresponden a espa-
cios administrados por la Municipalidades (8 de cada 10 
zonas digitales) (Sutel, 2021b). La importancia de estas 
acciones debe ser puesta en relación con la cantidad de 
dispositivos que se conectaron a la red de alguna Zona 
de Internet Inalámbrico (Zii) durante el 2020, ya que 
aunque la pandemia obligó a la suspensión del servicio 
por 4 meses (mayo a septiembre del 2020), a lo largo del 
año se conectaron unos 1.100.826 dispositivos/usuarios. 

Lo anterior supone una “penetración de un 21,5% de 
la población” (Sutel, 2021b, p.41) y un crecimiento del 
17% entre 2019 y el 2020 en el promedio de usuarios to-
tales mensuales. En ese sentido y a pesar de la pandemia 
“en el 2020 se presentó un incremento de 701608 usua-
rios totales” lo que puede ser visto como un incremento 
del 176% con respecto al 2019. 
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Figura 2.36. Costa Rica. Dispositivos únicos que se conectaron a la red inalámbrica 
de Internet gratuito del Programa Espacios Públicos Conectados 2019-2020 (cifras 
acumuladas)

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021b.
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Otra particularidad relevante 
es que al examinar, las ZAIG 
más utilizadas se observa que 
las personas se conectaron más 
en espacios públicos (85% de 
las personas se conectaron des-
de ahí), mientras que las co-
nexiones en otros sitios fueron 
menos utilizadas, como en el 
caso de las estaciones de tren 
(9%) y las bibliotecas (5%). 
Asimismo, aunque las ZAIG 
habilitadas tienen presencia 
en todas las zonas del país, 
estas se concentran en la pro-
vincia de San José y Alajuela; 
lo que contrasta bastante con 
Limón que apenas tiene el 5% 
de las ZAIG instaladas y pues-
tas en funcionamiento (25) en 
el marco del programa. 

Figura 2.37. Costa Rica. Distribución de zonas digitales de 
acceso gratuito a Internet puestas en servicio por medio del 
Programa Espacios Públicos Conectados según provincia, 
2020 (cifras en porcentajes)

Fuente: Tomado de la Superintendencia de Telecomunicaciones, 2021b.
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En lo que respecta a los recursos ejecutados del progra-
ma, debe señalarse que durante el 2020 se invirtieron 
3740 millones de colones para la implementación de 
los proyectos de este programa, cifra que representa un 
aumento de 2759 millones de colones con respecto al 
2019. Este incremento se debió a “la aceleración de la co-
nectividad en la entrega y puesta en producción de zonas 
digitales durante el 2020 que realizaron los operadores a 
cargo de la ejecución del programa” (Sutel, 2021b, p.42). 
Asimismo, conjuntamente la inversión acumulada del 
programa alcanzó los 4721 millones de colones. 

Otras de las gestiones durante el 2020, comprendieron 
el seguimiento a los convenios firmados con el Instituto 
Costarricense del Deporte y Recreación (ICODER) y el 
Sistema Nacional de Áreas de Conservación (Sinac) para 
que los parques nacionales y los de recreación sean inclui-
dos dentro de las acciones que realiza el Programa. Junto 
con esto también se recibieron solicitudes de Gobiernos 
Locales y la Asamblea Legislativa para incluir nuevos si-
tios. En línea con estas peticiones, la Sutel le presentó 
al Micitt una propuesta para ajuste de meta para incluir 
172 nuevas ZAIG. 

Programa 5: Red Educativa del Bicentenario 

El Programa de Red de Educativa del Bicentenario (pre-
viamente denominado Red de Banda Ancha Solidaria) 
fue creado con la intención de crear una red de banda 
ancha que de forma centralizada conectara a los centros 
educativos del MEP. A pesar de la trascendencia de la 
iniciativa, esta no mostró los avances esperados desde su 
planteamiento. La implementación del programa se ha 
visto obstaculizada por factores de diversa índole entre 
los cuales pueden mencionarse: la poca claridad en cuan-
to al modo como se desarrollaría la iniciativa, la falta de 
definición sobre el alcance del programa por parte del 
Poder Ejecutivo, la ausencia de metas claras dentro del 
PNDT con respecto al programa, los atrasos en la sus-
cripción del Convenio con el MEP y la falta de certeza 
sobre la entidad encargada de liderar su ejecución. 

Cabe señalar que al finalizar el 2020, se valoró la posibili-
dad de ejecutar el Programa de Red de Educativa del Bi-
centenario por dos vías. Ya fuese mediante la Fundación 
Omar Dengo (FOD) en caso de que se aprobara el pro-
yecto de ley de traslado administrativo y financiero del 
Fondo Nacional de Telecomunicaciones a la Fundación 

Omar Dengo (tramitado bajo el Expediente Legislativo 
n° 21.920) o por Fonatel a través de la incorporación del 
programa en el PNDT vigente (para el periodo 2015-
2021). 

En este contexto, durante el segundo semestre del 2020, 
la Dirección General de Fonatel (DGF) remitió un in-
forme al Consejo de la Sutel en el que informaba sobre 
el seguimiento realizado a la mesa de trabajo para la 
Red Educativa del Bicentenario (oficio 08998-SUTEL-
DGF-2020, del 7 de octubre del 2020). El mismo mes, 
se informó al Micitt y a la CGR sobre la reactivación de 
dicha mesa (acuerdo 010-069-2020 del 09 de octubre 
del 2020), por lo que para el 27 de octubre del 2020 el 
Micitt envió a la Sutel la conceptualización del Progra-
ma, especificando que este sería un 

modelo de cuatro capas (Servicios de Operación y 
gestión, Plataforma de Redes y Seguridad, Infraes-
tructura Pasiva; enlace de datos y conectividad) 
para enlazar a un total de 4533 centros educativos 
con acceso a internet e indica la inclusión de una 
meta en el Programa 5 y solicita a la Sutel el análi-
sis jurídico para atender las capas de la nueva meta 
en el marco de los Programas los Programas Co-
munidades Conectadas y Espacios Públicos Co-
nectados. Y propone generar un grupo de trabajo 
para realizar el análisis jurídico y la emisión del 
criterio en plazo para atender la disposición 4.5 
de la Contraloría General de la República (Sutel, 
2021b, p.44). 

Después de haber recibido esta indicación, la Sutel en-
vió el informe 09795-SUTEL-DGF-2020 junto con los 
instrumentos para la incorporación y ajuste de las metas 
44 y 45 al PNDT vigente. Por su parte, en diciembre 
del 2020 el Micitt remitió a la Sutel y el MEP el “infor-
me con el diagnóstico de la necesidad planteada por el 
MEP denominada Red Educativa del Bicentenario, con-
tenido en el informe MICITT-DEMT-INF-014-2020, 
MICITT-DERRT-INF-009-2020 y MICITT-DCNT-
INF-054-2020” (Sutel, 2021b, p.44) y envió a la Sutel 
las versiones finales de los instrumentos para ajustar las 
metas elaboradas por el MEP y avaladas por el Micitt. 

Es así como al cierre del 2020 el Programa de Red de 
Educativa del Bicentenario estaba en proceso de modi-
ficación, por lo que no se registraron avances hasta que 
el 26 de febrero del 2021 cuando se aprobó la inclusión 
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del programa en el PNDT (cambiando el Programa de 
Red de Banda Ancha Solidaria por el de Red de Educa-
tiva del Bicentenario). Con esto se busca transitar hacia 
“un nuevo modelo de conectividad de anchos de banda 
más robustos, equipamiento, integrado a redes de área 
locales (LAN); de acuerdo con los requerimientos y nece-
sidades señalados por el Ministerio de Educación Pública 
(MEP)” (Sutel, 2021c, p.4). 

A partir de esto, se decidió que la Sutel sería la instancia 
encargada de “conectar a Internet de alta velocidad a un 
total de 2.375 escuelas y colegios de zonas rurales y de di-
fícil acceso; lo que corresponde a un 53% de los centros 
educativos del país” (Sutel, 2021c, párr.2). Para alcanzar 
este objetivo, se pretende desarrollar por etapas o fases de 
conectividad: 

a.	 Iniciando con la dotación de servicios de co-
nectividad a banda ancha según las velocida-
des que defina el MEP.

b.	 Instalación del “cableado subterráneo y aéreo, 
canalizaciones, construcciones, ductos, obras, 
postes, sistemas de suministro y respaldo (in-
fraestructura pasiva)” (Sutel, 2021c, párr.5).

c.	 La integración de la plataforma de redes, la 
seguridad y gestión en la nube. 

d.	 Puesta de los servicios de operación y gestión. 

Para cumplir con esto, se definió un presupuesto esti-
mado de $170 millones de dólares y para el 2021 se pre-
tende conectar a “516 escuelas y colegios y continuar la 
conexión a Internet de banda ancha a las 1859 durante el 
2022)” (Sutel, 2021c, párr.8). Las velocidades de servicio 
serían definidas por el MEP y se “continuaría con el pro-
yecto según lo que se determine en el nuevo PNDT, cuyo 
proceso de construcción corresponde al Micitt como 
ente rector” (Sutel, 2021a p.9). 

2.7. PROYECTOS DE LEY EN TELE-
COMUNICACIONES

La existencia de importantes diferencias en cuanto al 
equipamiento y disponibilidad de infraestructuras digi-
tales en diferentes zonas del país, junto con las repercu-

siones que esto ha generado a nivel educativo y laboral, 
han motivado la creación de diferentes iniciativas de ley 
en el último año. Debido a que a través de estas pro-
puestas se pretende solventar las inequidades en el acce-
so a las TIC y las telecomunicaciones, se ha considerado 
oportuno que la presente sección se centre en analizar y 
presentar los proyectos de ley que han sido formulados a 
lo largo del 2020 y la primera mitad del 2021. 

A este efecto, se ha decidido centrar el análisis en los pro-
yectos de ley: para incentivar y promover la construcción 
de infraestructura de telecomunicaciones en Costa Rica 
(Expediente N°225220), Reconocimiento del derecho 
humano a la conectividad (Expediente N°22617), Tras-
lado administrativo y financiero de Fonatel a la FOD 
(Expediente N°21920), Acceso universal y solidario de 
telecomunicaciones en todo el territorio nacional (Expe-
diente N°21945) y Programa Nacional de Alfabetización 
Digital (Expediente N°22206). 

Ley para incentivar y promover la construcción de 
infraestructura de telecomunicaciones en Costa Rica

El Proyecto de Ley para incentivar y promover la construc-
ción de infraestructura de telecomunicaciones en Costa Rica 
es tramitado bajo el expediente legislativo N°225220 y 
corresponde a una iniciativa que fue presentada el 25 de 
mayo del 202120 por el diputado Jonathan Prendas Ro-
dríguez, otros congresistas independientes y parlamen-
tarios de las fracciones legislativas del Partido Unidad 
Social Cristiana (PUSC), Partido Liberación Nacional 
(PLN), Partido Republicano Social Cristiano (PRSC), 
Partido Integración Nacional (PIN)21. 

20	 Al momento de la publicación de este informe, este proyec-
to se encontraba en discusión a lo interno de la Comisión de 
Gobierno y Administración. 

21	 Las y los congresistas que presentaron esta iniciativa son 
los siguientes: María Inés Solís Quirós y Pablo Heriberto 
Abarca Mora (PUSC), Dragos Dolanescu Valenciano y 
Otto Vargas Víquez (Partido Republicano Social Cristiano), 
Franggi Nicólas Solano, Ana Karine Niño Gutiérrez, Silvia 
Vanessa Hernández Sánchez, Aida María Montiel Héctor, 
Ana Lucía Delgado Orozco y María José Corrales Chacón 
(Partido Liberación Nacional), Walter Muñoz Céspedes 
(Partido Integración Nacional), Carmen Irene Chan, Nid-
ia Céspedes Cisneros, Erick Rodríguez Steller, Marolin 
Azofeifa Trejos, Ignacio Alberto Alpízar Castro y Harllan 
Hopelman Paez (estos últimos independientes). 
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Esta propuesta de norma ha sido planteada en respuesta 
a las brechas que la pandemia ha visibilizado sobre todo 
a nivel de acceso a las TIC. Debido a que las diferencias 
en el tipo de infraestructura de telecomunicaciones pue-
den constituir un aliciente o una limitación para acceder 
a servicios como el Internet los cuales pueden limitar o 
potenciar la realización de actividades como la educación 
virtual, el teletrabajo, entre otras. Este contexto resalta la 
importancia de invertir en el desarrollo de la infraestruc-
tura de telecomunicaciones como un medio esencial para 
mejorar el acceso a las TIC, estimular el desarrollo de las 
regiones, la reactivación económica e inclusive potenciar 
la innovación. 

Por otro lado, cabe señalar que esta iniciativa se alinea 
con lo planteado en el Plan Nacional de Desarrollo de 
Telecomunicaciones (PNDT), las visiones que consi-
deran que el acceso a las TIC y las telecomunicaciones 
deben ser vistas como un derecho humano, así como 
con lo estipulado por la Sala Constitucional en la Reso-
lución N°015763-2011 y de la cual deriva la obligación 
del Estado costarricense a establecer una “infraestructura 
robusta, sólida y uniforme en materia de telecomuni-
caciones para dar cumplimiento a las disposiciones del 
Derecho Internacional Público” (Expediente Legislativo 
N°225220, 2021, p.2).

Es importante señalar que este proyecto ofrece una de-
finición de la infraestructura de desarrollo de telecomuni-
caciones que se basa en lo establecido en la Norma In-
ternacional 60050 de la Comisión Electrotécnica y la 
Recomendación UIT-R V.662-3 de la Unión Internacio-
nal de Telecomunicaciones (UIT). A partir de esto, se la 
entiende como el conjunto de “antenas, ductos, torres 
y postes, entre otros elementos, cuyo fin es facilitar la 
transmisión, emisión y/o recepción de signos, señales, 
escritos, datos, imágenes, sonidos o información de cual-
quier naturaleza por diversos sistemas electromagnéticos” 
(Expediente Legislativo N°225220, 2021, p.2).

Si bien es cierto que desde hace varios años el país ha ve-
nido realizando esfuerzos muy significativos para ordenar 
el proceso de desarrollo de este tipo de infraestructura, 
sobre todo en el marco de la normativa que ha sido emi-
tida como parte de la ejecución de la Política Pública en 
Materia de Infraestructura de Telecomunicaciones; aún 
persisten falencias, particularmente a nivel municipal. 
En dicho sector, no siempre hay uniformidad en los re-

quisitos definidos a la hora de solicitar permisos de uso 
de suelo y/o de construcción, lo que refleja la existencia 
de imprecisiones técnicas en los reglamentos municipales 
para la construcción de infraestructura de telecomunica-
ciones. 

Esto no sólo demuestra la necesidad de fortalecer y ho-
mogeneizar los estándares para el desarrollo de esta in-
fraestructura, sino también de que este despliegue se 
realice de “forma coordinada entre todas las entidades 
públicas afines o relacionadas con el sector, para asegurar 
que la normativa y el conjunto de disposiciones técnicas 
y legales existentes se apliquen en forma pareja en todo 
el país” (Expediente Legislativo N°225220, 2021, p.3). 
Por ello, la propuesta busca que las solicitudes de uso de 
suelo y los permisos de construcción de torres de telefo-
nía se realicen conforme a la regulación existente, sin te-
ner que generar cambios en los planes reguladores, en los 
reglamentos de zonificación de las municipalidades o se 
recurre a procedimientos adicionales. Esto supone propi-
ciar la simplificación de trámites y una mayor seguridad 
jurídica a la hora de que los operadores deban efectuar el 
despliegue de esta infraestructura. 

Asimismo, en la propuesta se establece que las disposi-
ciones de la norma deberán ser acatadas por todas las ins-
tituciones públicas del sector de telecomunicaciones, así 
como por otras instancias de la Administración Pública 
como las municipalidades y las instituciones autónomas 
y semiautónomas. A partir de esto, se determina que las 
entidades vinculadas a la definición de requisitos y los 
trámites para el desarrollo de infraestructura de teleco-
municaciones tendrán que trabajar de forma coordinada 
y articulada, de modo que con ello se mejore la cobertura 
de las telecomunicaciones en el país. 

A este efecto, se autoriza a las instituciones públicas (de 
gobierno central y descentralizado) para que sus bienes 
inmuebles (particularmente los edificios) puedan ser usa-
dos en la instalación de infraestructura de telecomuni-
caciones (artículo 4). En el caso de las municipalidades 
se establece la obligación de que éstas integren en sus 
respectivos reglamentos todos los “requisitos necesarios 
para la instalación de infraestructura de telecomunica-
ciones en cuanto al uso de suelo y la autorización para 
las licencias constructivas de manera que se simplifiquen 
los trámites” (Expediente Legislativo N°225220, 2021, 
artículo 3).
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Por su parte, el proyecto resalta la necesidad de que el 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) in-
cluya los aspectos técnicos que permitan que la planifi-
cación y desarrollo de estas obras contemple el desarrollo 
de infraestructura de telecomunicaciones en el diseño de 
todas las vías nacionales y en los planos de reconstrucción 
de carreteras. Con este propósito, la norma determina 
en su primer transitorio, que el MOPT contará con un 
plazo máximo de cuatro meses para “girar las instruccio-
nes y desarrollar los instrumentos” (Expediente Legisla-
tivo N°225220, 2021, transitorio I) que hagan posible el 
cumplimiento de esta obligación legal. 

En lo que respecta a los procesos de solicitudes de uso 
de suelo, alineamiento, licencia constructiva y viabili-
dad ambiental y los permisos requeridos ante el Sistema 
Nacional de Áreas de Conservación (Sinac) el proyecto 
propone que la aplicación deberá estar sujeta a lo esta-
blecido en la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso 
de Requisitos y Trámites Administrativos (Ley Nº 8220). 
Para ello, el transitorio segundo se prevé un periodo de 4 
meses para que las instituciones que intervienen en estos 
procesos emitan las directrices y los reglamentos que per-
mitan el cumplimiento de la Ley Nº 8220.

En términos generales, puede afirmarse que la promo-
ción de este proyecto de ley sienta un importante pre-
cedente no sólo porque reconoce y visibiliza el peso que 
tienen las trabas legales a nivel local en el despliegue e 
instalación de la infraestructura de telecomunicaciones, 
sino también porque busca establecer mecanismos que 
aseguren un proceso ordenado que contribuya al acata-
miento de los estándares establecidos a la hora de de-
sarrollar este tipo de infraestructura, a la vez que busca 
reducir las imprecisiones técnicas y cerrar los márgenes 
de interpretación que pueden contener los reglamentos 
municipales para la construcción de infraestructura de 
telecomunicaciones.

Reconocimiento del derecho humano a la conec-
tividad, tecnologías de información y telecomuni-
caciones, con acceso universal en todo el territorio 
nacional 

El Proyecto de Ley tramitado bajo el Expediente legisla-
tivo N°22617 Adición de un párrafo al artículo 33 de la 
constitución política, para reconocer como derecho humano 
la conectividad, tecnologías de información y telecomuni-

caciones, con acceso universal en todo el territorio nacional 
fue presentado el 3 de agosto del 2021 en el plenario 
legislativo por la diputada liberacionista Paola Valladares 
Rosado con apoyo de congresistas del Partido Liberación 
Nacional (PLN), el Partido Integración Nacional (PIN), 
el Partido Restauración Nacional (PRN), el Partido 
Unidad Social Cristiana (PUSC), el Partido Frente Am-
plio (FA), el Partido Acción Ciudadana (PAC), el Par-
tido Republicano Social Cristiano (PRSC)22 y las y los 
parlamentarios independientes Ivonne Acuña Cabrera, 
Jonathan Prendas Rodríguez, Erick Rodríguez Steller y 
Zoila Rosa Volio Pacheco. 

Esta iniciativa ha sido planteada en respuesta a la si-
tuación decantada por la pandemia del Covid-19 en la 
que se ha demostrado la importancia de contar con una 
infraestructura digital que avale una adecuada presta-
ción de servicios de telecomunicaciones, en la que se 
mejore la conectividad y por tanto, se puedan desarro-
llar diverso tipo de actividades laborales, educativas y/o 
para el entretenimiento. Sin embargo, las diferencias 
en el acceso al Internet y otras tecnologías, así como 
las limitaciones para contar con redes de alta velocidad 
han provocado que en ciertos sectores se hayan visto 
afectadas; reflejando la existencia de “las desigualdades 

22	 Las y los disputados que presentaron este proyecto según el 
partido son: Ana Karine Niño Gutiérrez, Wagner Alberto 
Jiménez Zúñiga, Carlos Ricardo Benavides Jiménez, Ana 
Lucía Delgado Orozco, Silvia Vanessa Hernández Sánchez, 
Roberto Hernán Thompson Chacón, Gustavo Alonso Vi-
ales Villegas, Luis Antonio Aiza Campos, Franggi Nicolás 
Solano, David Hubert Gourzong Cerdas, Daniel Isaac Ul-
ate Valenciano, Luis Fernando Chacón Monge, Aida María 
Montiel Héctor, Jorge Luis Fonseca Fonseca y Paola Alexan-
dra Valladares Rosado PLN; Sylvia Patricia Villegas Álvarez 
y Walter Muñoz Céspedes del (PIN); Carlos Luis Avendaño 
Calvo, Giovanni Alberto Gómez Obando, Xiomara Pris-
cilla Rodríguez Hernández, Eduardo Newton Cruickshank 
Smith, Melvin Ángel Núñez Piña del PRN; María Vita 
Monge Granados, María Inés Solís Quirós, Óscar Mau-
ricio Cascante Cascante, Erwen Yanan Masís Castro del 
PUSC; José María Villalta Florez-Estrada del FA; Víctor 
Manuel Morales Mora, Carolina Hidalgo Herrera, Welmer 
Ramos González, Nielsen Pérez Pérez, Luis Ramón Car-
ranza Cascante, Catalina Montero Gómez, Paola Viviana 
Vega Rodríguez, Laura Guido Pérez, Mario Castillo Mén-
dez del PAC; Dragos Dolanescu Valenciano del PRSC; y los 
independientes Ivonne Acuña Cabrera, Jonathan Prendas 
Rodríguez, Erick Rodríguez Steller y Zoila Rosa Volio Pa-
checo.
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territoriales históricas del país, asociadas al bajo desa-
rrollo relativo y socioeconómico que ha caracterizado 
a las regiones de la periferia” (Expediente N°22617, 
2021, p.3).

La atención de estas brechas resulta indispensable ya que 
según el principio de unicidad de la red y 

desde el punto de vista técnico, las zonas que no 
cuentan con la infraestructura necesaria según el 
diseño de la red de cada operador, no pueden sa-
tisfacer las condiciones de desarrollo requeridas, 
dado que todas las partes que componen la red 
fijas y móviles, son fundamentales para poder 
brindar los servicios de telecomunicaciones, por 
lo tanto, la ausencia de uno de los elementos in-
tegrales, como en este caso lo es la infraestructura 
digital, impedirían el desarrollo y buen desempe-
ño de los servicios de telecomunicaciones a los ha-
bitantes (Expediente N°22617, 2021, p.1). 

En este contexto, el acceso a las TIC es considerado 
como un aspecto que contribuye en el ejercicio de cier-
tos derechos fundamentales tales como la libertad de 
expresión y el acceso a la información. Por ello, a nivel 
internacional organismos como el Consejo de Derechos 
Humanos (OHCHR) de la Organización de Naciones 
Unidas (ONU) ha emitido diversos instrumentos a tra-
vés de los cuales se ha reiterado la necesidad de estable-
cer el acceso a las TIC como un derecho humano. Sobre 
este punto en particular la Resolución A/HRC/20/L13 
adoptada por el OHCHR plantea la obligación de los 
Estados de “facilitar el acceso universal a internet y es-
tablecer mecanismos regulatorios para fomentar un ac-
ceso más amplio incluyendo a las poblaciones pobres y 
a las zonas rurales más alejadas” (Expediente N°22617, 
2021, p.7).De manera paralela, la Sala Constitucional 
ha emitido jurisprudencia en la cual se ha reconocido 
el derecho al acceso a las TIC en sentencias como las 
Resoluciones:

•	 Nº 2010-012790 (Derecho de acceso a las nuevas 
tecnologías)23

•	 Nº 2010-010627 (Internet y derechos a la infor-
mación y la comunicación)

23	 Cabe señalar que esta es la única resolución señalada en el 
proyecto de ley. 

•	 Nº 2011-004142 (Derecho de acceso a Internet)

•	 Nº 2011-015763 (Derecho a las telecomunicacio-
nes e infraestructura)

•	 Nº 2012-016882 (Libertad de expresión y cuen-
tas institucionales en redes sociales)

•	 Nº 2014 000531 (Acceso a la información públi-
ca en Internet)

•	 Nº2014-16365 (Derecho de acceso a Internet y 
tarifa por descarga de datos)

•	 Nº 2015-008472 (Libertad de expresión y dere-
cho de rectificación en redes sociales) 

•	 Nº 2017011212 (Derecho de acceso a Internet y 
política de uso justo). 

En línea con estos antecedentes, el proyecto de ley pre-
tende consignar el acceso a las telecomunicaciones como 
un derecho humano dentro de la Constitución Política 
en tanto constituye una acción que permite reconocer y 
fortalecer todas

las acciones necesarias para lograr un acceso y 
aprovechamiento universal de las TIC… des-
plegar oportunamente las redes de telecomu-
nicaciones, las cuales son fundamentales para 
resguardar el derecho que se incluye con esta 
reforma, así como todos los demás derechos 
inherentes a éste tales como la libertad de ex-
presión, información, salud, educación, vida y 
ambiente, entre otros (Expediente N°22617, 
2021, p.8).

Con base a esta consideración se busca realizar una refor-
ma constitucional al artículo 33 para que este se lea así:

ARTÍCULO 33.- Toda persona es igual ante la ley 
y no podrá practicarse discriminación alguna con-
traria a la dignidad humana.

Toda persona tiene el derecho humano a la co-
nectividad, tecnologías de información y tele-
comunicaciones, con acceso universal en todo 
el territorio nacional. El estado garantizará, 
protegerá y preservará ese derecho. La ley regu-
lará esta materia. (Expediente N°22617, 2021, 
artículo 1).
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Ley de traslado administrativo y financiero del Fon-
do Nacional de Telecomunicaciones a la Fundación 
Omar Dengo24 

El proyecto de ley de traslado administrativo y finan-
ciero del Fondo Nacional de Telecomunicaciones a la 
Fundación Omar Dengo tramitado bajo el Expediente 
Legislativo n° 21.920 fue presentado en abril del 2020 
por la diputada liberacionista Yorleny León Marchena, 
con el objetivo de introducir una reforma en los artí-
culos 33, 35, 36, 37, 38 y 309 de la Ley General de 
Telecomunicaciones (LGT) y proponer un traslado de 
carácter administrativo del Fondo Nacional de Teleco-
municaciones (Fonatel) a la Fundación Omar Dengo 
(FOD). Los principales cambios propuestos en este 
proyecto de ley buscan que:

•	 La FOD asuma la administración de los re-
cursos financieros de Fonatel, permitiéndose 
que tenga potestad para crear fideicomisos, 
siempre y cuando los contratos de estos sean 
realizados con instancias del Sistema Banca-
rio Nacional.

•	 Que los operadores y/o proveedores de servi-
cios que participan en proyectos ejecutados 
con recursos de Fonatel, deben contar con 
un sistema de contabilidad de costos separa-
da, que deberá ser auditada por una firma de 
contadores públicos autorizada por la FOD en 
lugar de la Sutel.

•	 Eliminar la competencia de la Sutel para reducir o 
quitar el financiamiento a los operadores en caso 
de modificación/desaparición de las condiciones 
que originaron la subvención, el incumplimiento 
de las obligaciones de los operadores/proveedores, 
caso fortuito/ fuerza mayor o cuando sea de inte-
rés público.

•	 Eliminar la obligación establecida a la Sutel de 
indemnizar a los proveedores u operadores de 
servicios de telecomunicaciones por los daños y 
perjuicios ocasionados al reducir o eliminar el fi-
nanciamiento a estos. 

24	 Para ahondar en el análisis de este proyecto de ley se re-
comienda revisar el capítulo 2 del Informe Hacia la Socie-
dad de la Información y el Conocimiento 2020. 

•	 Que la Tesorería Nacional deposite los dineros 
recaudados por la contribución parafiscal en una 
cuenta separada a nombre de la FOD, en lugar de 
a la Sutel.

•	 Obligar a la Sutel a suministrar toda la informa-
ción que la FOD requiera en el ejercicio de sus 
funciones.

•	 Que para evaluar la gestión de recursos se realice 
una auditoría externa -financiada con recursos de 
Fonatel-, la cual tendrá que ser contratada por la 
FOD.

Es importante señalar que la fundamentación del tras-
lado administrativo de Fonatel a la FOD se basó en las 
debilidades asociadas con la ejecución de los recursos 
del Fondo y los atrasos en el desarrollo de proyectos; lo 
que supone una afectación directa en el equipamiento 
y la dotación de infraestructura de telecomunicaciones 
para los sectores más vulnerables. Sin embargo, debe 
mencionarse que dichos planteamientos aluden a do-
cumentos con información muy desactualizada sobre el 
estado de situación de los programas y proyectos que 
son ejecutados con recursos de Fonatel; aspecto que no 
deja de llamar la atención, sobre todo porque varias de 
las falencias señaladas ya han sido subsanadas con el 
tiempo. 

Por otro lado, según la consulta de criterio realizada 
por la CGR, el ente contralor se opuso a que potestades 
estatales “como las que cumple la Sutel a través de los 
recursos de Fonatel en aras de garantizar los principios 
de acceso y servicio universal en las telecomunicaciones 
fueran traspasadas a un ente de carácter privado como 
la Fundación” (DEST, 2020, p.6). Es muy posible que 
dicha opinión haya incidido en la presentación del Pro-
yecto de Ley del Programa Nacional de Alfabetización 
Digital (Expediente N° 22206), “donde se ha optado en-
tonces solo por el traslado de fondos, y en forma directa 
al Ministerio de Educación Pública o Micitt” (DEST, 
2020, p.6). Por ello no es de extrañar que esta iniciativa 
de ley no haya tenido mayores avances ya que hasta la 
fecha de publicación de este informe, aún se mantiene en 
el orden del día de la Comisión de Asuntos Sociales de 
la Asamblea Legislativa (espacio al que ingresó desde el 2 
de junio del 2020). 
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Ley de acceso universal y solidario de telecomunica-
ciones en todo el territorio nacional25 

El Proyecto de Ley de Acceso Universal y Solidario de Te-
lecomunicaciones en todo el Territorio Nacional (expe-
diente legislativo N °21945) presentado por el diputado 
Óscar Mauricio Cascante Cascante del Partido Unidad 
Social Cristiana (Pusc) el 24 de abril del 2020. El 7 de 
mayo de ese mismo año se publicó en el Diario Oficial 
La Gaceta, fue remitido a la Comisión de Asuntos Eco-
nómicos el 29 de mayo del 2020 e ingresó al orden del 
dicho de esa comisión el 2 de junio del 2020. Ahí se 
mantuvo hasta el 24 de agosto del 2020, cuando se en-
vió al archivo y después ingresó en el orden del día de la 
Comisión Permanente Especial de Ciencia, Tecnología y 
Educación, donde permanece hasta el momento. 

El objetivo de esta iniciativa es que los programas de ac-
ceso universal y solidario que son implementados con re-
cursos de Fonatel sirvan para mejorar el acceso a internet 
de los hogares más vulnerables del país, dotándoles de 
banda ancha en “las mismas condiciones y posibilidades 
que tienen los hogares que se ubican en áreas urbanas de-
sarrolladas” (Expediente n°21945, 2020, párr. 7). Tam-
bién se busca:

•	 Instalar tecnologías digitales en los centros educa-
tivos, siendo necesario que las escuelas y colegios 
sean dotados de infraestructura e internet de alta 
velocidad acorde a la cantidad de estudiantes.

•	 Crear un subsidio especial (de hasta un 50% del 
servicio de Internet) para que los estudiantes uni-
versitarios de bajos recursos puedan financiar su 
acceso a internet y que el Estado le brinde a los 
estudiantes universitarios (de centros públicos y 
privados) una computadora. 

•	 Otorgar un subsidio de hasta el 50% en el pago 
del servicio de internet para las pequeñas y media-
nas empresas que estén inscritas formalmente ante 
el Ministerio de Economía, Industria y Comercio 
(Meic); así como para las mipymes registradas en 
el Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) 
por un plazo mínimo de tres meses. 

25	 Para un análisis más profundo de este proyecto de ley se 
recomienda revisar el capítulo 2 del Informe Hacia la So-
ciedad de la Información y el Conocimiento 2020.

•	 Declarar de interés público a los Programas de 
Comunidades Conectadas, Hogares Conectados, 
Centros Públicos Conectados y Espacios Públicos 
Conectados. 

En relación con este proyecto de ley, la Contraloría Ge-
neral de la República (CGR) en su opinión consultiva 
sobre esta propuesta de norma26, ha manifestado que esta 
es reiterativa y que varios de los aspectos que plantea, ya 
están presentes en la legislación vigente (DEST, 2020). 
Justamente, se señala la necesidad de valorar la 

integralidad del ordenamiento jurídico vigente, si 
los temas planteados en el proyecto deben estar 
regulados a nivel legal de manera precisa, con-
siderando que el sistema…que rige actualmen-
te, permite que los propósitos de la iniciativa…
puedan ser abordados a partir de los principios, 
mecanismos y las competencias asignadas a entes 
públicos relacionados con la materia. En esta lí-
nea, considérese que la propia Ley General de Te-
lecomunicaciones…posee los instrumentos para 
contemplar, sin restricción alguna, las metas que 
se pretenden en esta iniciativa legislativa (Contra-
loría General de la República, [CGR], 2020, p.3). 

Ley del Programa Nacional de Alfabetización Digital 

El Proyecto de Ley del Programa Nacional de Alfabetiza-
ción Digital, tramitado bajo el Expediente N° 22206 fue 
presentado el 10 de septiembre del 2020 en el plenario 
legislativo por la diputada liberacionista Yorleny Alfaro 
León y un amplio grupo de parlamentarios del Partido 
Unidad Social Cristiana (PUSC), Partido Acción Ciu-
dadana (PAC), el Partido Frente Amplio (FA), Partido 
Restauración Nacional (PRN), Partido Integración Na-
cional (PIN), el Partido Liberación Nacional (PLN) e 
independientes27. 

26	 Opinión sobre Proyecto de Ley de acceso universal y soli-
dario de Telecomunicaciones en todo el territorio nacional. 
Expediente N.° 21 945. DFOE-IFR-0483. 

27	 Las y los disputados que presentaron este proyecto según 
el partido fueron: Yorleny Alfaro León, Wagner Alber-
to Jiménez, Paola Alexandra Valladares Rosado, Carlos 
Ricardo Benavides Jiménez, Silvia Vanessa Hernández 
Sánchez, Luis Fernando Chacón Monge y Ana Karine 
Niño Gutiérrez del PLN; Aracelly Salas Eduarte, Rodolfo 
Rodrigo Peña Flores, María Vita Monge Granado, María 
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Con esta iniciativa se busca crear un Programa a través del 
cual se generen proyectos de infraestructura y dotación 
de equipo de modo que con ello se contribuya a “garan-
tizar el acceso de la comunidad educativa a herramientas 
tecnológicas para la creación de capacidades en el uso y 
desarrollo de las nuevas tecnologías” (Departamento Es-
tudios, Referencias y Servicios Técnicos, [DEST], 2020, 
p.3) ya sea a manos del Ministerio de Educación Pública 
(MEP) o del Ministerio de Ciencia, Innovación, Tecno-
logía y Telecomunicaciones (Micitt). 

Como parte de la fundamentación de este proyecto de 
ley se plantea que en el contexto de pandemia y ante 
el cierre de diversos centros educativos, algunos de los 
sectores del estudiantado costarricense no han podido 
continuar recibiendo clases por “falta de conectividad o 
del equipo tecnológico necesario para un aprendizaje vir-
tual” (Expediente N°22206, 2020, p.1), generando un 
notable impacto en poblaciones vulnerables (sobre todo 
en zonas rurales del país), las cuales además se han visto 
históricamente afectadas por brechas educativas de diver-
sa índole.

En estas circunstancias y considerando los avances que se 
han dado en el ámbito de la digitalización, revela la im-
portancia que posee la alfabetización digital actualmente 
y es por eso se afirma que es necesario que el Ministerio 
de Educación Pública (MEP) ponga en práctica “un pro-
grama con cobertura nacional dirigida a la permanencia 
en el sistema educativo de los grupos más vulnerables” 
(Expediente N°22206, 2020, p.2)28, a partir de un abor-
daje de la brecha digital integral que contemple “los dis-
positivos de acceso y la conectividad, complementando 

Inés Solís Quirós del PUSC; Víctor Manuel Morales Mora, 
Catalina Montero Gómez, Enrique Sánchez Carballo, 
Carolina Hidalgo Herrera y Laura María Guido Pérez del 
PAC; José María Villalta Flórez-Estrada del FA; Melvin Án-
gel Núñez Piña, Mileidy Alvarado Arias, Xiomara Priscilla 
Rodríguez Hernández, Floria María Segreda Sagot y Car-
los Luis Avendaño Calvo del PRN; Otto Roberto Vargas 
Víquez y Dragos Dolanescu Valenciano del PRSC; Wálter 
Muñoz Céspedes y Sylvia Patricia Villegas Álvarez del PIN; 
y Marulin Raquel Azofeifa Trejos, Carmen Irene Chan 
Mora, Ivonne Acuña Cabrera, Zoila Rosa Volio Pacheco 
(independientes). 

28	 También se señala que el proyecto de ley está alineado con 
el Proyecto de Tecnologías Digitales, la Política Educativa y 
la Política en Tecnologías de Información.

con procesos de alfabetización digital en los distintos 
niveles de las TIC” (Expediente N°22206, 2020, p.5). 
En línea con esto, se pretende incorporar a los Centros 
Comunitarios Inteligentes (CECI) dentro del PNAD 
con el fin de que se mejoren las condiciones de conectivi-
dad y se facilite la “consolidación de opciones planeación 
de largo plazo para la capacitación en alfabetización y el 
fomento a la empleabilidad, emprendimiento y autoem-
pleabilidad, así como potenciar su uso por parte de la 
comunidad” (Expediente N°22206, 2020, p.10).

Para lograr lo anterior, el proyecto pretende reformar 
la Ley General de Telecomunicaciones o LGT (Ley 
N°8642, 2008), lo que supone cambios a los artículos 
31, 32, 33, 34, 36, 38, 39 y 40 de dicha norma y la adi-
ción de un artículo bis a los artículos 34 y 35. A este efec-
to, la propuesta de norma dispone de una modificación 
en el artículo 6 de la LGT mediante la cual se añaden 
nuevas definiciones o se agrega la noción de alfabetiza-
ción digital a las definiciones existentes (por ejemplo en 
los conceptos de agenda digital y proveedor). Entre las 
nociones que se agregan a la LGT destacan la de alfabeti-
zación digital, comunidad educativa, Red Educativa del 
Bicentenario y el Programa Nacional de Alfabetización 
Digital (PNAD), las cuales serán precisadas a continua-
ción. El primero de estos términos (alfabetización digital) 
es definido como la 

adquisición de conocimientos y habilidades en el uso 
de dispositivos, programas, lenguajes de programa-
ción, la carga y descarga de archivos; la búsqueda, 
la clasificación, integración y evaluación de informa-
ción y recursos digitales tecnológicos y contenidos, la 
navegación en entornos virtuales y la comunicación 
por diferentes medios digitales para el uso producti-
vo, significativo, seguro, crítico y responsable de la 
tecnología para la educación, la formación, el traba-
jo y la participación en la sociedad (Expediente N° 
22206, 2020, artículo 2, inciso 5). 

Por su parte, el concepto de Comunidad Educativa es plan-
teado para aludir a todos los actores que participan en “la 
dinámica, la calidad del proceso de enseñanza-aprendizaje y 
la capacidad de gestión de cada centro educativo, así como 
las relaciones entre estos” (Expediente N° 22206, 2020, artí-
culo 2, inciso 9). Estas últimas incluyen al estudiantado a los 
padres y madres de familia, al personal docente, administra-
tivo, “técnico-docente y administrativo-docente destacado 



149Capítulo 2  Regulación, infraestructura y telecomunicaciones en la crisis del Covid-19

en los centros educativos, así como las Juntas de Educación 
y las Juntas Administrativas” (Expediente N° 22206, 2020, 
artículo 2, inciso 9) y en el caso de los territorios indígenas, 
también debe integrar a las Asociaciones de Desarrollo In-
dígena y a otras instancias indígenas que estén formalmente 
constituidas. 

Por su parte, el Programa Nacional de Alfabetización Di-
gital (PNAD) es definido como aquel que busca alcanzar 
los objetivos de acceso y servicio universal y solidaridad 
de las telecomunicaciones, y contribuir con la reducción 
de la brecha digital y potenciar la alfabetización digital. 
Con base a esta definición el PNAD incluirá acciones 
diversas entre las cuales se encuentra el desarrollo de “la 
infraestructura de telecomunicaciones necesaria para la 
conectividad, el servicio de conectividad, el equipamien-
to y el contenido didáctico requerido” (Expediente N° 
22206, 2020, artículo 2, inciso 18) establecidos en los 
proyectos que establezcan el Micitt y el MEP. 

Es así como en línea con estas intervenciones, el expe-
diente legislativo define la Red Educativa del Bicentenario 
como un proyecto del PNAD que busca “alcanzar los 
objetivos de acceso universal, servicio universal, solida-
ridad de telecomunicaciones, la reducción de la brecha 
digital, así como la alfabetización digital” (Expediente N° 
22206, 2020, artículo 2, inciso 21); lo que no ofrece una 
diferenciación clara entre el proyecto y el PNAD, ya que 
básicamente ambos tendrían el mismo fin. 

Igualmente, esta propuesta de norma establece la obli-
gación de que las instituciones públicas (de la Adminis-
tración Central y Descentralizada), Municipalidades y 
entes autónomas deberán “colaborar y ajustar los proce-
dimientos y disposiciones que corresponda a fin de faci-
litar con el despliegue de infraestructura pública para la 
implementación de los Proyectos” (Expediente N° 22206, 
2020, artículo 1) vinculados al Programa. Si bien esto es 
un planteamiento muy positivo ya que en el fondo de este 
razonamiento, se busca propiciar la articulación y coordi-
nación así como la cooperación con instancias que puedan 
afectar la ejecución del PNAD, llama la atención que solo 
se plantee en relación a este proyecto y no con respecto al 
resto de programas de acceso y servicio universal y solida-
ridad de las telecomunicaciones. 

En lo que respecto a las reformas del artículo 31 y 32 del 
(Título II Régimen de Garantías Fundamentales y referente 

a los mecanismos de financiamiento, asignación, adminis-
tración y control de recursos de Fonatel) se agregó a los ob-
jetivos de acceso y servicio universal y solidaridad, el de 
alfabetización digital. Y en el caso particular del artículo 
32, se adiciona al objetivo de acceso a servicios de calidad 
la condición de que estos sean dados a través de redes 
fijas o móviles y de forma “oportuna, eficiente y a precios 
asequibles y competitivos, a los habitantes del país que 
no tengan recursos suficientes para acceder a ellos” (Ex-
pediente N° 22206, 2020, artículo 3).

Lo anterior también es planteado para el objetivo tercero 
del artículo 32, sin embargo, se propone una modifica-
ción en el público al que está destinada la dotación de 
servicios de telecomunicaciones. Si bien se mantiene a 
las personas con discapacidad, personas adultas mayores 
e indígenas, se cambia la denominación de albergues de 
menores de edad para que integre a esta población y se 
propone cambiar como destinatarios a los centros de sa-
lud públicos los Centros de Prestación Servicios Públicos 
(CPSP), los cuales deberán ser definidos por el Micitt. 

Otros de los cambios propuestos en el artículo 32 son 
los referidos al cuarto objetivo sobre la reducción de la 
brecha digital y el disfrute de los beneficios de la socie-
dad de la información y el conocimiento (SIC), el cual 
según la LGT debe ser impulsado con el desarrollo de 
infraestructura. En ese sentido, el expediente legislativo 
especifica que dicha infraestructura deberá servir para 
construir redes fijas o móviles, y asimismo, se propone 
sustituir la parte del texto que se refiere a los servicios de 
banda ancha por la denominación de servicios de teleco-
municaciones. 

Seguidamente, la reforma del artículo 33 está relaciona-
da con el rol de la Superintendencia de Telecomunicacio-
nes (Sutel), ya que en la redacción original de la LGT se 
establecía que la LGT es la instancia encargada de definir 
y ejecutar los proyectos de acceso y servicio universal, se-
gún las metas definidas en el PNDT. No obstante, con 
este proyecto de ley se pretende que la Sutel formule el 
pliego de condiciones y se encargue de la ejecución de 
los proyectos de acceso universal, servicio universal y 
solidaridad de las telecomunicaciones, contenidos en el 
PNDT; mientras que el MEP estaría a cargo de definir el 
pliego de condiciones y la implementación de la cartera 
de proyectos que integren el PNAD. 
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Cabe señalar que en relación con el financiamiento del 
PNAD, el expediente legislativo N° 22206 introduce un 
cambio en el artículo 34. A este efecto, se agrega un ar-
tículo bis mediante el cual se establece la creación del 
PNAD como un mecanismo que contribuirá con el al-
cance de los objetivos del régimen de acceso y servicio 
universal y solidaridad; y por tal razón, el programa será 
incluido de forma permanente tanto en la agenda digi-
tal como en PNDT. También se establece que el PNAD 
incluirá acciones vinculadas con el desarrollo de “infraes-
tructura de telecomunicaciones necesaria para la conec-
tividad, el servicio de conectividad, el equipamiento y 
el contenido didáctico requerido, definidos según los 
proyectos” (Expediente N° 22206, 2020, artículo 34 bis) 
que determinen el Micitt y el MEP. 

De igual modo, según el proyecto de ley se pretende 
priorizar a los territorios vulnerables de las áreas rurales 
de la periferia del país y que los beneficiarios del PNAD 
sean la Comunidad Educativa del sistema de educación 
público y las personas usuarias de los CPSP (por ejem-
plo, los Centros Comunitarios Inteligentes o CECI). 

Por otro lado, sobre la Administración de los recursos 
de Fonatel29, el expediente legislativo añade al artículo 
35 un artículo bis a través del cual se pretende que la 
Sutel transfiera los recursos necesarios para el desarrollo 
del PNAD al MEP o al Micitt, en un plazo de 15 días 
naturales “contados a partir de la fecha de la presentación 
de la solicitud” (Expediente N°22206, 2020, artículo 35 
bis) por cualquiera de estas entidades. Igualmente, se de-
termina que antes de que el MEP solicite la transferencia 

29	 De acuerdo con este artículo, la gestión de dichos recursos 
deberá ser hacerse en línea con el PNDT y los reglamentos 
que se promuevan a dicho efecto. La Sutel es la entidad en-
cargada de la administración de esos recursos “mediante la 
constitución de los fideicomisos que le sean necesarios para 
el cumplimiento de sus fines” (Ley N°8642, 2008, artícu-
lo 35). Dichos fideicomisos tendrán que suscribirse con los 
bancos públicos del Sistema Bancario Nacional, mientras 
que el fiduciario deberá guardar la observancia de las “ob-
ligaciones que le imponen las disposiciones legales vigentes, 
así como las que se deriven del contrato del fideicomiso que 
se suscriba” (Ley N°8642, 2008, artículo 35). Los recursos 
que se administren mediante estos fideicomisos tendrán que 
invertirse en “las mejores condiciones de bajo riesgo y alta 
liquidez” (Ley N°8642, 2008, artículo 35) y serán objeto de 
control por parte de la CGR. Además, estas se consideran 
como de interés público.

de fondos, este deberá contar con el aval del Micitt, el 
cual en su rol de ente rector deberá dar el visto bueno en 
función de las metas que se establezcan en el PNDT y la 
sostenibilidad de los otros programas a cargo de Fonatel. 

Asimismo, será obligación del Micitt y el MEP definir 
los mecanismos de ejecución de los recursos que deban 
implementar, siendo posible que el MEP realice esto me-
diante el Programa Nacional de Informática Educativa 
(Pronie). Esto último es de especial relevancia puesto que 
implica la posibilidad de que la Fundación Omar Dengo 
(FOD) participe en la ejecución del PNAD, ya que esta 
es la entidad que coadyuva al MEP en la ejecución del 
Pronie; sin embargo, lo que no queda claro con la redac-
ción del proyecto es si al dar potestad al MEP para definir 
los mecanismos de ejecución de recursos, esto supondría 
el eventual traslado de fondos a la FOD. 

En lo que respecta a las formas de asignación, el proyecto 
de ley plantea para el artículo 36 de la LGT, que los 
recursos de Fonatel serán destinados a tres obligaciones, 
agregando una más a las establecidas en la versión origi-
nal de la norma. En ese sentido, la propuesta propone 
que los recursos sean usados para financiar:

a.	 Las obligaciones de acceso y servicio universal 
y solidaridad que sean impuestas a los opera-
dores en sus respectivos títulos habilitantes, 
“previo dictamen técnico de la Sutel, así como 
el cumplimiento de los procedimientos que 
aseguren el cumplimiento de los principios 
de contratación administrativa” (Expediente 
N°22206, 2020, artículo 36). En ese sentido, 
se establece que Fonatel financiará las obliga-
ciones que tengan un déficit o generen una 
“desventaja competitiva para el operador o 
proveedor” (Expediente N°22206, 2020, artí-
culo 36) según lo que dispone el artículo 38 de 
la LGT. Este déficit será determinado median-
te una metodología y cálculos, los cuales serán 
definidos por la vía reglamentaria. 

b.	 Los proyectos de acceso y servicio universal y 
solidaridad de las telecomunicaciones, según 
lo establecido en el PNDT. 

Sobre este aspecto, el proyecto de ley mantiene la obli-
gación de la Sutel de publicar un listado anual de los 
proyectos a cargo de Fonatel, siendo necesario que espe-
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cifique para cada proyecto las zonas beneficiadas, la ca-
lidad mínima del servicio que es requerido, “el régimen 
aplicable de tarifas, el período asignado, la subvención 
máxima, la fecha estimada de iniciación del servicio, el 
plazo de ejecución del proyecto y cualquier otra condi-
ción necesaria que se requiera en el cartel” (Expediente 
N°22206, 2020, artículo 36). 

De igual modo, la propuesta de norma pretende conser-
var la celebración de concursos públicos como condición 
necesaria para la adjudicación de proyectos de acceso y 
servicio universal y solidaridad de las telecomunicacio-
nes, siendo necesario que el proveedor seleccionado sea 
aquel que “cumpla todas las condiciones establecidas y 
requiera la subvención más baja para el desarrollo del 
proyecto” (Expediente N°22206, 2020, artículo 36). Se-
gún lo establecido en la Ley de Contratación Administra-
tiva (Ley N°7494, 1995).

a.	 La ejecución del PNAD. En este caso, el MEP 
y el Micitt, serán las instancias encargadas de 
publicar el portafolio anual de los proyectos 
que se ejecutarán en el marco del PNAD. De 
acuerdo con esto, el anuncio de proyectos de-
berá cumplir con los mismos requerimientos 
establecidos previamente para los proyectos 
de Fonatel. Se especifica que en el caso de 
los proyectos de equipamiento y de alfabe-
tización digital, deberá ser realizado a través 
de los “procesos de contratación aplicables, 
dando prioridad a los oferentes que acrediten 
conocimiento experto en ese campo y consi-
derando lo dispuesto en el…artículo 33” (Ex-
pediente N°22206, 2020, artículo 36). 

Paralelamente, se establece que los proyectos del PNAD 
serán ejecutados con base a la presentación de ofertas 
conjuntas que provengan de consorcios y/o de “operado-
res y proveedores de servicios de telecomunicaciones con 
otras personas físicas o jurídicas especializadas en alfa-
betización digital y proveedores de equipo” (Expediente 
N°22206, 2020, artículo 36). Junto con esto, se dispone 
que cuando sea necesario y con el fin de evitar lesiones del 
interés del público o daños a las personas beneficiarias, 
los responsables de la ejecución de proyectos “deberán 
acudir al procedimiento de contratación de urgencia es-
tablecido en la Ley de Contratación Administrativo y su 
reglamento” (Expediente N°22206, 2020, artículo 36).

Por otro lado, el artículo 38 sobre el financiamiento de 
Fonatel, conserva las 5 fuentes de financiamiento del 
Fondo30, el que los recursos no puedan ser utilizados para 
fines distintos a lo establecido en el PNDT, la declarato-
ria de interés público de las operaciones, la fiscalización 
del manejo de recursos a manos de la Contraloría Ge-
neral de la República (CGR) y el monto máximo des-
tinado a cubrir los costes de administración del fondo 
(el cual no podrá ser mayor al 1%). Sobre este último 
punto, el proyecto de ley especifica que bajo ese 1% se 
deberán incluir los costos asociados con la “formulación, 
ejecución y administración de los proyectos” (Expedien-
te N°22206, 2020, artículo 38), introduciendo así una 
diferencia con respecto a la redacción original de la LGT. 

En relación con la contribución parafiscal de los opera-
dores y proveedores de telecomunicaciones, la propues-
ta de norma propone que el artículo 39 de la LGT31, 
incluya a la alfabetización digital como una de las áreas 
que serán financiadas mediante recursos procedentes de 
esta contribución. También se busca que la Sutel asuma 
la obligación de comprobar la fidelidad de la declaración 
jurada que presenten los operadores a efectos del monto 
de la contribución que deba definirse, y que la tarifa sea 
establecida anualmente con base a una 

resolución razonada con base en las metas estima-
das de los costos de los proyectos por ser ejecuta-
dos para el siguiente ejercicio presupuestario y en 
las metas ingresos estimados para dicho ejercicio, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 33 
de esta ley (Expediente N°22206, 2020, artículo 
39).

Se agrega a esto que la Sutel deberá presentar la justifi-
cación de la resolución conforme a los parámetros que 

30	 Estas son: 1. Concesiones, 2. transferencias y donaciones 
de instituciones públicas privadas, 3. multas e intereses que 
imponga Sutel, 4.los recursos propios que genere Fonatel 
y 5. Contribución especial parafiscal de los operadores de 
servicios de telecomunicaciones. 

31	 Cabe señalar que el proyecto de ley mantiene la disposición 
de que la administración tributaria de dicha contribución 
se mantenga a cargo de la Dirección General de Tributac-
ión del Ministerio de Hacienda (MH), los plazos de pre-
sentación de la declaración por parte de los operadores y 
proveedores de servicios de telecomunicaciones y los tractos 
de los desembolsos. 
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establezca el Micitt, siendo posible que este último pueda 
solicitar la revisión de la tarifa en su calidad de entidad 
rectora en materia de telecomunicaciones. Estos aspectos 
revelan grandes cambios con respecto a lo establecido en 
la versión vigente de la LGT. 

Otros de los cambios propuestos para el artículo 39, es-
tablecen que si bien la tarifa de la contribución parafiscal 
será fijada con un rango de entre 1,5% y el 3% como 
máximo, se elimina la sección del artículo que indica que 
en caso de que la Sutel no fije la tarifa al momento del 
vencimiento del plazo para hacerlo, se deberá aplicar del 
período fiscal inmediato anterior. También se introduce 
un cambio con respecto a los depósitos que debe realizar 
la Tesorería Nacional ya que si bien esta deberá depositar 
los dineros en una cuenta separada a Sutel, la propuesta 
ya no especifica que estos tengan que ser girados a Fo-
natel. 

Además se agrega una obligación para los operadores 
de redes públicas de telecomunicaciones y los provee-
dores de servicios de telecomunicaciones disponibles al 
público, los cuales deberán “suministrar la información 
que en el ámbito de su competencia, formalmente les 
sea requerida” (Expediente N°22206, 2020, artículo 
39) por Sutel o el Micitt. En línea con esto, se propone 
que estos cumplan con las “indicaciones del ente rector 
y la Sutel en cuanto a que las acciones estratégicas y 
proyectos que se formulen e implementen, tomen en 
cuenta, tanto la innovación tecnológica como las úl-
timas tecnologías disponibles” (Expediente N°22206, 
2020, artículo 39).

En relación con el artículo 40 la propuesta de norma 
mantiene que Fonatel sea objeto de auditoría externa (la 
cual será financiada por el Fondo y será contratada por 
Sutel) y el que la información sobre la operación y el 
funcionamiento del Fondo esté disponible para auditoría 
interna de Aresep. Igualmente, se mantiene la obligación 
de Sutel de presentar un informe a la CGR y al Micitt en 
el que se incluya: 

a.	 Las estadísticas sobre cobertura de los servi-
cios de telecomunicaciones. 

b.	 Los estados financieros auditados de Fonatel, 
especificando el monto pagado por contribu-
ción especial parafiscal por operador, provee-
dor y si alguno está moroso. 

c.	 Un informe sobre desempeño de Fonatel, es-
tado de ejecución de proyecto y la informa-
ción financiera desglosada por proyecto. 

Aunado a lo anterior, se adicionan dos requisitos más: en 
primer lugar la implementación de un sistema de segui-
miento, monitoreo y evaluación (SME) que “mida el im-
pacto de los proyectos en el cierre de la brecha digital, que 
incluya los indicadores necesarios para su medición” (Ex-
pediente N°22206, 2020, artículo 40) y en segundo, vigi-
lar que quienes ejecutan las “acciones estratégicos y pro-
yectos que se formulen e implementen, tomen en cuenta 
tanto las últimas tecnologías disponibles, que permitan 
una escalabilidad y mayor aprovechamiento de los bene-
ficios a futuro” (Expediente N°22206, 2020, artículo 40). 

Por otro lado, según lo establecido en el artículo 39 se 
establece que el MEP y el Micitt deberán realizar 4 ac-
ciones específicas con respecto a los recursos que se les 
asigne para ejecutar proyectos del PNAD. En relación 
con estos deberán:

a.	 Vigilar que el personal encargado de la ejecu-
ción de estos proyectos, los implemente con-
siderando las últimas tecnologías disponibles, 
procurando alcanzar más escalabilidad. 

b.	 Procurar el cumplimiento efectivo de los pro-
yectos en los plazos. 

c.	 Implementar un SME en los proyectos de al-
fabetización digital, para que mida el impac-
to de los proyectos en el cierre de la brecha 
digital. 

d.	 “Determinar el mecanismo idóneo de asigna-
ción de recursos, de acuerdo con los criterios 
establecidos en este capítulo I, del Título II 
de esta ley, según las metas y prioridades” 
(Expediente N°22206, 2020, artículo 40) del 
PNDT, así como establecer los mecanismos 
de supervisión y fiscalización que garanticen 
la implementación de recursos óptima. 

Adicionalmente, el proyecto propone la adición de tres 
transitorios adicionales a los contenidos en la Ley Ge-
neral de Telecomunicaciones (transitorio VIII, IX y X). 
Según el transitorio VIII, el Micitt tendrá un plazo de 3 
meses para incluir en el PNDT un programa que garanti-
ce el cumplimiento del PNAD y la inclusión del Proyec-
to de Red de Banda Educativa del Bicentenario. 
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En el Transitorio IX se establece que considerando el es-
tado de emergencia sanitaria actual (ocasionado por el 
Covid-19) y con carácter excepcional, se autoriza al Mi-
citt y el Mep como instancias responsables de la ejecu-
ción de los Proyecto del PNAD para que

realicen procedimientos de contratación de ur-
gencia conforme a lo establecido en el artículo 
80 la Ley N.º 7494 del 2 de mayo de 1995 y sus 
reformas, Ley de Contratación Administrativa, 
y en el artículo 140 del Reglamento a la Ley de 
Contratación Administrativa, Decreto Ejecutivo 
Nº 33411-H del 27 de setiembre de 2006 y sus 
reformas. Dicha autorización se puede hacer efec-
tiva hasta el 31 de diciembre de 2022 (Expediente 
N°22206, 2020, Transitorio IX).

Por último, el Transitorio X, determina que el Poder Eje-
cutivo tendrá un plazo de 3 meses para hacer los ajustes 
respectivos en el reglamento de la LGT. De igual modo, 
el artículo plantea la derogación de “cualquier otra nor-
ma de rango igual o inferior que se le oponga” (Expe-
diente N°22206, 2020, artículo 4). 

Esta propuesta fue recibida en el archivo legislativo el 25 
de septiembre del 2020, y posteriormente fue enviada a 
la Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asam-
blea Legislativo para su estudio y debate. Hasta abril del 
2021, este proyecto de ley se mantuvo en debate a lo 
interno de dicha comisión. Después de esa fecha, la pro-
puesta de norma fue trasladada a la Comisión de Hacen-
darios y al momento de publicación de este informe, la 
misma aún se encuentra en discusión en dicho espacio. 
Asimismo, producto de las diversas observaciones que se 
han realizado con respecto al proyecto, las y los legisla-
dores han venido trabajando en un texto sustitutivo a 
través del cual se ha pretendido subsanar las debilidades 
señaladas, el cual no estaba listo al momento de edición 
de este informe. 

Señalamientos y posiciones con respecto al Expe-
diente Legislativo 22.206

La reforma planteada por el Expediente Legislativo 
N°22206 ha sido objeto de todo tipo de señalamientos 
por parte de diversas entidades (como la Procuraduría 
General de la República, el propio Departamento de Es-
tudios, Referencias y Servicios Técnicos de la Asamblea 

Legislativa y la Contraloría General de la República), así 
como por actores del sector de telecomunicaciones, quie-
nes han expresado opiniones distintas con respecto a este 
proyecto. En ese sentido, la presente sección pretende sis-
tematizar y analizar los señalamientos principales que se 
han realizado en relación con esta propuesta de norma. 

Para ello, se comenzará con las observaciones de la Pro-
curaduría General de la República (PGR) en su Opinión 
Jurídica no vinculante 039 -J del 23 de febrero del 2021, 
aclarando que el análisis realizado por el ente Procurador 
se limita a un examen técnico-jurídico ya que su com-
petencia consultiva no le faculta para pronunciarse “so-
bre los aspectos técnicos no jurídicos involucrados en el 
proyecto de ley” (Opinión Jurídica 039, 2021, p.23) y 
que además, están relacionados con el tema de las tele-
comunicaciones y la disminución de la brecha digital32. 
En ese sentido, los principales aspectos técnico-jurídicos 
señalados son los siguientes:

1.	 El proyecto de ley “encuentra su fundamento en 
los principios y normas constitucionales y en el 
Derecho Internacional” (Opinión Jurídica 039, 
2021, p.23) que han reconocido que el acceso a 
las TIC y el cierre de la brecha digital como un 
derecho fundamental, por lo que no considera que 
haya una contradicción con los mismos. 

2.	 De igual modo, la propuesta de norma tampoco 
genera roce con lo dispuesto en el Tratado de Li-
bre Comercio Costa Rica, Centroamérica, Repú-
blica Dominicana y Estados Unidos de América 
(TLC-EEUU) sobre el compromiso de abrir de 
manera gradual y selectiva el mercado de teleco-
municaciones, garantizar la competencia efectiva 
del mercado y respetar los objetivos de solidaridad 
y universalidad de las telecomunicaciones. Debido 
a que no se desmeritan los objetivos de solidaridad 
y universalidad de las telecomunicaciones, la PGR 
considera que el proyecto de ley no los desvirtúa 
y que por el contrario, los refuerza dentro del ám-
bito educativo. 

32	 Por tal razón, recomienda la participación de la Sutel, el 
Micitt y el MEP en el proceso de construcción de esta nor-
ma, como instancias que por “su experiencia en la materia 
que se consulta, pueden referirse a tales aspectos y a la opor-
tunidad y conveniencia del articulado propuesto” (Opinión 
Jurídica 039, 2021, p.23).
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3.	 Considerando que la propuesta de norma busca 
darle competencias nuevas al MEP relacionadas 
con el “planteamiento y coordinación de proyec-
tos, formulación de pliego de condiciones para 
procesos de contratación, y rendición de cuen-
tas…se recomienda de manera respetuosa dar 
participación sobre este proyecto a dicho Minis-
terio” (Opinión Jurídica 039, 2021, p.14). De 
igual modo, al plantear el traslado de recursos de 
Fonatel al PNAD por parte de la Sutel, también 
se considera necesario incorporar la participación 
de la Superintendencia en la propuesta de norma. 

4.	 Sobre los procedimientos de contratación admi-
nistrativa y previstos para la adjudicación de los 
programas y proveedores de los proyectos del 
PNAD, así como la aplicación del procedimien-
to de urgencia transitoria, la PGR señala que lo 
planteado no vulnera los parámetros de constitu-
cionalidad. 

5.	 Se considera que debido a que se pretende crear 
una nueva obligación a la Sutel para que solici-
te a los obligados tributarios (de la contribución 
parafiscal) la presentación de documentación e 
información que permita comprobar la “fideli-
dad de la información de pago de la contribu-
ción parafiscal para Fonatel” (Opinión Jurídica 
039, 2021, p.23) y exigirles información, “sin 
especificar qué tipo de información puede ser re-
querida (Opinión Jurídica 039, 2021, p.23), se 
recomienda que el proyecto de ley sea aprobado 
por mayoría calificada según lo establecido en el 
artículo 24 de la Constitución Política (derecho 
a la intimidad, a la libertad y al secreto de las 
comunicaciones). 

Por otro lado, en la opinión del Departamento de Es-
tudios, Referencias y Servicios Técnicos (DEST) de la 
Asamblea Legislativa se considera que el proyecto de Ley 
22206 no presenta una “coherencia lógica o sistemática 
en introducir la creación de un programa educativo en 
una ley de regulación de telecomunicaciones” (DEST, 
2020, p.4). Desde el punto de vista de la técnica legisla-
tiva, el proyecto presenta reiteraciones y una repetición 
de contenidos que resulta innecesaria y “convierte en 
superfluas la mayoría de las modificaciones propuestas” 
(DEST, 2020, p.13).

Asimismo, la reforma propuesta tiene un contenido que 
no es ni propio ni natural “de la ley donde se preten-
den integrar y más bien rompen la sistematicidad y el 
contenido lógico de la regulación técnica de las tele-
comunicaciones” (DEST, 2020, p.4). Por tal razón, no 
se considera congruente la introducción de contenidos 
vinculados a programas educativos a una norma como 
la LGT. A pesar de esto, la DEST señala que la ob-
servación está más relacionada con la técnica legislativa 
que con un problema jurídico, por lo que la regulación 
nueva puede quedar integrada, aunque no sea lo más 
pertinente. 

También se dice que previamente se han presentado pro-
yectos de ley que pretenden algo similar, entre los que 
se menciona el Expediente N°21920 (Ley de Traslado 
Administrativo y financiero del Fondo Nacional de Te-
lecomunicaciones a la Fundación Omar Dengo) y el Ex-
pediente N°21945 (Ley de acceso universal y solidario de 
telecomunicaciones en todo el territorio), los cuales cabe 
mencionar que a la fecha no han sido aprobados por la 
Asamblea Legislativa. 

Por otro lado, aunque el objetivo del proyecto de ley 
es relevante sobre todo en el contexto de la pandemia, 
este “parece desconocer el marco normativo actual y la 
ingente cantidad de recursos que ya se destinan en la 
línea propuesta” (DEST, 2020, p.8). Por tal razón, la 
DEST considera que el proyecto es innecesario ya que 
produce una “duplicación de programas instituciona-
les existentes, trasladando recursos de otras necesida-
des para un sector o una materia que ya cuenta con 
una provisión considerable de medios, a riesgo de de-
jarlas descubiertas” (DEST, 2020, p.8). Para sustentar 
esta observación, la DEST hace un señalamiento con 
respecto a la cantidad de recursos que el MEP destina 
a labores similares a las que se pretenden realizar en el 
marco del proyecto.

De acuerdo con la DEST, desde que en el 2011 se de-
cidió que el gasto público para la educación no sería 
menor al 8% del Producto Interno Bruto (PIB) anual, 
“el Constituyente…previó que el acceso tecnológico en 
todos los niveles era parte esencial y fundamental del 
nuevo modelo educativo y así lo dejó plasmado expre-
samente en el texto constitucional” (DEST, 2020, p.8). 
En línea con esto y según lo establecido en la Ley de 
Presupuesto 2021, el presupuesto del MEP “supera los 
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2, 5 billones de colones (2, 5 millones de millones)”33 
(DEST, 2020, p.8). 

Programáticamente, este presupuesto está dividi-
do en 10 programas específicos de los cuales uno de 
ello es el Programa 555: Aplicación de la tecnología a 
la Educación, el cual “contempla unos recursos por 
el orden de más de 42 mil millones de colones, sien-
do uno de los de mayor crecimiento porcentual (en 
2019 se aprobaron a este programa 28 mil millones 
de colones)34”(DEST, 2020, p.9). Según la DEST este 
programa comprende 27.159 millones de colones para 
el Soporte y Desarrollo Informático y 15.277 millones 
para la implementación de Tecnologías de la Informa-
ción en el aula. Asimismo, 

dentro de esos montos hay transferencias corrien-
tes a la Fundación Omar Dengo por 11.470 mi-
llones para cubrir los servicios de conectividad, 
implementación y remuneración de la Red Educa-
tiva, sin contar transferencias de capital destinadas 
a implementar laboratorios que persiguen cerrar la 
brecha digital por otros 13.277 millones.

En total las transferencias a la Fundación Omar 
Dengo alcanzan casi los 25 mil millones, práctica-
mente un 60% de la totalidad del programa.

Esa cifra de transferencias corrientes y de capital 
a la fundación Omar Dengo son significativas 
porque evidencian además un dato importante: 
el MEP no ejecuta la mayor parte de los recursos 
destinados al Programa de Aplicación de Tecnolo-
gía a la Educación, sino que solamente los trans-
fiere. (DEST, 2020, p.9). 

Es necesario aclarar que estos recursos son diferentes e in-
dependientes del Programa de Infraestructura Educativa 
destinado a proveer el mobiliario e infraestructura tradi-
cional de los centros educativos. Por ello, en el criterio 
de la DEST desde hace tiempo el MEP cuenta con un 
“importante componente presupuestario” (DEST, 2020, 
p.9) destinado al cumplimiento de objetivos similares a 
los planteados en el PNAD.

33	 Esta información puede ser corroborada en la página 657 
del documento: https://www.imprentanacional.go.cr/
pub/2020/12/02/ALCA318_02_12_2020.pdf  

34	 Ver página 662 del documento anterior. 

Asimismo, para la DEST el Programa de Aplicación de la 
Tecnología a la Educación tiene objetivos que son bastante 
similares a los del PNAD, sobre todo en las metas de co-
nectar a los centros educativos a la Red Educativa en ban-
da ancha y ejecutar el Programa Nacional de Tecnologías 
Móviles (PNTM) como un medio para apoyar la gestión 
docente. Por ello considera que la propuesta de norma pre-
tende crear un “programa que en términos amplios ya exis-
te, y cuenta con un financiamiento importante como uno 
de los programas permanentes que integran el Presupuesto 
del MEP. En ese sentido, la propuesta es una duplicación 
de funciones o es innecesaria” (DEST, 2020, p.12). 

Sobre el traslado de recursos de Fonatel para ejecutar 
proyectos de alfabetización digital, la DEST señala que 
el fin principal de Fonatel y su razón de ser es financiar 
proyectos que garanticen el servicio y acceso universal 
de las telecomunicaciones en áreas no rentables, según 
lo establezca el PNDT, por lo que aunque los objetivos 
de acceso y servicio universal pueden llegar a coincidir en 
algunos aspectos con la alfabetización digital

éstos son más amplios en la medida que no van en-
focados exclusivamente a la comunidad educativa 
sino a la colectividad en general, y que como bien lo 
indica su nombre, el acceso y servicio es previo a los 
objetivos que se logran con ello (DEST, 2020, p.10). 

Lo anterior es de especial importancia, ya que para po-
der generar alfabetización digital primero se necesita del 
desarrollo de infraestructura de telecomunicaciones que 
habilite la prestación de servicios de telecomunicaciones. 
Otro de los señalamientos que plantea la DEST con res-
pecto a este proyecto, es que al proponer la transferencia 
de recursos del Fondo en lo que sea necesario, esto podría 
desde todo el fondo, o hasta nada; lo que significa que 
bien podría desfinanciar el giro de proyectos de Fonatel 
lo que no resulta nada conveniente teniendo en cuenta 
que el MEP ya cuenta con un importante presupuesto 
para ese mismo fin (DEST, 2020, p.11). 

Además del desfinanciamiento de los programas ya apro-
bados de Fonatel35 también se corre el riesgo de que no 
existan “remanentes para trasladar recursos al financia-
miento de los proyectos de alfabetización digital como 

35	 Los programas actuales de Fonatel son: 1.Comunidades 
Conectadas, 2.Hogares Conectados, 3.Centros Públicos 
Equipados y 4. Espacios Públicos Conectados. 
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un programa aparte” (DEST, 2020, p.11), volviendo 
inoperante la norma, aun cuando esta se llegue a aprobar. 

De igual modo tampoco se considera que el traslado de recur-
sos al MEP o al Micitt, si bien es jurídicamente viable, es una 
decisión que produciría una dualidad a la hora de ejecutar los 
proyectos y por tanto, vendría a duplicar los costes operativos 
y de organización en ambos ministerios. Asimismo, no toma 
en cuenta que la Sutel siempre tendrá que incurrir en gas-
tos relacionados con la ejecución de sus proyectos, por lo que 
“triplicar o diversificar los encargados de ejecución de los pro-
yectos… puede resultar en un aumento considerable de los 
costos de ejecución en perjuicio de la realización efectiva de 
proyectos” (DEST, 2020, p.29). Además, como el proyecto 
de ley no cuestiona la idoneidad o eficacia de la Sutel para eje-
cutar los proyectos, no es un motivo que pueda argumentarse 
para señalar la conveniencia de esta propuesta. 

Finalmente, se considera que el que la Sutel deba comprobar 
la fidelidad de la información presentada por los contribuyen-
tes en la declaración jurada de los obligados tributarios de la 
contribución parafiscal, implica entregar una competencia a 
la Sutel que genera una duplicidad de funciones, que es

atípica y ajena a sus funciones para lo cual no tiene 
ni el conocimiento ni la experiencia ni el personal 
calificado, pues se trata nada menos que de revisar 
estados financieros y registro de utilidades de los 
operadores, algo que es naturalmente la función 
de la Dirección de Tributación del Ministerio de 
Hacienda (DEST, 2020, p.37). 

Por su parte, la Contraloría General de la República 
(CGR) señaló en la Audiencia Virtual el 10 de marzo del 
2021 ante la Asamblea Legislativa, que el ordenamiento 
jurídico costarricense ya posee herramientas para poten-
ciar los objetivos y metas planteados en el proyecto de 
ley 22.206. De hecho, se considera que la propia LGT y 
el Reglamento de Acceso Universal, Servicio Universal y 
Solidaridad “poseen los instrumentos jurídicos para con-
templar, sin restricción alguna, metas similares a las que 
se pretenden en esta iniciativa legislativa” (Contraloría 
General de la República, [CGR], 2021, p.17). Esto sig-
nifica que el PNAD podría ser perfectamente integrado 
dentro del PNDT “y a partir de su priorización en la po-
lítica pública efectuar los programas y proyectos adecua-
dos a dicho fin, todo sin necesidad de cambiar el actual 
marco normativo” (CGR, 2021, p.23). 

Asimismo, según el ente contralor, el proyecto plantea una 
nueva estructura estatal que afecta a los “responsables de 
ejecutar los mecanismos de financiamiento, asignación, 
administración y control de los recursos destinados al 
cumplimiento de los objetivos de acceso universal, servicio 
universal y solidaridad” (CGR, 2021, p.18). Para la CGR, 
esto produce una estructura mucho más compleja que la 
ya existente, siendo necesario que se valore si esta situación 
podría “estar atendiendo un problema generando otro con 
implicaciones técnicas y financieras” (CGR, 2021, p.23). 

A diferencia de la DEST, la CGR considera que la alfa-
betización digital puede constituirse en una de las áreas 
en las que se “puede invertir los recursos de Fonatel, en 
procura de cumplir con el principio de universalidad en 
la prestación de servicios como las telecomunicaciones” 
(CGR, 2021, p.20). Sin embargo, se debe procurar un 
equilibrio entre la alfabetización digital con los objeti-
vos de acceso y servicio universal y solidaridad, ya que el 
proyecto plantea un esquema en el que la alfabetización 
digital está por encima de estas áreas.

Otros de los aspectos que no quedan claros con respecto al 
proyecto, tienen que ver con: a) el alcance de los proyectos 
que serán ejecutados, b) la estimación de los recursos que 
serán necesarios para el PNAD y su costo de oportunidad 
y c) “los elementos sustanciales que permitan garantizar el 
cumplimiento integral de todos los objetivos y la continui-
dad de los programas vigentes” (CGR, 2021, p.21). 

Por todo lo anterior, la CGR considera necesario y opor-
tuno que la Asamblea Legislativa 

cuente con otros elementos técnicos que le permi-
tan analizar el proyecto en su integralidad y real 
problemática, a fin de canalizar los esfuerzos hacia 
las causas de los problemas y garantizar una ejecu-
ción efectiva y oportuna de los objetivos de acceso 
universal, servicio universal y solidaridad (CGR, 
2021, p.23). 

Tomando como base las observaciones señaladas previa-
mente, se pueden extraer puntos en común, así como 
aspectos que deben ser analizados más a fondo:

•	 Primeramente, debe decirse que la reforma pro-
puesta en el proyecto de ley es jurídicamente via-
ble, sin embargo, existen importantes diferencias 
de criterio con respecto a la pertinencia política y 
operativa de adoptar el proyecto. 
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•	 Resulta evidente que el país cuenta con un mar-
co normativo que regula y define una estructura 
estatal destinada al acceso y servicio universales y 
la solidaridad de las telecomunicaciones (Fonatel); 
lo que supone que una iniciativa como el PNAD 
podría integrarse a la estructura ya existente y al 
PNDT sin necesidad de establecer una estructura 
nueva con funciones similares, que además puede 
provocar una duplicidad de funciones entre las di-
ferentes instancias implicadas. 

A este efecto, debe recordarse que en el 2016 se planteó 
el Programa de Red de Banda Ancha Solidaria como uno 
de los programas con una cartera de proyectos que pre-
tendían ser financiados con recursos de Fonatel. El ob-
jetivo de esta iniciativa era desarrollar una red de banda 
ancha educativa que conectara a los centros educativos 
del MEP a “una red gestionada y centralizada” (Sutel, 
2018, p.108). El primero de estos proyectos pretendía 
desplegar una red de fibra óptica en centros educativos 
que a la fecha no contaban con conexión de banda an-
cha y junto con ello, se buscaba que la red se extendie-
ra a los “distritos cabecera de cantón, y otros distritos 
con importantes concentraciones de población” (Sutel, 
2018, p.108). A pesar de esto, el programa no prosperó 
ya que las falencias en la coordinación interinstitucional 
con el Mep junto con limitantes asociados a problemas 
en las instalaciones de los centros educativos del Mep, la 
aprobación para el despliegue de “infraestructura de so-
porte de redes de telecomunicaciones” (Mideplan, 2018, 
p.101) y atrasos en la tramitación de permisos, obstaculi-
zaron la implementación de este programa.

A estas limitaciones deben agregarse la falta de definición 
sobre el alcance del Programa por parte del Poder Ejecu-
tivo, la ausencia de metas claras en el PNDT con respec-
to al programa y la suscripción del Convenio con el MEP. 

De acuerdo con el PAPYP 2020, en el acuerdo 006-067-
2019 el Consejo de la Superintendencia de Telecomu-
nicaciones remitió observaciones sobre la información 
aportada mediante oficio MICITTDVT-OF-965-2019 
del 16 de octubre de 201936. Según dicho acuerdo, era 
necesario atender esas observaciones ya que no se había 

36	 Mediante el cual el Micitt remitió a la Sutel la solicitud e 
información del MEP mediante oficio DM-1192-09-2019 
del 19 de setiembre de 2019.

definido de forma clara el alcance del proyecto. Además, 
según lo sucedido en la reunión del 21 de octubre del 
2019 entre el Micitt, el MEP y la Sutel, el MEP mani-
festó que estaba valorando si el proyecto “Red Educativa 
del Bicentenario” se ejecutaba con la Fundación Omar 
Dengo (FOD) y el Instituto Costarricense de Electrici-
dad (ICE) o bien, con recursos del Fondo Nacional de 
Telecomunicaciones (Fonatel) (Sutel, 2019b, p.111), de-
mostrando así una falta de claridad con respecto a cómo 
sería desarrollado el Programa. 

•	 Según lo señalado por la CGR así como por la 
DEST, la introducción de nuevas competencias 
además de inducir a duplicidades, puede ocasio-
nar más costes operativos y de gestión lo que es un 
aspecto al que se le debe prestar especial atención 
sobre todo si se considera que nos encontramos en 
un contexto de crisis en el que las finanzas públi-
cas han sido bastante golpeadas. 

•	 De implementarse una iniciativa como el PNAD, 
el MEP debe contar con una participación activa 
ya que esta es la cartera que mejor puede iden-
tificar las necesidades y requerimientos en equi-
pamiento y desarrollo de capacidades dentro del 
sector educativo. 

•	 A pesar de que la alfabetización digital es fun-
damental y representa una inversión importante 
que en el largo plazo beneficiará a la población, 
no puede descuidarse el despliegue y desarrollo de 
la infraestructura ya que este es esencial, inclusive 
para la puesta en práctica de cualquier iniciativa 
de Alfabetización Digital. Por ello, ninguna acción 
de equipamiento en centros educativos, será lo su-
ficientemente operativa, si en las comunidades y 
alrededores de estos no se cuenta con una buena 
infraestructura de telecomunicaciones. Por tanto, 
no puede olvidarse esta área y necesariamente, 
debe haber un balance entre ambos porque uno es 
la base del otro y deben ir de la mano. 

•	 Puede haber complementariedad entre los pro-
yectos que se ejecutan mediante los programas de 
Fonatel y el PNAD. Sobre todo, si se considera 
que en el contexto de la pandemia, los procesos 
educativos debieron ser llevados a la virtualidad, 
lo que implicó que muchas personas tuvieran que 
recurrir a los recursos con los que contaban en sus 
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hogares, siendo afectados si no contaban con los 
mismos. En un caso como este se evidencia que 
un Programa como el de Hogares Conectados 
(que comprende la dotación de equipo y servicio 
de Internet a familias en situación de vulnerabili-
dad) también ha cumplido un rol importante para 
facilitar el acceso a la educación en algunos ca-
sos, por lo que constituye una iniciativa que debe 
continuar siendo reforzada y mejorada. De igual 
modo, en el caso del Programa de Centros Públi-
cos Conectados y Comunidades Conectadas, ya 
hay alguna cobertura a ciertos centros educativos 
del país, por lo que de algún modo, estas iniciati-
vas pueden ser reforzadas para que complementen 
lo que podría realizarse en el marco del PNAD.

•	 No queda claro, si la sostenibilidad de los proyec-
tos actuales de Fonatel se vería comprometida con 
la introducción del PNAD. Además de realizarse, 
cambios en las asignaciones presupuestarias, no se 
aclara si la reasignación es posible gracias a proyec-
tos que han sido adjudicados previamente por la 
vía del concurso público y/o si ello podría ocasio-
nar problemas (de índole legal) con los operadores 
que actualmente desarrollan los proyectos. 

•	 Otro de los interrogantes que surgen con la lectura 
del proyecto de ley, es si las capacidades de ejecu-
ción del MEP y el Micitt fueron consideradas an-
tes de proponer su participación en la implemen-
tación del PNAD. De igual modo, no se cuestiona 
el que el Micitt quede habilitado para desarrollar 
proyectos en el PNAD y si esto podría causar una 
afectación al rol de control que ejerce junto con 
la CGR sobre la gestión de recursos de Fonatel, al 
pasar a ser juez y parte en la ejecución de proyec-
tos que se financiarán con dichos fondos. Debe re-
cordarse que junto con las auditorías externas e in-
ternas, la Sutel está obligada a presentar a la CGR 
y al Micitt informes semestrales sobre la ejecución 
y avance de los proyectos de Fonatel (Ley N°8642, 
2008, artículo 40), por lo que con el cambio pro-
puesto no se especifica qué instancia -además de la 
CGR- ejercería el rol del Micitt en estos ejercicios 
de rendición de cuentas. 

CONSIDERACIONES FINALES

Las exigencias de conectividad generadas en dos años 
de pandemia provocó un crecimiento nunca antes vis-
to alrededor del mundo en las conexiones a redes mó-
viles y fijas, así como un aumento en el tráfico global 
de datos. Ello supuso un desafío para las infraestructuras 
digitales ya que para mantener las comunicaciones y faci-
litar el desarrollo de los procesos productivos, educativos 
y laborales, dichas infraestructuras tuvieron que ser refor-
zadas para resistir el alza en la demanda a la que se han 
visto sometidas durante este periodo. 

En este contexto, la infraestructura de telecomunicacio-
nes se convirtió en un activo estratégico que repercute 
en el acceso de las TIC y en la calidad de los servicios de 
telecomunicaciones que se brinda a la población, ya que 
las inversiones en materia de infraestructura se manifies-
tan en aspectos como las capacidades de banda ancha de 
las redes fijas o móviles o en la cobertura de los distintos 
servicios. Por ello, se considera que la infraestructura de 
telecomunicaciones constituye el elemento base para im-
pulsar cualquier esfuerzo de inclusión digital y aunque 
no siempre sea debidamente visibilizado, ninguna acción 
tiene sentido (por ejemplo, el equipamiento tecnológico) 
sin que el despliegue de la infraestructura sea tenido en 
cuenta primeramente. 

En nuestro país este tema ha sido tempranamente reco-
nocido en instrumentos como la Política Pública en Ma-
teria de Infraestructura de Telecomunicaciones la cual fue 
creada con el fin de corregir las limitaciones técnicas que 
a nivel regulatorio impiden el despliegue efectivo y ágil 
para el despliegue de infraestructura de telecomunica-
ciones en el territorio nacional. Esta política a través del 
PAIT ha impulsado acciones correctivas y ha contribuido 
al establecimiento de condiciones para mejorar la adop-
ción de las telecomunicaciones. En ese sentido, se con-
sidera un gran acierto que en la formulación del nuevo 
Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 
(PNDT) 2022-2027 se esté considerando la integración 
del tema de infraestructura como uno de los ejes trans-
versales de la herramienta de gestión más importante del 
sector. Esto no sólo permitirá alinear la política al PAIT, 
sino también darle mayor respaldo al trabajo que desde 
hace varios años viene realizando la Comisión de Infraes-
tructura. 
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Otra de las señales que muestra que el desarrollo de in-
fraestructura de telecomunicaciones está siendo cada vez 
más relevante se observa en iniciativas como el Proyecto 
de Ley para incentivar y promover la construcción de in-
fraestructura de telecomunicaciones en Costa Rica, el cual 
muy alineado al PAIT, busca solventar parte de las falen-
cias que durante años se han identificado a nivel legal con 
respecto a la existencia de imprecisiones que impiden el 
despliegue de la infraestructura de telecomunicaciones 
en nuestro país. Con ello se está sentando un precedente 
muy importante pues se reconoce la necesidad de homo-
geneizar procesos y de que las municipalidades se ajusten 
a los estándares y mejores prácticas establecidas en esta 
materia. 

La estandarización de procesos y la mejora regulatoria 
en la solicitud de trámites y permisos sigue siendo uno 
de los aspectos en los que se debe continuar trabajando, 
pues ello repercute en el despliegue ágil y efectivo de la 
infraestructura. Asimismo, como parte de estos esfuer-
zos también debe reforzarse la inversión en fibra óptica, 
sobre todo para establecer condiciones que estimulen el 
impulso de redes 5G. 

En esa misma línea, el desarrollo de las redes 5G debe ser 
de atención prioritaria en el país por las implicaciones 
y oportunidades que esto supone para que se habiliten 
condiciones que propicien la entrada y uso de otras tec-
nologías disruptivas como el Internet de las Cosas (IoT). 
Además de la posibilidad de que la industria local explore 
e innove con estas redes, el despliegue implica oportuni-
dades para promocionar el desarrollo de investigaciones 
especializadas en esta área. Por ello, es un tema que no 
debe ser dejado de lado, sobre todo porque desde una 
perspectiva comparada Costa Rica, al igual que otros Es-
tados latinoamericanos, están en el punto de arranque de 
su despliegue. Junto con ello, es necesario que se genere 
un equilibrio en la asignación y distribución de espectro 
para el desarrollo de las redes 5G, ya que aunque es muy 
posible que estas redes se desarrollen de forma paulati-
na conforme se incrementa la cobertura de redes 4G y 
ambas tecnologías coexistan por un tiempo, resulta fun-
damental que se aseguren condiciones de competencia 
efectiva de acuerdo con lo establecido en la legislación 
nacional. 

Igualmente, la incursión de estas nuevas tecnologías ha 
hecho que a nivel internacional cada vez más los Esta-

dos decidan aunar esfuerzos para mejorar la conectivi-
dad global y el desarrollo digital, así como fortalecer la 
cooperación digital mundial en un entorno altamente 
digitalizado en el que siguen manifestándose notables 
desigualdades en el acceso a las tecnologías, la vulnerabi-
lidad de las infraestructuras digitales de países y día a día 
se incrementan los ciberataques y los riesgos a los que se 
encuentran expuestas las personas al usar las TIC.

Ante este panorama, se considera necesario que se impul-
sen políticas públicas que garanticen el acceso a banda 
ancha móvil y fija, mejoren la asequibilidad de los servi-
cios de telecomunicaciones y promuevan el desarrollo de 
capacidades y habilidades digitales, entre otros aspectos. 
Esto último, resulta especialmente relevante sobre todo 
si se considera que las estadísticas a nivel mundial refle-
jan la necesidad de que se mejore el acceso a de las TIC 
para los sectores más vulnerables, los cuales además de 
verse fuertemente limitados por su capacidad adquisitiva, 
también suelen carecer de un suficiente nivel de alfabeti-
zación digital. 

La persistencia de notables desigualdades en el acceso, 
uso y apropiación de las TIC y las telecomunicaciones 
requiere de un fortalecimiento de las acciones que están 
vinculadas con el acceso y servicio universal y la solida-
ridad de las telecomunicaciones. En este contexto, estos 
esfuerzos se vuelven especialmente relevantes ya que es-
tos deben ser claves para contribuir con la reducción de 
la brecha digital. Dentro de este campo, se muestra una 
mejoría muy notable en los programas que son gestiona-
dos con recursos que vienen de Fonatel, e inclusive por 
primera vez se logra que un programa finalice comple-
tamente su ejecución (el programa de Espacios Públicos 
Conectados). 

Durante el 2020 y los últimos meses del 2021, se han 
promovido diversas iniciativas de ley que buscan intro-
ducir cambios que afectan la gestión de Fonatel o tras-
ladar los recursos que dispone el Fondo para financiar 
programas que buscan atender las brechas tecnológicas 
que afectan al sistema educativo costarricense. En rela-
ción con estas propuestas de norma, debe recordarse que 
Fonatel fue creado en la LGT como un instrumento de 
acceso y servicio universal y solidario de las telecomuni-
caciones, lo que implica que este está enfocado principal-
mente en el desarrollo de infraestructura y la dotación de 
equipo tecnológico con un alcance mucho más amplio 
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que lo realizado en el marco de los programas educativos. 
Por ello, financiar proyectos distintos a estos fines, si bien 
no es un ejercicio excluyente, si se desvía de algún modo 
del fin original con que dicho fondo fue creado. 

En ese sentido, la discusión de fondo sobre el PNAD 
debería de ponernos a pensar sobre la necesidad de llevar 
a cabo una reforma en el modelo educativo vigente en 
nuestro país y si es necesario que este se repiense para 
que efectivamente refleje a la alfabetización digital como 
la norma y no como un elemento tangencial. De igual 
modo, tomando en cuenta que ya se cuenta con la es-
tructura de Fonatel y que inclusive durante años se ha 
tratado de implementar el proyecto de Red Educativa del 
Bicentenario, cabe preguntarse si el PNAD no vendría 
a duplicar esfuerzos que ya se realizan al establecer una 
estructura administrativa paralela que puede incrementar 
los costes administrativos-operativos y hacer mucho más 
compleja la labor de gestión y fiscalización de recursos 
del fondo. 

Además, debido a que varios de los programas de Fonatel 
incluyen intervenciones que han beneficiado a centros 
educativos desde varias iniciativas (como Hogares Co-
nectadas, Comunidades Conectadas y Centros Públicos 
Equipados), no puede negarse el impacto positivo que 
las mismas han tenido en las condiciones de conectivi-
dad de diferentes centros. Si bien esto no significa que 
no quede trabajo por hacer, si implica que ese tipo de 
esfuerzos deben reforzarse y continuar realizándose por 
el impacto que genera en dichos sitios, así como el rol 
que suelen jugar las infraestructuras comunitarias de si-
tios como bibliotecas o centros comunales en las zonas 
rurales. Asimismo, considerando que durante la pande-
mia muchos estudiantes tuvieron que utilizar las infraes-
tructuras en sus comunidades y los recursos que cuentan 
en sus hogares para acceder al Internet, resulta más que 
evidente que programas como el de Comunidades Co-
nectadas y Hogares Conectados deben continuar y seguir 
fortaleciéndose.
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(Footnotes)
1	 Refiere al tiempo que dura en transmitirse un paquete de datos en la red (Movistar, 2021).
2	 Se considera que esta tecnología permitirá la emisión continua de contenidos en tipo de dispositivos y puede ser una solución para 

conectar a las áreas que no cuenta con fibra óptica y/o hilo de cobre (Adoplh et. al, 2018). 
3	 Esto contribuirá en el desarrollo de aplicaciones para ciudades inteligentes, agricultura y hogares inteligentes, entre otros aspectos 

(Adoplh et. al, 2018)
4	 Ello será clave para el funcionamiento de “vehículos autónomos, redes eléctricas inteligentes, vigilancia de pacientes a distancia y 

servicios de telesalud y automatización industrial” (Adoplh et. al, 2018, p.8).
5	 El espectro radioeléctrico es un bien demanial (es decir, pertenece al Estado) conformado por “las ondas electromagnéticas que 

viajan por el espacio y gracias a las cuales son posibles las telecomunicaciones” (Lara-Salas, 2021, párr.4). 
6	 Incluye las bandas de 3.3Ghz a 4.2Ghz, en su canalización TDD C-band n.77 (Infocom, 2021).


